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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros de Hacienda don Andrés Velasco Brañes; Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso Valenzuela; de Planificación y Cooperación, doña Clarisa Hardy Raskovan; de Educación, doña Yasna Provoste Campillay; del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann. Asiste, asimismo, el asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Francisco del Río Correa.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 82ª y 83, ordinarias, en 9 y 10 de enero del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional los días 18 y 19 de enero de 2007 con el fin de asistir a la XXXI Cumbre de Líderes del MERCOSUR, en la ciudad de Río de Janeiro, República Federativa del Brasil.



Agrega que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes.



--Se toma conocimiento.



De la Honorable Cámara de Diputados, por medio del cual informa que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto que concede amnistía a infractores de disposiciones sobre reclutamiento de las Fuerzas Armadas (boletín Nº 4.661-02).



--Se toma conocimiento, se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República y se remite el documento al archivo junto a sus antecedentes.



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, a través del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, referido a la ampliación de la cobertura del programa PRODESAL que se desarrolla en la comuna de Río Negro.



Del señor Intendente de la Región del Maule, mediante el cual responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Larraín, relativo al proyecto de restauración del templo Corazón de María, ubicado en la ciudad de Linares.



De la señora Intendenta de la Región de Antofagasta, por medio del que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, a través del cual pide información acerca de medidas ambientales que se aplicarían a complejo comercial que se instalará en la ciudad de Antofagasta.



Del señor Jefe de Gabinete Suplente del General Director de Carabineros de Chile, mediante el que responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor García, en virtud del cual solicita cambio de categoría del retén ubicado en la localidad de Labranza, en la comuna de Temuco.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo y de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que permite renegociar, reprogramar o condonar parcialmente los créditos hipotecarios y saldos relacionados con préstamos para vivienda que se indican (boletín Nº 3.924-14) (Véanse en los Anexos documentos 1 y 2).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 23 del Código del Trabajo para establecer normas sobre descansos en tierra entre recalada y zarpe para los trabajadores que se desempeñan a bordo de naves de pesca (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 4.031-13) (Véase en los Anexos documento 3).


--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Ávila, que sanciona el sobreconsumo de agua potable de uso domiciliario (boletín N° 4.837-09) (Véase en los Anexos documento 4).


De los Senadores señores Frei y Naranjo, que modifica sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas (boletín N° 4.838-09) (Véase en los Anexos documento 5).


De la Senadora señora Alvear, sobre cobro de indemnizaciones compensatorias a los infractores de tarifas o peajes de obras concesionadas (boletín N° 4.840-09) (Véase en los Anexos documento 6).


--Pasan a la Comisión de Obras Públicas.



Del Senador señor Frei, que modifica el Código del Trabajo en materia de contrato de aprendizaje (boletín N° 4.839-13) (Véase en los Anexos documento 7).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Senador señor Ávila, que modifica la ley N° 19.947 suprimiendo los efectos civiles de los matrimonios religiosos que indica (boletín N° 4.841-07) (Véase en los Anexos documento 8).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



Del Senador señor Gazmuri, sobre medidas para resguardar obras y documentos de la insigne poetisa doña Gabriela Mistral (boletín N° S 934-12) (Véase en los Anexos documento 9).


De los Senadores señores Navarro y Ávila, relativo a actividades de capacitación de los conscriptos de las Fuerzas Armadas (boletín N° S 935-12) (Véase en los Anexos documento 10).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

_______________

El señor GAZMURI.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, solicito que se recabe el asentimiento de la Sala para abrir un nuevo plazo, hasta el 19 de marzo, a los efectos de presentar indicaciones al proyecto -aprobado en general en primer trámite constitucional- sobre remuneraciones en el exterior del personal que se desempeñe en unidades militares en operaciones de paz o misiones equivalentes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en la forma planteada.



--Así se acuerda.

_______________

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LETELIER.- Quiero reiterar la petición que efectuamos ayer con el Honorable señor Longueira en orden a que el proyecto que establece normas sobre descansos en tierra entre recalada y zarpe para los trabajadores que se desempeñan a bordo de naves de pesca se pueda tratar en Fácil Despacho.



Respecto de esta iniciativa, que fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Trabajo, existe amplio acuerdo entre SONAPESCA y todos los sindicatos de gente de mar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se tratará en Fácil Despacho.



--Así se acuerda.

_______________

El señor PIZARRO.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solicito recabar la autorización de la Sala para que puedan sesionar en conjunto las Comisiones de Economía y de Transportes -hablé con el Presidente de esta última, Senador señor Novoa, quien manifestó su acuerdo- a fin de analizar una proposición del Honorable señor Flores -se estimó importante en la Comisión de Economía- relativa al futuro del mercado de las telecomunicaciones en nuestro país, y en particular, al tema telefónico. Esto surgió a propósito de la discusión de una moción radicada en este último órgano técnico. Y nos pareció interesante que ambas Comisiones recabaran en conjunto la información, para después hacerla llegar a la Sala.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si les parece a Sus Señorías, se procederá en la forma planteada.



--Así se acuerda.

_______________

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor GÓMEZ.- Los Comités acordaron que se incorporara en la tabla de Fácil Despacho de hoy el proyecto que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar.



En verdad, señor Presidente, se trata de una iniciativa bastante compleja como para tratarla en Fácil Despacho.



Por lo tanto, solicito a la Sala que la discutamos con extensión, porque contiene normas que es necesario analizar y explicar antes de tomar una decisión definitiva. Tratarla en el tiempo de Fácil Despacho, con el procedimiento establecido por el Reglamento para esa parte de la sesión, no permitiría llevar a cabo la discusión amplia que se requiere.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, este proyecto no presenta ninguna complejidad adicional. Fue a Comisión Mixta. De modo que ya pasó por el Senado. Se halla consensuado. Se trata de una buena legislación.



El informe de aquel órgano se encontraba en el Orden del Día de la sesión ordinaria de ayer, pero todos acordamos que quedara para Fácil Despacho de hoy.



Yo no tengo inconveniente. Sin embargo, creo que debiéramos despacharlo, porque no se justifica dilatar la tramitación de un proyecto que no es muy complejo y que fue objeto de un informe aprobado en forma unánime por la Comisión Mixta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, debo recordar que esta iniciativa tuvo su origen en una moción del entonces Senador Ruiz De Giorgio, representante de la Duodécima Región. Y lo único que hace es establecer un nuevo requisito para que los menores de 18 años y mayores de 15 puedan trabajar. Más allá de la exigencia de contar con la autorización parental, se les requiere demostrar mediante un certificado que están estudiando. Eso es lo único que hace la norma pertinente.



Por ello, se construyó un buen acuerdo en la Comisión Mixta. Es un asunto de Fácil Despacho. El proyecto fue discutido en el Parlamento por un par de años.



En consecuencia, habiendo existido acuerdo unánime en la Comisión Mixta, la única posibilidad es despachar el texto que ésta sugiere, porque de lo contrario no habrá ley.



Y me parece que se trata de una materia de Fácil Despacho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, este proyecto, que en su contexto general, a mi entender, no tiene votos en contra, plantea en el plano particular situaciones que ameritarían una discusión mayor. 



Por supuesto, es muy respetable la conclusión a que llegó la Comisión Mixta. Sin embargo, la Sala también tiene un papel en el proceso legislativo.



Cuatro o cinco Comités hemos conversado acerca de que ayer, lamentablemente, sin darnos cuenta -a confesión de parte, relevo de prueba; y espero que no sea tomado de esta manera-, tal vez sin conocimiento detallado del proyecto, consideramos factible tratar el informe de la Comisión Mixta en la tabla de Fácil Despacho y sin discusión.



Por eso, quiero pedir a los Honorables colegas, sobre la base de la relación fluida que tenemos, en que ponemos lo mejor de nosotros para discutir materias de gran sensibilidad, como ésta, que incorporemos el informe pertinente en la tabla para debatirla ahora. Pienso que de esa manera podríamos dar satisfacción a las partes que tienen interés en que este asunto sea despachado con prioridad, rápidamente.



Yo estaría disponible para eso. Y si no fuera así, a muchos Senadores nos van a obligar a votar en contra del informe de la Comisión Mixta. 



Por lo tanto, propongo tratar el informe con debate. En caso contrario, yo pediría que lo dejáramos para la tabla de la sesión ordinaria del próximo martes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, coloque en Fácil Despacho el proyecto de ley que modifica el artículo 23 del Código del Trabajo para establecer normas sobre descansos en tierra entre recalada y zarpe para los trabajadores que se desempeñan a bordo de naves de pesca; y en el primer lugar del Orden del Día, el informe de Comisión Mixta a que nos estamos refiriendo en este momento. Así se solucionan ambos problemas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hay tres iniciativas más en Fácil Despacho.



Si le parece a la Sala, dejaremos para el primer lugar del Orden del Día el informe de la Comisión Mixta.



--Así se acuerda.

)--------------------------(

El señor NÚÑEZ.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, solicito prorrogar el plazo para presentar indicaciones al proyecto que regula la figura de personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras, que ya vimos en particular en la Comisión de Minería.



La fecha establecida es el 22 de este mes, pero lo cierto es que no nos va a alcanzar el tiempo; y tampoco podría analizarlo la Sala.



Entonces, si el señor Presidente de la Comisión estuviera de acuerdo -por lo menos hay otro miembro que sí lo está-, podríamos acordar una prórroga hasta la segunda semana de marzo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como nuevo plazo para presentar indicaciones el 12 de marzo, a las 12.



--Así se acuerda.0

)-------------------(

V. FÁCIL DESPACHO

RENEGOCIACIÓN, REPROGRAMACIÓN O CONDONACIÓN

PARCIAL DE CRÉDITOS HIPOTECARIOS Y SALDOS 

RELACIONADOS CON PRÉSTAMOS PARA VIVIENDA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite renegociar, reprogramar o condonar parcialmente los créditos hipotecarios y saldos relacionados con préstamos para vivienda que se indican, con informes de las Comisiones de Vivienda y Urbanismo y de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3924-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 81ª, en 3 de enero de 2007.


Informes de Comisión:


Vivienda y Urbanismo, sesión 85ª, en 17 de enero de 2007.


Hacienda, sesión 85ª, en 17 de enero de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es beneficiar a los deudores de las carteras de créditos habitacionales administradas por el Instituto de Normalización Previsional y por el Ministerio de Bienes Nacionales, y también, a los deudores de créditos hipotecarios concedidos por la Caja Central de Ahorros y Préstamos, por una asociación de ahorro y préstamo o por una institución previsional, cuya cartera hubiere sido traspasada a un banco o sociedad financiera a que se refiere el artículo 1º de la ley Nº 19.199, con medidas similares a las establecidas a favor de los deudores de los servicios de vivienda y urbanización.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Naranjo, Prokurica y Sabag), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El texto del proyecto se transcribe en el informe pertinente.



Posteriormente, conforme al Reglamento, esta iniciativa pasó a la Comisión de Hacienda, que la aprobó en la misma forma como la despachó la de Vivienda y Urbanismo, con el voto favorable de la unanimidad de sus integrantes, Honorables señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Disponen de cinco minutos los señores Senadores que respaldan el proyecto y de igual tiempo aquellos que lo impugnan.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami; luego, el Senador señor Sabag.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, quiero entregar algunos detalles adicionales respecto de esta iniciativa de ley.



Parto puntualizando que su aprobación corresponde a uno de los acuerdos que las Comisiones unidas de Hacienda y de Vivienda y Urbanismo hemos alcanzado para abocarnos a proponer fórmulas destinadas a resolver los problemas de los deudores habitacionales, que se han manifestado con bastante urgencia en el curso del 2006.



El proyecto en estudio busca dar una solución a los deudores de la ex Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo (ANAP) otorgándoles beneficios similares a los concedidos a los deudores del SERVIU, que son bastante generosos.



La iniciativa faculta a la Presidenta de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la ley, dicte uno o más decretos con fuerza de ley donde se establezcan las normas que regulen la cartera de créditos hipotecarios y saldos pendientes con préstamos para viviendas del Instituto de Normalización Previsional y de aquellas de dominio fiscal a que se refiere la ley Nº 19.229, con el objeto de renegociarlos y reprogramarlos, condonarlos parcialmente y otorgar una subvención base que asocie el diferencial entre la tasa de interés vigente de sus créditos y la tasa interna de retorno media para letras hipotecarias.



También se faculta a la Presidenta de la República para que consigne normas que otorguen beneficios a los deudores referidos en el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 19.199, sobre Banca Privada Subvencionada, considerando criterios de edad, condiciones socio-económicas y comportamientos de pagos.



Con respecto al universo de beneficiarios, serían aproximadamente -esto es importante destacarlo- 14 mil 220 deudores, de los cuales los deudores hipotecarios del INP alcanzan a 1.547; los deudores ex ANAP que administra el Ministerio de Bienes Nacionales, a 604, y los deudores de la banca privada, a 12 mil 69.



Las deudas -también es relevante resaltarlo- se contrajeron entre 1965 y 1975. Es decir, algunas personas tienen deudas desde hace más de 40 años. 



Eso es lo que tratamos de solucionar con este proyecto.



En cuanto al financiamiento, el Informe Financiero que elaboró la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda con fecha 11 de julio de 2005 señala: "En el caso de los créditos hipotecarios por préstamos para vivienda de que sea titular el INP, se estima que la institución dejará de percibir anualmente $487.000 miles, por aplicación de las medidas señaladas, cantidad equivalente al 50% de los ingresos que se perciben actualmente por tal concepto.".



El referido documento agrega lo siguiente: “Respecto de los deudores cuya deuda habitacional fue transferida por el INP a la ex ANAP, pero mantienen saldos relacionados con éste (2.244 deudores) se considerará que la aplicación de las medidas que los benefician no producirán efecto alguno de menores ingresos. Asimismo, para el caso de Cartera Hipotecaria de Dominio Fiscal a que se refiere la ley N° 19.229 (Deudores ex ANAP), de los 35.000 deudores que fueron traspasados al Fisco bajo la administración del Ministerio de Bienes Nacionales (MBN), a la fecha existen alrededor de 900 deudores. El MBN considera absolutamente incobrables estos créditos, por lo que no existirían menores ingresos por aplicación de las medidas propuestas” en el proyecto.



En el informe financiero posterior, de fecha 31 de julio de 2006, con motivo de las indicaciones formuladas a la iniciativa en el primer trámite constitucional, se afirma textualmente:



“1.- De los 190.000 deudores ex ANAP que fueron traspasados a la banca, mediante procesos de enajenación que concluyeron en el año 1990, a la fecha quedan alrededor de 12.069 deudores con saldos pendientes. Estos deudores disponen en la actualidad de un beneficio fiscal que fue otorgado mediante la ley N° 19.199/1993, que subvenciona hasta el 20% del pago de cada dividendo efectuado oportunamente.



“2.- El costo de los beneficios adicionales a estos deudores, en los términos planteados en el proyecto de ley a que hace referencia esta indicación, dependerá de la caracterización económica, etaria y de comportamiento de pago de estos deudores, no obstante, en base a los antecedentes que se dispone” -al momento en que la Dirección de Presupuesto elaboró el informe financiero-, se estimó que el costo fiscal de la aplicación de estas medidas con relación a los deudores ex ANAP hoy día transferidos a los bancos alcanzaría a 7.700 millones de pesos, aproximadamente.



Señor Presidente, reitero que ésta es una de las medidas que se han acordado por unanimidad en las Comisiones de Hacienda y de Vivienda, tendientes a enfrentar los acuciantes problemas que viven los deudores habitacionales. De hecho, algunas de estas personas llevan sirviendo su deuda por más de cuarenta años.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, seré muy breve.



Deseo ratificar lo que han señalado el Secretario de la Corporación y el Presidente de la Comisión de Hacienda.



El órgano técnico de Vivienda también analizó el proyecto y lo aprobó por unanimidad.



La justicia de esta iniciativa se basa en que se trata de deudores que han estado pagando dividendos por muchísimos años sin nunca haber recibido un subsidio del Gobierno, salvo algún abono de 15 ó 20 por ciento de dividendo durante poco tiempo.



Los beneficiarios son los siguientes:



-Los deudores del INP, que son 1.547 personas, con un costo fiscal que se estima en 487 millones de pesos.



-Los deudores ex ANAP, administrados por el Ministerio de Bienes Nacionales, que llegan a 604 personas. Esa Cartera los tiene castigados desde hace mucho, porque nunca pagaron. 



-Los deudores de la banca privada. Al respecto, el Senador señor Letelier tenía una duda, pero está absolutamente claro que son 12.069 personas y que para el Estado ello significa un costo de 7.700 millones de pesos.



Se trata de un proyecto de plena justicia y, lo más importante, forma parte de un acuerdo del Senado, en virtud del cual se encargó a las Comisiones de Hacienda y de Vivienda estudiar el problema de los deudores hipotecarios SERVIU, SERVIU-banca, ex ANAP y PET.



En consecuencia, estamos dando un paso muy relevante. Si la Sala aprueba la iniciativa, se convertirá en ley y por lo menos 14.220 personas, que han sufrido mucho con esta situación, van a tener un trato igual que los deudores SERVIU.



Por eso, señor Presidente, sugiero aprobar este texto por unanimidad.



El Honorable señor Muñoz Barra me está pidiendo una interrupción, que le concedo, con la venia de la Mesa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, quiero hacerle una pregunta al Honorable señor Sabag, que está bastante compenetrado en la materia. ¿A los deudores hipotecarios de la banca se les exige una antigüedad determinada en tal condición o puede tratarse de personas que contrajeron el compromiso, por ejemplo, hace cuatro o cinco años? ¿Hay un plazo?

El señor LETELIER.- No se plantea tal situación.

El señor SABAG.- La medida favorece a los deudores ex ANAP, que han sufrido este problema desde hace mucho. Y están claramente individualizados: son 12.069. No está dirigida a todos los deudores hipotecarios de los bancos, sino a aquellos definidos de forma muy precisa, que vienen arrastrando esta mochila por muchísimos años y que no han recibido beneficio alguno del Estado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el proyecto se aprobó en forma unánime en las Comisiones de Vivienda y de Hacienda. Y lo mismo sucedió en la Cámara de Diputados, donde se incorporó un conjunto de beneficiarios que no estaban contemplados en el texto original. No sólo se favorece a los deudores ex ANAP que están en el INP, sino también a aquellos que fueron traspasados a la banca a través de la ley Nº 19.199. 



El universo de los beneficiarios está completamente identificado.



Ésta es la tercera ley que hacemos en esta materia para ayudar a un conjunto de chilenos que ha vivido un verdadero calvario durante la obtención de su vivienda. Tal como se ha dicho aquí, la gran mayoría de ellos ya son gente jubilada.



A mi juicio, debió haberse presentado una iniciativa más potente para solucionar todas las dificultades de esta cartera, que hemos venido arrastrando desde hace tiempo sin darle una solución definitiva.



Sin embargo, este proyecto obviamente es un alivio.



Además, como se ha señalado, un subconjunto de estos deudores ni siquiera se considera gasto fiscal, pues se reconoce que ciertos créditos son incobrables.



Nosotros votaremos favorablemente, como lo han sugerido los señores Presidentes de las Comisiones de Hacienda y de Vivienda.



En esta instancia, que tiene mucho sentido, hemos discutido la materia. A veces, tras las reprogramaciones de crédito se oculta una incapacidad de pago y una morosidad, y, finalmente, a las personas con créditos hipotecarios a 20 años se les amplía el plazo en 5, 10 ó 15 años. En esa forma no se aborda en forma definitiva la problemática de muchos chilenos para pagar sus viviendas en un periodo tan extendido.



La presente es una solución importante. Ojalá al Ejecutivo no le tome todo el año -estimo que es un plazo bastante amplio- diseñar una solución. Mientras antes se anuncie y se ponga en práctica, más pronto aliviaremos la situación de un conjunto de chilenos (alrededor de 12 mil) que han vivido angustiados a lo largo de estas décadas. Porque, como se ha dicho aquí, se trata de viviendas adjudicadas en los sesenta, cuyos créditos han transitado de distintas cajas y asociaciones al INP y a la banca.



Por todas estas razones, señor Presidente, anuncio que votaremos favorablemente el proyecto. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se dará por aprobada la iniciativa.



--Se aprueba en general y en particular.


DESCANSO EN TIERRA DE TRABAJADORES PESQUEROS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- De acuerdo a la resolución adoptada por la Sala hace unos minutos, corresponde analizar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 23 del Código del Trabajo, a fin de establecer normas sobre descansos en tierra, entre recalada y zarpe, para los trabajadores que se desempeñan a bordo de naves de pesca, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4031-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 82ª, en 9 de enero de 2007.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 85ª, en 17 de enero de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo del proyecto es establecer un sistema de descanso efectivo en tierra, entre recalada y zarpe, para los trabajadores que laboran a bordo de naves pesqueras.



La Comisión discutió la iniciativa en general y en particular, por ser de artículo único, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto.



En cuanto a la discusión particular, dicho órgano técnico efectuó dos enmiendas al proyecto despachado por la Cámara de Diputados, las que fueron acordadas con la misma unanimidad antes mencionada.



El texto del proyecto que se propone aprobar se transcribe en las páginas del informe respectivo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicito la autorización del Senado para que ingrese a la Sala el señor Francisco del Río, asesor del Ministro del Trabajo.



--Se accede.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el proyecto dice relación a un tema que se viene debatiendo desde hace muchos años en el sector pesquero. 



En nuestro país, la realidad de las pesquerías pelágicas del norte es distinta de las del centro-sur y sur austral. En el fondo, la iniciativa concreta un acuerdo alcanzado entre SONAPESCA, es decir, los armadores vinculados a este proceso, y diferentes sindicatos de trabajadores a lo largo del territorio.



Su principal propósito es regular el tiempo de descanso en tierra de quienes se desempeñan a bordo de naves pesqueras, estableciendo que será de 5 horas, como mínimo, en el puerto principal y de 3 horas en el puerto secundario.



Tal acuerdo se plantea en el marco de lo siguiente. Existe una norma general de descanso, la que, en cuanto a los efectos prácticos, fija un piso en las negociaciones que pueden efectuar las partes para alterar las horas contempladas y permite un reconocimiento más pleno a los sindicatos para establecer diferencias de descanso entre recalada y zarpe, sobre la base de un criterio explícito y de otro no tan explícito.



El criterio explícito es que se trata, en particular en la zona norte del país, de una pesca de oportunidad, pues tiene que ver con cierto tipo de especies altamente migratorias, de manera que cuando se detecta su presencia las naves deben zarpar de inmediato, contemplándose jornadas pactadas, de 12 horas de trabajo y con horas de descanso, en el caso de 12 días de navegación. Por eso se propone establecer condiciones mínimas de descanso.



Y ello tiene como primer fundamento técnico la oportunidad de la pesca, pero también creo importante sincerar otro elemento. La cuestión se halla muy vinculada a la forma de pago al personal, por cuanto parte de su sueldo es un ingreso fijo y la otra varía según el monto de las capturas. Este tipo de esquema le permite negociar en mejor forma.



Aquí se compatibilizan los intereses tanto de los armadores, sobre oportunidades de pesca, como de los diferentes segmentos de trabajadores y profesionales que operan en ese ámbito.



Por ello, en la Comisión construimos una norma que  acogimos por unanimidad. Y solicitamos a la Sala que la apruebe en la misma forma, de modo de valorar, sobre todo, el acuerdo entre el sector privado -o sea, los armadores- y los dirigentes sindicales, hoy presentes en las tribunas.



Reitero: invitamos a todos los Senadores a aprobar unánimemente la iniciativa, pues constituye la única solución que se puede  entregar a esos trabajadores.



Hago presente -ante la eventualidad de que hubiese algunas dudas- que ella no implica problemas para la pesquería del sur, dado que, por la magnitud de las naves, el tiempo que demoran en desembarcar la carga es de más de 12 horas. De modo que es importante recalcar que el impacto dice relación, en especial, a las pesquerías y los trabajadores del norte.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, tal como se ha dicho aquí, este proyecto de ley constituye un gran avance para el sector pesquero. En él se establecen, por primera vez, normas de descanso en tierra entre recalada y zarpe.



Quiero valorar el espíritu constructivo, tanto de la parte empresarial como del mundo de los trabajadores, al concordar determinado criterio para enfrentar una industria y una actividad que, en sí misma, como todos sabemos, presenta mucha flexibilidad en las faenas de pesca.



En el norte -como se expresó-, la captura es muy distinta. Las salidas son prácticamente diarias, en tramos cortos y con naves menores.  En cambio, en la Octava Región y en la zona centro-sur, las embarcaciones desarrollan sus actividades, de manera principal, cerca o fuera de las 200 millas. En consecuencia, el descanso debe efectuarse, en gran medida, a bordo de la propia nave. Por ello, ésta debe contar con las condiciones para permitirlo en forma adecuada.



Ésa fue también la razón por la cual todas las organizaciones sindicales del sector pesquero respaldaron el proyecto, aunque, en sí mismo, no se encuentra muy vinculado a la realidad de pesca de todo el territorio, sino más bien a la existente en el norte.



Hoy día, en virtud de un acuerdo a que se llegó hace dos años, con participación del Ministerio del Trabajo, entre los trabajadores y las empresas del norte -son, básicamente, dos-, el descanso es de 4 horas.



Lo que hace la iniciativa es establecer en la ley el derecho de los tripulantes a un descanso de 8 horas. Y los respectivos sindicatos pueden negociar, según las particularidades de la actividad, con los armadores.



En el caso del puerto base –o sea, donde están los contratos; donde viven los trabajadores-, se pueden negociar hasta 3 horas. Es decir, a todo evento tienen garantizadas 5 horas de descanso en tierra entre recalada y zarpe.



Y, en el caso de los puertos secundarios -que incorporamos en este trámite legislativo a solicitud, precisamente, de los propios trabajadores-, tienen garantizadas 8 horas de descanso, pero los sindicatos pueden negociar 5 horas, siempre con un mínimo, entre recalada y zarpe, de 3 horas.



Fueron los propios trabajadores y las empresas los que propusieron esta flexibilidad. Me parece que es una señal muy potente en el sentido de que, respetando los derechos de los trabajadores y, también, su interés en obtener mejores rentas, en la Comisión se estableció un equilibrio muy razonable, incorporándose los conceptos “puerto base” y “puerto secundario”. Tal diferenciación no se consignaba en el texto propuesto por la Cámara de Diputados. Ojalá allí también se apruebe, de modo que no haya Comisión Mixta.



Por las razones expuestas, y considerando que es un gran proyecto para el sector pesquero y que cuenta con pleno respaldo, lo votaremos favorablemente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, no repetiré lo señalado por quienes me antecedieron en el uso de la palabra. Sólo quiero referirme, como representante de la zona norte, al acuerdo a que se llegó.



En primer lugar, no siempre la regla general es que se logre un acuerdo entre armadores y trabajadores. Eso ocurrió en este caso y hay que destacarlo. 



En segundo término, se trata de un acuerdo muy razonable, teniendo en cuenta el tipo de captura que existe en el norte: una pesquería pelágica relativamente cercana a la costa, en que las recaladas y los zarpes son bastante cotidianos, con embarcaciones más bien pequeñas. Y se hace la diferencia entre puertos base y puertos secundarios.



Como lo anterior se adapta en forma plena a una de las actividades económicas más importantes del norte, apoyaremos la iniciativa, pues el problema se debía zanjar de manera definitiva y ello ha sido abordado de modo satisfactorio por todas las partes. 



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ANDRADE (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, sólo deseo manifestar que la centralidad del proyecto apunta a garantizar la seguridad de las personas que laboran en el sector. Por eso el Ejecutivo ha sido tan enfático en afirmar que el eje de ello es asegurar el descanso de quienes se desempeñan a bordo de naves de pesca.



Creo que se logró un buen acuerdo -como indicaron distintos señores Senadores- entre los trabajadores y sus respectivos empleadores. Lo valoramos e insistimos en que, cuando se llega a este tipo de consenso, para el Gobierno siempre resulta muy fácil respaldarlo.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, los Senadores democratacristianos aprobaremos la iniciativa, por estimarla de plena justicia. Y lo haremos con mucho mayor agrado porque hay pleno acuerdo entre armadores y trabajadores.



Ayer nos visitaron los dirigentes, tanto del norte como de la Octava Región. Hablaron con varios de nosotros, quienes estuvimos totalmente de acuerdo en apoyarlos. Y hoy honramos nuestra palabra.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Pasamos al Orden del Día.

VI. ORDEN DEL DÍA

ADMISIÓN DE MENORES AL EMPLEO: ADECUACIÓN DE CÓDIGO 

DEL TRABAJO A OBLIGATORIEDAD DE ENSEÑANZA 

MEDIA. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar.



--Los antecedentes sobre el proyecto (3235-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley: (moción del señor Ruiz De Giorgio).



En primer trámite, sesión 47ª, en 7 de mayo de 2003.



En tercer trámite, sesión 29ª, en 5 de julio de 2006.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 40ª,  en 8 de agosto de 2006.



Informes de Comisión:



Trabajo, sesión 50ª, en 10 de mayo de 2005.



Trabajo (tercer trámite), sesión 39ª, en 2 de agosto de 2006.



Mixta, sesión 82ª, en 9 de enero de 2007.



Discusión:



Sesiones 1ª, en 7 de junio de 2005 (se aprueba en general y particular): 40ª, en 8 de agosto de 2006 (se rechaza y pasa a Comisión Mixta).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa tuvo su origen en una moción del ex Senador José Ruiz de Giorgio.



La controversia entre ambas ramas legislativas se suscitó a raíz del rechazo por parte del Senado de las modificaciones efectuadas en el segundo trámite por la Cámara de Diputados.



La proposición de la Comisión Mixta destinada a resolver las divergencias entre ambas Corporaciones consiste en mantener el régimen de autorizaciones parentales y, subsidiariamente, las del inspector del trabajo y del tribunal respectivo, para que los menores de 18 años de edad puedan contratar sus servicios en forma dependiente y subordinada.



Asimismo, se establece que los menores de 18 años que se encuentren cursando la Enseñanza Básica o la Media no podrán desarrollar labores por más de 30 horas semanales durante el período escolar.



El inspector del trabajo podrá autorizar de manera excepcional la contratación de un menor de 18 años cuando las condiciones geográficas o la falta de transporte le impidieren acceder a un establecimiento educativo, previa información de la dirección provincial de educación o de la municipalidad respectiva.



Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social determinará las actividades consideradas como peligrosas para la salud y el desarrollo de los menores que impidan celebrar los correspondientes contratos de trabajo.



Por su parte, las empresas que empleen a menores de 18 años deberán registrar sus contratos en la inspección comunal del trabajo pertinente.



Por último, se hace extensiva la obligación de escolaridad a los menores que trabajen en cabarets y en establecimientos que presenten espectáculos vivos o donde se expendan bebidas alcohólicas, así como también a aquellos que laboren en teatro, cine, radio, televisión o circo o en establecimientos industriales y comerciales entre las 22 y las 7 horas.



Cabe señalar que la mencionada proposición fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión Mixta. En una primera votación se pronunciaron por el acuerdo los Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro y los Diputados señora Goic y señores Bertolino y Salaberry, en tanto que en la ratificación posterior lo hicieron los Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto y los Diputados señora Muñoz y señores Bertolino, León, Meza y Salaberry.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado dividido en cinco columnas que transcriben, la primera, los artículos pertinentes del Código del Trabajo; la segunda, el proyecto aprobado por el Senado; la tercera, las enmiendas realizadas por la Cámara de Diputados; la cuarta, la proposición de la Comisión Mixta, y la última, el texto que resultaría de aprobarse dicha proposición.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Hago presente a la Sala que por tratarse de un informe de Comisión Mixta sólo cabe la aprobación o el rechazo. Si se produce este último, no habrá ley.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Hay cinco minutos para argumentar a favor y cinco para hacerlo en contra, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No, señor Senador, porque ya no estamos en Fácil Despacho. A solicitud de Su Señoría, el informe pasó al Orden del Día.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el proyecto tuvo su origen en una moción del ex Senador José Ruiz de Giorgio y su propósito esencial es adecuar el Código del Trabajo a la reforma constitucional que estableció doce años de escolaridad obligatoria en nuestro país.



Por ende, se dispone que para que un menor pueda trabajar no es suficiente la autorización parental o de quien lo tenga a su cargo, por cuanto además se requerirá demostrar que aquél se encuentra estudiando en algún establecimiento reconocido por el Estado. Además, se instaura un nuevo requisito, como es que “las labores no deberán dificultar su asistencia regular a clases y su participación en programas educativos o de formación”.



Asimismo, se precisa lo siguiente. Nuestro Código del Trabajo permite que menores de 18 años trabajen. Pues bien, ahora se aclara que se trata de menores de 16 ó 17 años. Así que estos jóvenes podrán emplearse si copulativamente obtienen la autorización parental y demuestran su participación en el sistema educacional. 



De otro lado, el proyecto establecía en principio que los menores no podrían trabajar más de 8 horas diarias. A eso se agrega ahora otra limitación: que las horas laboradas no sean más de 30 a la semana, de forma tal que los jóvenes que deben estudiar y al mismo tiempo trabajar para mantenerse -son casos aislados, pero existen- nunca tengan que cumplir jornadas semanales superiores a la recién indicada. Algunos jóvenes trabajan normalmente, mientras que otros lo hacen los fines de semana o bien después de cierto horario.



Eso sí, se especifica que en ningún caso las actividades que ellos cumplan podrán atentar contra su salud, ni tampoco perjudicar su rendimiento escolar.



Por último -y éste es el tema por el cual se formó la Comisión Mixta-, existía la duda de qué ocurría en situaciones de excepción. 



Algunos señores parlamentarios argumentaban que en algunos lugares jóvenes trabajadores de entre 16 y 17 años no asistían al colegio, no por no querer hacerlo, sino por la inexistencia de un establecimiento educacional cercano. Otros pensamos que eso no es así, que en todo municipio existen métodos, procedimientos e institucionalidad para garantizar -es un derecho constitucional- el acceso a la educación, sea ésta ordinaria o especial. 



Para resolver la discrepancia -ya que, como digo, ciertos parlamentarios pensaban que jóvenes de localidades remotas del territorio nacional o que se hallan en situaciones extremas no tienen acceso a la educación, aunque otros estimamos que esa realidad no existe-, se establece que un menor de edad podrá trabajar sin acreditar su condición de alumno regular -aunque contando, por supuesto, con la autorización parental- sólo si se acompaña un certificado de la municipalidad o de la dirección provincial de educación respectiva que demuestre que ese joven no estudia, no porque no quiere, sino porque no puede.



Ése fue el punto de transacción en la Comisión Mixta, señor Presidente, pues el resto de los temas del proyecto ya había sido aprobado en general por esta Corporación.



Creemos que la redacción del inciso cuarto del artículo 13 permite arribar a una buena solución frente a la discrepancia producida, por lo que invito a Sus Señorías a votar a favor del informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, no me cabe duda de que los Senadores que participaron en la Comisión Mixta tuvieron especial preocupación por establecer normas que protejan a los niños. 



En mi concepto, el trabajo infantil es una de las peores formas de agresión a un menor de edad -de 15 años hacia arriba-, puesto que no todos los niños en Chile están obligados a trabajar, sino sólo los de escasos recursos, aquellos que, adicionalmente, a lo mejor no tienen la posibilidad de estar en un medio familiar que les permita protegerse y ejercer el primer derecho que les corresponde, como es el derecho a la educación. 



En consideración a ello, la Convención sobre los Derechos del Niño consagra "el derecho del niño a estar protegido contra la explotación económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social”, y llama a los Estados Partes a fijar una edad mínima para trabajar, así como a disponer una reglamentación apropiada de horarios y condiciones de trabajo. 



Algunos convenios internacionales establecen como edad mínima para trabajar los 15 años. Pero la verdad es que en todas las discusiones referentes al tema se intenta aumentar la brecha por sobre esa edad, a fin de que los niños que puedan trabajar sean mayores de 15 años. 



Por eso considero que el proyecto, si bien contiene algunas normas que parecen positivas, es tímido, por cuanto debió elevar claramente la exigencia de edad para el trabajo infantil, o el trabajo adolescente-infantil, que es distinto.



En ese sentido, la iniciativa presentada al Parlamento cumple con las normas que regularmente se estiman importantes para la protección de los menores. 



Sin embargo, el informe debe votarse en bloque y no por partes. Y yo no puedo estar de acuerdo con una disposición como aquella que dice lo siguiente: 



“Con todo, el Inspector del Trabajo podrá autorizar, excepcionalmente, la contratación de un menor de dieciocho años, cuando las condiciones geográficas o la falta de transporte impidieren al menor acceder a un establecimiento a fin de cumplir con su obligación escolar. Esta circunstancia, sobre la base de la información que proporcione la Dirección Provincial de Educación o la Municipalidad, deberá ser certificada fundadamente por el inspector del trabajo en la autorización respectiva, la cual deberá ser renovada al inicio del siguiente año lectivo.”



Yo, señor Presidente, no puedo aprobar una norma que establezca claramente que en Chile hay niños que por responsabilidad del Estado, por responsabilidad de todos nosotros, no pueden estudiar pero sí ser objeto de contratos de trabajo sin tener el requisito de escolaridad que otros niños sí deben cumplir.



Sea uno, sean diez, sean cien o sean mil, a mí me parece que una disposición de esa naturaleza no puede ser aprobada. Una disposición de esa naturaleza obliga al Estado, al Gobierno, a los municipios, a quien corresponda, a disponer que, cualquiera que sea el lugar del territorio nacional, todos los niños deben cumplir los mismos requisitos para ser contratados. 



Por eso, señor Presidente, pedí una discusión, porque estimo que aquélla es una norma discriminatoria, una norma que no puede ser aceptada por el Congreso y que no puede quedar consignada en la ley. Creo que va contra la Convención individualizada más atrás, pues consagra condiciones distintas para los niños de escasos recursos de nuestro país. Algunos podrán vivir en lugares muy apartados -aquí hay Senadores de esas zonas- y estar impedidos de acceder a una escuela, pero nosotros, como parlamentarios, debemos exigir que ellos tengan las mismas condiciones de todos los demás niños chilenos.



Otro asunto que en mi opinión debió discutirse, señor Presidente, es el siguiente. Aquí hay una autorización que podría haberse eliminado. Porque el artículo 15 del Código del Trabajo dispone: 



“Queda prohibido el trabajo de menores de dieciocho años en cabarets y otros establecimientos análogos que presenten espectáculos vivos, como también en los que expendan bebidas alcohólicas que deban consumirse en el mismo establecimiento.



“Podrán, sin embargo, actuar en aquellos espectáculos los menores de edad que tengan expresa autorización de su representante legal y del juez de menores.”.



Me parece que este artículo también debió haberse debatido, a fin de eliminar la posibilidad de que menores actúen o se hallen presentes en lugares como cabarets y otros similares.



Finalmente, señor Presidente, quiero aclarar que la discusión que solicité no es por oponerme al proyecto -en absoluto-, sino simplemente para señalar la necesidad de que en el país existan condiciones de igualdad para todos los niños.



Insisto: sea uno o sean muchos, no es posible que algunos niños puedan trabajar acreditando el desarrollo de su educación, en tanto que otros, por vivir en localidades alejadas o por lo que sea, puedan hacerlo sin tener que cumplir con esa misma obligación, que es responsabilidad del Estado.



Eso no lo acepto, señor Presidente, y por lo tanto, considerando que sólo cabe aprobar o rechazar, anuncio mi voto contrario al informe en su conjunto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, nadie discute el grado de patriotismo y responsabilidad del autor de la moción ni el de los señores Senadores que integraron la Comisión Mixta.



Naturalmente, uno tendría que confesar, en alguna medida, no haber seguido en detalle el trámite de la iniciativa. Pero aquí sabemos que no podemos estar en todas y hacer un seguimiento de cada uno de los proyectos de ley que se estudian en el Parlamento, por razones que no es necesario especificar en este minuto. 



Como indicó el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, el texto despachado por la Comisión Mixta atenta contra un principio básico de la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada y abierta a la firma por las Naciones Unidas en 1989. ¿Por qué? Porque se afecta un derecho inalienable de los niños en cuanto a estar protegidos de trabajos que impliquen riesgos o interfieran con su salud o -lo subrayo- con su educación. 



¿Por qué enfatizo la educación? 



Voy a tratar de fundamentar mi opinión en el análisis que realicé en las últimas horas respecto de algunas de las normas aprobadas por la Comisión Mixta.



Por ejemplo, el hecho de que el límite máximo de trabajo para un menor de 18 años sea de 30 horas a la semana no es algo que debamos dejar pasar tan rápidamente. ¿Qué significa que un menor de 18 años pueda trabajar hasta un máximo de 30 horas? Significa que, aplicando una regla aritmética elemental y distribuyendo las horas en cinco días hábiles -vale decir, de lunes a viernes-, el menor tendría que trabajar seis horas diarias, tiempo que difícilmente es compatible con las exigencias escolares y con el descanso que un adolescente debe tener.



Ahora, hay quienes argumentan que parte de esas 30 horas se van a realizar los fines de semana. Pero también es válido el contraargumento de que los fines de semana deben dedicarse al descanso, a la recreación, a la vida familiar y, por supuesto, al estudio.



En lo personal, si tuviera que pronunciarme sobre la materia, debería decir que para mí un máximo de 20 horas semanales ya es una carga laboral bastante fuerte para un adolescente. 



El exceso de trabajo, señor Presidente, atenta contra la protección de la escolaridad e, incuestionablemente, contra las posibilidades de desarrollo del niño.



Ahora bien, si un menor termina la Enseñanza Media antes de los 18 años, es libre de trabajar. Lo que la norma debe garantizar es que el niño concluya al menos ese nivel educacional. Y algunos lo hacen a los 17 años.



Otra disposición que me preocupa es la que faculta al inspector del trabajo para autorizar, excepcionalmente, la contratación de un menor de dieciocho años cuando las condiciones geográficas o la falta de transporte le impidan acceder a un establecimiento educacional. Y me preocupa la situación -¡por supuesto!-, porque estamos reconociendo, al posibilitar que los niños puedan trabajar desde los 15 años, que no se trata de que carezcan -esto es lo traumático- de cualidades personales o de capacidad de desarrollo intelectual -al respecto, quiero profundizar y subrayar lo dicho por un señor Senador-, sino de un impedimento para concurrir a las escuelas o de falta de transporte para llegar a ellas. 



¡En qué mundo estamos! 



Se dice que somos un país en vías de desarrollo; que hoy día están a nuestra disposición la ciencia y la tecnología; que disponemos de cierto ahorro, producto de los interesantes precios en algunas de nuestras riquezas básicas. Entonces, no me puedo tragar -excúsenme el término- el que un niño sea condenado a trabajar, porque no hay una escuela en el lugar donde vive o no dispone de transporte para llegar a ella. 



Lo  grave de eso, señor Presidente, es que los Senadores que vamos a votar estamos ayudando a consolidar una situación injusta, sin buscar los medios para evitar su ocurrencia. 



Por tal razón, soy absolutamente contrario a una norma de esta naturaleza. E invito a los Honorables colegas -porque aquí no se trata de un triunfo personal ni  de coaliciones o grupos- a que reanalicemos una iniciativa de esta índole. 



También me preocupa lo propuesto en el artículo 16, que estipula: “En casos debidamente calificados, cumpliendo con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 13, y con la autorización de su representante legal o del respectivo Tribunal de Familia, podrá permitirse a menores de quince años que celebren contrato de trabajo con personas o entidades dedicadas al teatro, cine, televisión, circo u otras actividades similares.”. 



Tengo la convicción de que para tales menores también debería regir lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 propuesto por la Comisión Mixta, conforme al cual podrán actuar en aquellos espectáculos “los menores de edad que tengan expresa autorización de su representante legal y del respectivo Tribunal de Familia.”; es decir, es preferible cambiar la conjunción “o” del artículo 16 por la conjunción “y”. 



Es importante que la nueva normativa obligue a las empresas que contraten los servicios de menores a registrar dichos contratos en la Inspección Comunal del Trabajo. 



Sin embargo, es preocupante que en la actualidad -reparen Sus Señorías en el alto porcentaje- más del 90 por ciento de los niños que trabajan en nuestro país -¡más del 90 ciento!- carecen de contrato de trabajo. 



En cuanto a la obligación de registrar los contratos en la Inspección Comunal, cabe preguntar: ¿será cierto que eso resolverá la situación antes descrita, y que van a existir los controles suficientes para garantizar su cumplimiento? ¿Cómo resolver el hecho -totalmente normal- de que sean los mismos padres los que lleven a sus hijos a las tareas de siembra o de recolección de productos durante la temporada escolar, dificultando su asistencia a clases y obstaculizando su rendimiento en los estudios?



Ésas son las realidades que se viven en terreno. Muchas veces una cosa es la letra y otra, la práctica. 



Antes de finalizar mi intervención, debo señalar que es indudable el perfeccionamiento de la legislación chilena respecto al trabajo de menores. Pero tenemos que reconocer que aún es insuficiente. Porque para evitar el trabajo infantil y la explotación de que son objeto los niños trabajadores es necesario tener no sólo buenas leyes, sino también disponer de controles eficaces para hacerlas cumplir y, sobre todo, un conjunto coherente de políticas y medidas que apunten a resolver la pobreza, la marginalidad; a lograr una educación de calidad que sea equitativa y que asegure la no deserción escolar, y a generar condiciones laborales que den garantías de ingreso al trabajo por parte de los jóvenes. 



Sin embargo, como estamos enfrentados a aprobar o rechazar el informe de la Comisión Mixta, mi voto será contrario por las razones que he tratado muy humildemente de plantear en la Sala. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no han dejado de sorprenderme las últimas intervenciones en relación con el proyecto en debate. Porque estamos legislando en  favor de los jóvenes y no obligándolos  a trabajar.



El objetivo de la iniciativa -según señaló el Presidente de la Comisión de Trabajo- es regular una norma vigente y adecuarla a la reforma constitucional que fijó en 12 años la obligatoriedad de la educación. Por tanto, la enseñanza media es exigible. 



Como la obligación educacional quedó consignada con rango constitucional, algunos creen que por ese solo hecho mejora su calidad. ¡No es así! Pero exigirla y dar una señal a la sociedad en cuanto a que ella es prioritaria, constituye un avance.



A mi juicio, la iniciativa en análisis establece en todos sus puntos que debe conservarse esa prioridad. Es nuestro deseo.



La educación es fundamental para los jóvenes que aún no terminan la enseñanza media. Y por eso, a través de la moción presentada originalmente por un Senador de la Concertación -quien advirtió, obviamente, el efecto que podía tener en la legislación laboral de menores la aprobación de la reforma constitucional que estableció 12 años de educación obligatoria-, teníamos que determinar cómo regulábamos la actividad de los adolescentes de entre 15 y 18 años, porque es una realidad el hecho de que ellos ingresan al mundo laboral. Y tal circunstancia no solamente se da hoy en día en los sectores más vulnerables del país, sino también en el campo universitario, pues los adscritos a él prestan servicios en muchas actividades para financiar su educación superior. De esa forma, podemos ver que una fuerza laboral de jóvenes se incorpora crecientemente a labores bajo la modalidad part time, por horas, que les permite ayudar a sus padres en el pago del crédito que entrega el sistema vigente.



En el afán de priorizar siempre esa primera necesidad que es la educación, en la Comisión nos pusimos en todos los casos. Y aquí se establece como norma de excepción algo que, como señaló el Presidente de la Comisión de Trabajo, ojalá no se aplique nunca. Me parece absurdo que un menor en Chile, por razones geográficas o por las que señala el proyecto, no logre acceder a la educación. Pero, además, que se le impida por ley trabajar.



Frente a ese caso -ojalá no se dé nunca en nuestro medio- se estableció una excepción: sólo la Dirección del Trabajo respectiva puede autorizar que un adolescente, dada la condición que señalé, acceda al mundo laboral. 



Seamos realistas: si un muchacho para el cual estamos legislando en el párrafo correspondiente no puede acceder a la educación, ¿cómo, adicionalmente, le vamos a impedir que trabaje? Ésa es la opción que plantean algunos señores Senadores. A mí me gustaría que no se diera esa posibilidad. Imagino que igual deseo es de todos los Honorables colegas. No obstante, nos pusimos en el caso de aquellos jóvenes que pueden vivir dicha realidad. 



En mi opinión, la cobertura educacional en Chile es muy buena. Y me parece que no debería haber trabajo juvenil. Pero, en el caso que se dé, pusimos un requisito adicional para cuando una empresa contrate a un menor: que se cuente con la aprobación de la Inspección del Trabajo.



Si ésa es la razón para rechazar el proyecto, podemos eliminar dicho requisito. Pero el menor va a trabajar “a la negra”. 



Digamos las cosas como son. Un señor Senador mencionó que en el mundo de la ruralidad muchas veces ocurre que, de acuerdo con las temporadas agrícolas de recolección, el padre sale a trabajar con sus hijos para obtener un mayor ingreso.



Entonces, ¿cuál es la regla general del proyecto? Separar claramente las realidades laborales. Recordemos que se trata de las modificaciones que se hicieron en el trámite de Comisión Mixta, con respecto a lo que rechazó la Cámara de Diputados. Y se estableció claramente que, para que un menor pueda trabajar entre los quince y los dieciocho años, se requiere una certificación. Primero debe estudiar; y para que lo pueda hacer, es menester que una  copia del contrato vaya a la Inspección del Trabajo. Algunos dirán que eso no sirve. Pero la ley es la ley, y hay que cumplirla. Por lo tanto, las Inspecciones del Trabajo van a poder fiscalizar que un menor contratado cumpla ese requisito.



No obstante, reitero que la actividad prioritaria, la obligación número uno, es que se garantice que la educación es lo primero en los jóvenes. Porque hay una norma de rango constitucional según la cual la educación es obligatoria hasta la enseñanza media.



Por lo tanto, para que el menor pueda ser contratado en cualquier actividad, tiene que certificar que está estudiando. Y ninguno de los Senadores que hicieron uso de la palabra lo destacó.



Aquí hay una cosa muy clara. En Chile, el trabajo de los jóvenes mayores de quince y menores de dieciocho debe ser compatible con la posibilidad de estudiar. De lo contrario, no puede ser autorizado, según lo garantiza el proyecto.



Otra opción sería disponer que un joven no pueda trabajar hasta que cumpla los dieciocho años, o vincular esa posibilidad al término de la educación media. Porque, efectivamente -como lo discutimos en la Comisión-, algunos muchachos finalizan aquélla a los 16 ó 17 años, y no necesariamente a los 18, y, por lo tanto, son libres de hacer lo que deseen.



Según lo planteado, de algún modo aquí los  estaríamos forzando a trabajar. Éste es un concepto de libertad. ¿Cómo vamos a impedir que lo hagan? Me parece que en este país -donde se legisla para que existan casinos y hay pasión por la ley- el proyecto debe contribuir a la cultura del trabajo. Eso es sano para Chile. Y no pensemos sólo en las familias más vulnerables, porque hay muchos jóvenes de clase media, de ingresos altos, que hoy financian su educación superior gracias a la opción de trabajar part-time. Esta iniciativa se los garantiza y les permite priorizar la educación, que es lo esencial.



Se establece un límite de 30 horas semanales de trabajo, lo cual es tan arbitrario como fijar 20 ó 40. Estoy de acuerdo. Pero lo que se discutió en la Comisión fue precisamente colocar un tope para que la jornada laboral no sea incompatible con la educacional. Por tanto, lo que se pretende con ese límite es que ningún contrato laboral de un joven pueda impedir que se dé prioridad al estudio y que padres e hijos cumplan el mandato constitucional pertinente.



Por consiguiente, no comparto las críticas formuladas al proyecto. Muy por el contrario, pienso que éste se hace cargo de una realidad, para la cual estamos legislando al determinar una prioridad clara.



También hay excepciones. Porque muchos menores de 15 años trabajan en los circos. Otros, en las esquinas de las calles. Y hay que decidir qué hacer con ellos y con los que se dedican al teatro, por ejemplo. Hay una alternativa: disponer que ningún menor de 15 años pueda trabajar en el país.



Me parece razonable que la gente con talento artístico pueda desarrollarlo en un trabajo -por lo general, part-time-, lo que le va a permitir, además de un ingreso pecuniario, demostrar sus cualidades. No se lo impidamos por tener menos de 15 años, sino que declaremos...

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.-…cómo lo puede hacer, en qué condiciones, con cuáles requisitos, señalando quiénes lo autorizan. Ello me parece casi de sentido común.



Por lo tanto, vamos a votar a favor del informe de la Comisión Mixta. En mi concepto, la legislación en proyecto apunta a la modernización del mundo laboral juvenil. En ningún caso lo veo como una explotación -muy por el contrario-, porque dispone claramente que un reglamento definirá las actividades en que los jóvenes del país podrán trabajar. No les será factible hacerlo en cualquier labor. Queda expresamente establecido -reitero- que un reglamento deberá determinar los trabajos que pueden desarrollar, en la medida que no atenten contra la salud y se cumpla todo aquello que señala la norma correspondiente.



Por esas razones, en la opción de “Sí” o “No” que se plantea ante un informe de Comisión Mixta, nos pronunciaremos a favor. Como sucede en cualquier iniciativa, algunas de las disposiciones propuestas podrán ser discutibles. Pero en términos generales, a mi juicio, todas apuntan en el sentido correcto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor  Presidente, es curioso que después del  informe de Comisión Mixta tengamos un debate como éste.



Comparto la idea de que se trata de una situación bien especial. Sin embargo, me parece que el asunto es lo suficientemente importante como para abordarlo con algún detalle.



Desde que estoy en el Senado, siempre he manifestado una especialísima preocupación por la juventud y la infancia. Felizmente, hoy día tenemos realidades concretas que revelan la preocupación del Gobierno. Ojalá ésta se hubiera manifestado antes, pero ahora estamos en una buena línea.



La primera de ellas es que, en la mañana de hoy, la Ministra señora Hardy dio cuenta en la Comisión de Trabajo de la presentación de un plan que permite asegurar que, a lo menos en los próximos años, vamos a tener una adecuada cobertura de las necesidades de la red social que hoy se llama “vulnerable”, donde están obviamente los niños, quienes son objeto de la iniciativa en análisis.



En la Comisión respectiva estamos discutiendo seriamente lo relativo a las subvenciones, lo que, sumado al resto de los proyectos en materia educacional presentados, significa que estamos contestes en que vamos a tener mayor cobertura y, ojalá, una muchísimo mejor calidad en la educación.




Eso es algo indiscutible.



Otro hecho con esa característica consiste en que la tarea que las sociedades deben promover para jóvenes menores de 18 años es el estudio. De lo contrario, en ellos se daría la posibilidad de una vida más hedonista que la de los adultos. Los niños, en el recto concepto de una sociedad bien organizada, están para educarse, pasarlo bien, estudiar en sus casas y no trabajar.



El viejo concepto, que viene de algunas sociedades mucho más ricas que la nuestra, de que parece espectacular trabajar en el verano no se da en nuestro medio. Aquí se ha pedido que nos aboquemos a las realidades concretas. En Chile no ocurre que en la época estival laboren algunos niños. Como señaló el Senador que me precedió en el uso de la palabra, lo hacen los más pobres. Y la verdad es que ello se transforma en una simple explotación. Incluso, cuando se pone el ejemplo de que pueden desempeñarse en el circo -hasta puede ser espectacular que lo hagan-, debemos tener presente que allí los esquilman y se les hace perder toda dignidad, porque los disfrazan de monos o de cualquier otra cosa.



En esas condiciones, otro elemento es el siguiente.



Comparto la idea de quienes han sostenido que el proyecto es un avance sustancial respecto de lo que hoy existe. Eso nadie lo puede negar. Se introducen modificaciones concretas, se propone mayor control y se fijan normas.



Por lo tanto, probablemente en lo que se refiere al detalle mismo del proyecto uno no podría argumentar en contra de él. Soy muy claro en señalarlo. Pero lo quiero mirar desde otra perspectiva, y a eso llamo a mis Honorables colegas. 



 El punto no radica en si vamos a estar mejor que antes respecto de esta materia, sino más bien en si, ahora que le estamos dando el máximo de importancia a la educación, le entregamos también la mayor protección a nuestros jóvenes y niños. Porque después -estoy haciendo un análisis teórico-, sin duda alguna, todos los menores que trabajan -a pesar de que algunos señores Senadores plantean que se hallarían en peor situación si no se les diera ocupación- acaban siendo delincuentes. Perdónenme que lo diga tan brutalmente. Porque si para un niño no hay cosa peor que no tener trabajo, más grave es que se los explote, toda vez que surge la frustración, el reclamo de clases y la queja de haber sido postergados. Es ahí donde se produce el maltrato infantil. Y, al final de cuentas, en vez de sentirse agradecidos de haber tenido la posibilidad de un trabajo, los menores terminan frustrados y, además, iracundos.



Por lo tanto, creo que el país está en condiciones de velar por los niños. Y ésa ha de ser la línea del Gobierno y la visión que debemos tener como Parlamento. No podemos seguir permanentemente tratando de avanzar de a poco para que las cosas mejoren. Honestamente, pienso que debemos buscar soluciones de fondo.



Ahora, en cuanto al argumento de que no podemos más, tengo un punto de vista diferente: ¡yo creo que sí podemos más!



Hay un eslogan que ha utilizado cierto personero que dice: “Chile puede más”. Y yo lo comparto en esta materia. ¡Chile puede más! No necesariamente tenemos que contentarnos con que se esté menos peor que antes.


Repito: ¡Chile puede más! Y eso es lo que debemos lograr.



El señor Senador que me precedió en el uso de la palabra hizo una observación en cuanto a la apertura de casinos. Señaló que hay que realizar un esfuerzo para revalidar la ética del trabajo y no la del lucro y la de las simples ganancias puramente formales conseguidas sin esfuerzo. Y estoy de acuerdo con su planteamiento. Por eso voté en contra del proyecto que autorizaba la creación de casinos.



Siempre me he pronunciado negativamente respecto de todas aquellas medidas que signifiquen disminuir el rol del trabajador, incluso el del empresario versus la actividad financiera o la de los financistas.



En consecuencia, señor Presidente, voy a votar en contra. Porque no apoyaré ninguna acción que termine haciendo del proyecto -que probablemente será aprobado- algo similar al viejo cuento del “sofá de don Otto”. Por la simple razón de que en este caso concreto, cuando existe la posibilidad de resolver los problemas –mediante proyectos, las distintas instancias y nuestro poder de decisión-, se va a “vender el sofá” al permitir la contratación de niños que serán explotados.



Ésa es la realidad que se observa en toda mi zona, donde los menores de 15, 16, 18 años…

El señor LETELIER.- ¡Con 18 años ya es mayor de edad!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Por eso digo, señor Senador, quienes tienen 15, 16, 17 y también 18 años, aunque sean mayores de edad, son explotados.

El señor ZALDÍVAR.- ¡Es un “guailón”!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No es un “guailón”, sino un hombre que por desgracia ha nacido en una zona inadecuada. Y no porque vive en una región donde no existe suficiente educación debe trabajar. Lo que hay que hacer es resolver el tema educacional y no “vender el sofá”.



Lamento, señor Presidente, haber hablado en esta forma, quizás de repente en broma, pero pienso que ése es un modelo de legislar. Y he señalado a los señores Ministros que no lo voy a apoyar. Soy partidario de que alguna vez exista claramente, como una política de Estado, la posibilidad de que los jóvenes estén en condiciones de adquirir el desarrollo que he mencionado.



Deseo hacer una última observación.



Esa especie de “alternativa del diablo” a que aludió el señor Senador que me precedió en el uso de la palabra: o trabajan en la forma como se propone en el proyecto o lo hacen en condiciones mucho más inadecuadas, como las actuales, no es una opción para nosotros. Por lo menos, no para mí.



La alternativa es una sola: cómo generamos, con los recursos de que disponemos, las condiciones para que esos niños, los que sean, estén en situación de ser atendidos mediante los proyectos educacionales -que son muchos- o los de protección social que cuentan, a lo menos, con  500 ó 400 millones de pesos, como muy bien escucharon en la mañana Sus Señorías. Ésa es la manera de ir actuando.



Ahora, que necesitan recursos en determinado momento. Es cierto. Y ahí surge otro tema de fondo: ¿dónde destinamos los dineros no sólo del Estado, sino de la sociedad en su conjunto? ¿Cuál es el rol social de las empresas que contratan niños?



Lo relativo a responsabilidad social -como sostuve en esta Sala- es un muy buen planteamiento, especialmente en la perspectiva de que eso surgió en su momento de la Unión Social de Empresarios Cristianos (USEC), que hoy, en la práctica, se ha transformado en un buen deseo, porque no ha respondido a lo que de ella se esperaba.



Por eso, anuncio que voy a votar en contra del informe de la Comisión Mixta. 



No me parece que ésta sea la forma adecuada de enfrentar la situación de los niños que necesitan trabajar. Para eso hay otros mecanismos. 



He dicho.

El señor LETELIER.- ¿Se puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No hay acuerdo, Su Señoría.



Tiene la palabra el señor Ministro del Trabajo.

El señor ANDRADE (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, deseo recordar que el proyecto se originó en moción del ex Senador señor José Ruiz de Giorgio. Y, por lo tanto, es una iniciativa del propio Parlamento, que avanza, en nuestra opinión, en la dirección adecuada.



No es malo recordar cuál es la situación vigente. Actualmente, la ley permite que trabajen los menores entre 15 y 18 años sobre la base de un conjunto de autorizaciones parentales. Además, tiene una observación compleja, ya que a los mayores de 15 años y menores de 16 se les exige escolaridad. Pero ese requisito no existe para los jóvenes de entre 16 y 18 años.



Entonces, es razonable pensar que se debe progresar en la protección de la escolaridad, de tal forma que el derecho de los niños trabajadores de 15 y 16 años también se extienda a los de 17 y 18.



Nos parece que eso constituye un avance que apunta a la preocupación central de la iniciativa: asegurar la escolaridad de los jóvenes. Y sólo si se asegura aquello, se autoriza la alternativa laboral.



En Chile trabajan aproximadamente 180 mil menores de 18 años. Éste es un país que, en ese plano, tiene la virtud de estar en las mejores condiciones de estándares de América Latina e, incluso, cercano a países desarrollados. De esa cantidad de jóvenes ocupados, aproximadamente 100 mil laboran en condiciones inaceptables. Y son consideradas condiciones inaceptables los trabajos efectuados por menores de 15 años -que los hay- y los que ponen en riesgo la integridad física de los niños, etcétera. 



Ésa es la situación en nuestro país.



El trabajo infantil constituye una preocupación del Ejecutivo. A Sus Señorías les consta las campañas que hemos realizado para eliminarlo, así como el compromiso que asumió el Gobierno de erradicarlo para el Bicentenario. 



Pero también hay que reconocer que en relación con los países vecinos -e, incluso, de otras partes del mundo- podemos exhibir estándares bastantes razonables.



En tal sentido, lo que pretende el informe de la Comisión Mixta   -o el acuerdo a que se llegó allí- es avanzar en esa dirección, hacerse cargo de una realidad y regularla. Porque, en caso contrario -y, perdónenme que lo diga, pero la realidad es la realidad-, lo que sucede es que a los jóvenes de entre 16 y 18 años que están autorizados para trabajar no se les puede exigir el cumplimiento de la obligación escolar. Porque la ley no lo contempla así.



Además, como también se ha señalado, se avanza en materia de resguardo, de jornada, de formas de entregar las autorizaciones, y se establecen condiciones especiales para la contratación de menores en actividades de espectáculos, de la televisión, en fin. Porque eso ocurre: se contratan niñas que cantan, por ejemplo, y hay que regularlo, ya que no hacerlo significaría entregar esa situación a la más brutal negociación.



Entonces, cuando un proyecto apunta en esa dirección, resulta muy extraño que el tipo de argumentación que se utilice sea que aquél es insuficiente. ¡Pero si no hay nada más insuficiente que lo que tenemos hoy!



La iniciativa representa un avance -en eso estamos todos de acuerdo; el ex Senador señor Ruiz de Giorgio lo decía claramente-, pero se la hace parecer tan insuficiente que resultaría preferible quedarse con lo que actualmente existe. No obstante, lo que importa en estas materias es el producto final que uno obtiene. Y el producto final -lo digo francamente-, si se vota en contra, es establecer que la obligación escolar no existe para los jóvenes que están entre los 16 y los 18 años. ¡Ése es el resultado concreto de votar en contra!



Francamente, eso me parece muy complejo, y es mejor decirlo…

El señor MUÑOZ BARRA.- ¡No es así, señor Ministro; mal argumento! 

El señor PROKURICA.- Respetemos el derecho del señor Ministro a usar de la palabra…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Ruego a Sus Señorías no interrumpir!

El señor ANDRADE (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- Muchas gracias, señor Presidente.



Entonces, si se piensa que debiéramos avanzar más, estoy absolutamente de acuerdo. Generemos las condiciones para eso; elaboremos la iniciativa correspondiente. El Ejecutivo siempre tendrá la mejor disposición para actuar en esa dirección.



De hecho, hay proyectos en curso que apuntan a modificar nuestra normativa a efectos de resguardar de mejor manera los derechos de los menores. Sin ir más lejos, hemos estado hoy en la Comisión de Trabajo explicando el sistema de protección “Chile Crece Contigo” y otras iniciativas similares, que se refieren, incluso, a aquellos que tienen aun menos edad.



Reconozco que probablemente queda mucho más por avanzar. ¡Por favor, señores Senadores: en materia laboral hay muchísimo más que hacer! Si la gracia -o el déficit- de estas normas es que, fruto de la dinámica económica, siempre tienen que ir poniéndose al día. Por eso, jamás vamos a terminar de legislar en este ámbito. Pero no se diga que la iniciativa en debate no constituye un avance sustantivo en el resguardo de los derechos de los menores, porque ello sería, a lo menos, un error.



Gracias, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, yo estoy de acuerdo en que esta normativa en general avanza en la regulación de una realidad económica y social, que es el trabajo adolescente, y en ese sentido no tengo mayores discrepancias respecto de lo planteado aquí por el señor Ministro.



Sin perjuicio de ello, el problema que me dificulta votar a favor es que hay un inciso que, a mi juicio, está muy mal redactado, porque es claramente inconstitucional… 

El señor ÁVILA.- ¿Cuál, señor Senador?

El señor GAZMURI.- Lo voy a leer: “Con todo,” -establece una excepción- “el Inspector del Trabajo podrá autorizar, excepcionalmente, la contratación de un menor de dieciocho años,”. Y para ello pone dos requisitos: que las condiciones geográficas o la falta de transporte le impidan seguir siendo escolar.



La Carta Fundamental señala en el artículo 19, número 10º -esto representa un gran avance constitucional-: “La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población.”.



Entonces, mi problema es con estas dos excepciones. Porque, si se hubiera dicho: “Alguien que no pudo, en función de su capacidad, o de cualquier otra causa, terminar la secundaria”, sería distinto. Pero, en lugar de ello, se señala que el Inspector del Trabajo, con informe de la Dirección Provincial de Educación, puede establecer una excepción, la cual no es responsabilidad del muchacho que va a estudiar. No, ella constituye el incumplimiento de una obligación constitucional por parte de la Dirección Provincial de Educación...

El señor LETELIER.- O del municipio...

El señor GAZMURI.-… o del municipio, o de las políticas públicas. 



Porque, si el problema es la distancia, bueno, para eso tenemos sistemas de internado. Conocemos bien las zonas rurales. Si hay inaccesibilidad, hay internados: se dejan allí los muchachos; van y estudian.



Ahora, si la dificultad radica en la locomoción, está lleno de municipalidades que cuentan con programas de movilización, de acercamiento, etcétera.



Entonces, el problema no es el proyecto en general, cuyo sentido comparto, sino este inciso, el cual, además, es completamente innecesario. Porque se ha dicho: ésta es una situación que no se da. O sea, dejar estampado en la normativa que estamos liberando al Estado de cumplir una obligación constitucional me parece, como técnica legislativa, equivocado. Y no se venga a decir que, por hacer esta observación, soy partidario de que la situación real no mejore. Todo lo que señalo es que no podemos elaborar leyes que sean contradictorias con la Constitución.



Estamos en un punto del trámite que no sé cómo resolver. Porque, en general, la iniciativa me parece razonable. Pero creo que despacharla, como Congreso, con este inciso es completamente inadecuado. Y en eso podemos llegar a acuerdo. Entonces, busquemos una fórmula, porque si se elimina este inciso, el proyecto no se desnaturaliza en absoluto. Pero si lo mantenemos, en la práctica estaremos haciendo algo que, desde el punto de vista de la normativa y de su contenido, es claramente inconveniente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se me ha solicitado abrir la votación.



 Si le parece a la Sala, así se procederá. 



Acordado.



Los señores Senadores que restan por intervenir podrán fundamentar el voto, por cinco minutos. 



--(Durante la votación).

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, uno de los temas iniciales podría ser si es conveniente o no que se trabaje antes de los dieciocho años. En lo personal, no siento temor de que jóvenes chilenos puedan acceder al mundo laboral anticipadamente, siempre que resguardemos determinadas condiciones. Yo trabajé durante toda mi Enseñanza Media, pero, ¿saben qué? Lo hice sin contrato. 



Lo que está en juego aquí es regular una relación contractual, pero yo pongo en duda que los cien mil jóvenes de que habla el señor Ministro del Trabajo tengan contrato laboral. Los niños de los supermercados constituyen un problema todavía pendiente. Y, en verdad, no abrigamos ninguna certeza de que todos los jóvenes menores de dieciocho años que vemos trabajando lo hacen sobre la base de un contrato. Y si realizáramos un esfuerzo de regulación para aceptar la realidad, donde hay jóvenes que trabajan y que contribuyen al sustento del hogar, tendríamos que convenir en que esa actividad no les impide estudiar, pero sí les baja las notas. 



Acerca de esto último quiero hacer una advertencia: hemos modificado el sistema educacional. Éste ya no es el de antes. Al menos cuando yo estudié, teníamos toda la tarde disponible. Hoy día la Jornada Escolar Completa establece una salida diaria entre las 16 y las 17 horas. Y el proyecto que nos ocupa permite trabajar hasta un máximo de 30 horas semanales -es decir, 6 horas diarias, de lunes a viernes-, lo cual es muy complejo. Eso significaría que el joven que sale a las 4 de la tarde de su liceo puede legalmente trabajar 6 horas más, o sea, hasta las 10 de la noche.



En ese sentido, creo que es una carga abusiva que sí le va a afectar en el estudio, a menos que tenga una capacidad tremenda para absorber una Jornada Escolar Completa más 6 horas de trabajo diario. Entonces, el sistema debiera apuntar, a través de los mecanismos de protección social, a que ese joven no tuviera que trabajar las 6 horas diarias. 



Es efectivo que las excepcionalidades están marcadas por la ley: hoy día los menores de 18 años pueden acceder al mercado laboral, con autorización del padre, y celebrar contratos de trabajo. Lo importante, señor Ministro, es que actualmente la inmensa mayoría de los menores de dieciocho años trabajan sin contrato, en empresas familiares o de otro tipo.



La excepcionalidad está clara y presente. Primero, se establece que deben ser trabajos ligeros. Hoy día eso lo contempla la ley. Segundo, se debe acreditar que el joven está estudiando, en Enseñanza Básica o Media. Eso lo ampliamos un poco más, pero también es parte de la normativa actual. Y tercero, el límite de jornada laboral en 30 horas resulta muy complejo. Porque, hasta ahora, la ley condiciona a que no se altere el desarrollo de la actividad educacional del menor. Poner un tope de 30 horas es aceptar que puede trabajar hasta por ese tiempo. Y, en la actual jornada escolar completa, ello resulta excesivo.



La excepcionalidad se vuelve a repetir en torno a un proyecto que ingresé en mi calidad de Diputado el 20 de abril de 2004, específicamente para modificar el artículo 16 del Código del Trabajo, vinculado con los niños artistas, es decir, los que se dedican al cine, teatro, televisión, circo u otras actividades similares. Y si bien está contenida la garantía de que haya un contrato de trabajo y autorización del representante legal, se dejó fuera un elemento indispensable si queremos de verdad proteger a los niños o jóvenes que trabajan.



La iniciativa de ley a que me refiero, cuyo boletín es el Nº 3.501-13, de la Cámara de Diputados -reitero que es de mi autoría-, consagra la obligación de los padres de menores de 18 años que trabajan en actividades artísticas de generar un fideicomiso para que 50 por ciento del sueldo sea depositado a nombre del beneficiario, con vistas a su futuro, y pueda ser retirado por él una vez cumplida aquella edad.



Tenemos en Chile muchísimos niños artistas administrados por sus padres. ¡Y Dios me libre si éstos no son responsables! Porque, al hallarse los menores incapacitados -hablo de niños de 8, de 9, de 10 años-, ellos deben manejar los recursos.



Si bien me señala el Ministerio del Trabajo que el numeral 3 del artículo único de la iniciativa que nos convoca esta tarde, modificatorio del artículo 16 del Código del Trabajo, incorporó lo planteado en el proyecto de que hice mención, el no recoger para el joven que trabaja en la actividad artística -ella puede ser muy menor- la garantía en comento, destinada a proteger sus recursos, lo pone en grave estado de indefensión. Porque, en definitiva, puede suceder que, cuando esté en condiciones legales de acceder a los dineros que generó siendo niño, éstos no existan debido a que sus padres los dilapidaron.



Entonces, siendo el elemento que más polémica ha causado el hecho de colocar una norma excepcional en lo concerniente a la obligación fundamental del Estado de garantizar el acceso de los niños a la educación, quiero solicitar al señor Ministro del Trabajo, para poder votar a favor este informe -el proyecto contiene aspectos que hemos destacado de manera positiva-, el envío de un veto.



En nombre de la bancada socialista, le pido evaluar la remisión de un veto supresivo, particularmente en lo que concierne a la condición geográfica, respecto de la cual se establece una excepcionalidad que resuelve el problema al Estado por la vía de la ley.



Si hay un joven al cual no se le puede brindar educación porque existen dificultades para llegar al establecimiento educacional, lo que debe hacer el Estado es generar lo necesario para permitirle acceder a él.



Eso estamos discutiendo. Y el Senador señor Ruiz-Esquide lo dijo claramente: garantizar educación de calidad para todos los jóvenes y en las mejores condiciones.



En definitiva, señor Presidente, si existiera la posibilidad de un veto supresivo, estaríamos en situación, la bancada socialista íntegra, de votar a favor.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ANDRADE (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, el Ejecutivo se halla en condiciones de afirmar su voluntad de buscar, por la vía de un veto, la solución al impasse planteado respecto de la norma…

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Del inciso.

El señor ANDRADE (Ministro del Trabajo y Previsión Social).-…o del inciso en cuestión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, gran parte de las argumentaciones que yo iba a entregar se han dado ya. Sin embargo, hay una que me parece tremendamente complicada.



El hecho de que reconozcamos en una ley que permitimos que el Estado otorgue autorización a un menor para trabajar porque no le da las condiciones para estudiar, sea por lejanía del centro educacional, sea por falta de transporte para acceder a él, equivale exactamente renunciar a la obligación establecida en el número 10º del artículo 19 de la Constitución Política de la República.



Me alegro mucho de que el Senador señor Gómez haya solicitado el cambio de este proyecto de la tabla de Fácil Despacho al Orden del Día.



Yo no estoy dispuesto, señor Presidente -y lo señalo con mucha franqueza-, a permitir que el día de mañana se nos diga: “Ustedes han facilitado el incumplimiento de la obligación del Estado de otorgar educación primaria y, fundamentalmente, secundaria a todos los alumnos del país o a algunos de ellos porque han determinado que, si no pueden estudiar, ello no importa y que vayan a trabajar”.



¡Ese argumento es inaceptable!



Por lo tanto, no estoy dispuesto a votar a favor del informe. Y me pronunciaré en contra, a menos que, por la vía del veto, se dé solución, no sólo a lo dispuesto por la norma en comento, sino también a lo relativo al tope de 30 horas de trabajo semanal.



Señor Presidente, yo pregunto si podemos creer que un alumno de educación secundaria, después de trabajar cinco horas nocturnas, puede asistir a clases en jornada completa durante el día y rendir en sus estudios.



¡Eso es absolutamente imposible! Y el problema no lo soluciona el veto que solicitó el Senador señor Navarro.



Aquí, o hay un compromiso del Gobierno de reestudiar completamente el proyecto, o simplemente dejamos las cosas como están, a fin de que otra iniciativa aborde toda la problemática. Porque hay una segunda salida.



Es cierto que, de ser rechazado, este proyecto no podrá ser renovado en breve. Pero, afortunadamente, tenemos la información entregada por el Senador señor Navarro en cuanto a que presentó una iniciativa que se ocupa de materias que toca el texto en análisis. De modo que con ocasión de ella podremos solucionar todas nuestras observaciones. No tiene por qué caerse en la imposibilidad constitucional de renovación antes de un año, pues la iniciativa referida fue presentada con anterioridad.



En consecuencia, mientras no haya garantía absoluta de que el proyecto en su conjunto será reparado como corresponde, anuncio mi voto negativo al informe de la Comisión Mixta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, aunque parezca raro después de este largo debate, me alegra que él haya tenido lugar, porque, sin excepción, las fuerzas políticas representadas aquí, en el Congreso Nacional, y particularmente en el Senado, compartimos todo lo importante: que haya educaciones básica y media obligatorias; que el Estado tenga el deber de concretar la aspiración de acceder a ellas; que no exista explotación del trabajo juvenil, y que, en los casos en que él signifique un apoyo, deben mediar un contrato y regulación. O sea, entiendo que en todas las materias relevantes estamos de acuerdo. Así que me alegro y me felicito de eso.



Lo que ha ocurrido acá es que, con la mejor intención, se agregó el párrafo cuestionado, donde de alguna manera se abre una duda respecto de la obligación del Estado de asegurar las educaciones básica y media, porque se dispone que una de las causales para autorizar la contratación de un menor de 18 años, debidamente certificada por el inspector del trabajo, es la falta de accesibilidad a un establecimiento o la carencia de transporte para llegar a él con el fin de cumplir la obligación escolar.



La verdad es que las direcciones provinciales de educación y los municipios tienen que asegurar que haya transporte, no ponerse en el caso de que él no exista.



En consecuencia, se entra a relativizar una afirmación fundamental absolutamente inequívoca -la que leyó el Senador señor Gazmuri-: la del número 10º del capítulo de la Carta atinente a los Derechos y Deberes Constitucionales, que establece que “La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población.”.



Esa afirmación constitucional -recuerdo que hace dos o tres años, cuando se presentó la reforma, la aprobamos por unanimidad en el Congreso Nacional- es un patrimonio sumamente valioso.



Yo quiero destacar también al autor de la moción que dio origen a este proyecto, el entonces Senador señor José Ruiz De Giorgio, quien la presentó con la mejor intención, porque, efectivamente, en muchos sectores de nuestro país se presenta esta situación de explotación del trabajo infantil. Y hay que corregirla. 



Pero lamentablemente, procurando ponerse en todos los casos -la verdad es que la ley no se puede colocar en todos los casos porque no es perfecta- y buscando resolver cada una de las situaciones, se agregó un inciso que abre una duda respecto a la obligación del Estado de asegurar las educaciones básica y media.



Ahora, si el Ejecutivo tiene la disposición de corregir el problema por la vía del veto, entiendo que el camino está perfectamente aclarado.



En esas condiciones, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, nos hallamos ante una disyuntiva no menor. 



Por una parte -y ha sido bastante bien explicitado-, hay una versión de la realidad que algunos aducen que hoy día tiene el país. Incluso, se podría decir que universalmente es así, guardando la particularidad de cada sociedad, de cada nación.



Sin embargo, yo iría más lejos: esto también podría estar acorde -por qué no- con la disminución de la edad para tener responsabilidad penal.



La verdad es que al menos a mí me ha hecho mucha fuerza el alegato del Senador señor Ruiz-Esquide, porque representa un poco -y uno tiene que aspirar a ello- el deber ser, lo que las cosas tienen que ser o (seamos todavía más claros) lo que deseamos que ellas sean.



En tal sentido, comparto la aprensión de los Senadores de la bancada del Partido Socialista. Pero -créanme- eso lo considero menor.



Inclusive, creo que la explicación que dio finalmente el Honorable señor Escalona es más realista, aun para quienes tenían tal aprensión: que el Estado y los gobiernos locales se preocupen de colocar la locomoción. Porque eso es lo que corresponde.



Pero hay en este proyecto una disposición o una fórmula acerca de los menores de 15 años que es lo que me merece reparos. Así de claro.



Es evidente que, en cuanto a los mayores de 18 años, se entiende que tendrán plena capacidad laboral. Y se consignan todas las exigencias del caso.


Sin embargo, cuando en el inciso tercero del artículo 13 se dice que “Lo establecido en el inciso anterior se aplicará respecto de los menores de 15 años, en las situaciones calificadas en que se permite su contratación”, etcétera, y se hace alusión a los artículos 15 y 16, se sienta un precedente que desearía que me fuera precisado. Porque, si no es así, dejaremos abierta una posibilidad que, desde el punto ético planteado por el Senador señor Mariano Ruiz-Esquide, exige un pronunciamiento nuestro.



El artículo 16 preceptúa que los jóvenes menores de 15 años podrán desarrollar actividades artísticas; y se avanza en calificativos: circenses, en fin. Pero al final habla de “actividades similares”.



¡Cuáles son! ¡Quién las va a calificar! ¿El mercado? ¿Las exigencias del momento? ¿La naturalidad? ¿Las costumbres?



Señor Presidente, creo que aquí se abre un espacio en una sociedad marcada hoy por el consumo, donde se puede alcanzar el éxito a cualquier costo, en que todo vale. Y no quiero que una expresión como ésa quede consagrada en ella.



La verdad es que la expresión “actividades similares” puede entenderse de muchas formas.



Para superar el problema, aun cuando estamos en votación, pido al señor Ministro del Trabajo que se precise dicha terminología o que, simplemente, se elimine. De no ser así, a uno lo están forzando a aprobar un proyecto que le merece reparos.



Una cuestión como ésa no es menor para quienes creemos que las cosas deben hacerse con un sentido que dignifique a la sociedad.



Por eso manifiesto mi aprensión sobre el particular. Y espero que haya alguna fórmula de solución.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Seré breve, señor Presidente.

El señor ÁVILA.- ¿Por qué?

El señor PIZARRO.- ¡Porque voy a ser breve, señor Senador! 



Hay un dicho que reza: “Lo ideal es enemigo de lo bueno”.



Yo participé en la Comisión Mixta. No pertenezco a la Comisión de Trabajo. Pero me tocó intervenir en la discusión que se generó en aquélla para llegar al texto que se acordó.



Como se dijo antes, es obvio que la ley no puede colocarse en todos los casos.



Lo que el entonces Senador señor Ruiz De Giorgio buscó con su moción era, por una parte, tratar de proteger a los menores que, por miles, trabajan en nuestro país, y por otra, garantizar el acceso de ellos a la educación -todos aspiramos a eso- y en condiciones razonables, donde su protección estuviera relativamente asegurada.



Entonces, cuando uno escucha argumentos como los de esta tarde, en que se exagera al nivel que hemos conocido -lo que es legítimo, por supuesto-, sobre la base de principios, del deber ser o del ideal, puede concluir que en la práctica ocurrirá que, en vez de ayudar a los miles y miles de menores que hoy día trabajan sin ninguno de los requisitos, condiciones y requerimientos que se establecen, se los dejará en la misma situación o en una peor.



Eso, por un lado.



De otra parte, tomamos mucho en consideración el plantearnos por qué trabajan los jóvenes.



Sabemos que los chilenos, en general, no somos ejemplo de trabajadores por gusto o porque nacemos con unas ansias que nos llevan a laborar porque sí. Los jóvenes lo hacen por necesidad, y en numerosos casos, para la sobrevivencia de ellos y de sus familias.



Ésa es una realidad. Y, seguramente, muchos de nosotros, cuando jóvenes, trabajábamos y estudiábamos. Yo por lo menos lo hice.



La normativa prevé una serie de exigencias que salvan muchas de las aprensiones aquí manifestadas, en forma exagerada, a mi entender.



Primero, los menores de 18 años y mayores de 15 pueden celebrar contratos de trabajo. Eso ya es una ventaja, por cuanto la mayoría labora sin ellos.



Segundo, se les fijan condiciones. Conforme a ellas, sólo pueden realizar trabajos ligeros que no perjudiquen su salud y desarrollo, siempre que cuenten con la autorización expresa del padre o la madre. A falta de éstos -la mayor causal de por qué los menores trabajan para sobrevivir-, del abuelo o la abuela paterno o materno. Si no están ellos, de guardadores, personas o instituciones que hayan tomado a su cargo al menor. Y en ausencia de todos los anteriores, del inspector del trabajo respectivo. Ahí recién aparece el inspector del trabajo: cuando ya no hay nada más dentro de la anormalidad en que pudiese encontrarse un joven en situación extrema.



Y tercero, se exige que el desarrollo de labores no impida a los menores acceder al derecho de la educación.



Entonces, en la Comisión debíamos combinar diversos elementos: resguardar los intereses de los miles de jóvenes que necesitan laborar, pero además posibilitarles las condiciones necesarias y permitir su contratación. Porque con este sistema se les están colocando tantas exigencias que nunca podrán trabajar.



Ésa es la razón por la cual establecimos las 30 horas. Y lo hicimos de común acuerdo, todos los parlamentarios de las distintas bancadas que participamos en la Comisión. Ello, por una cuestión práctica: para resguardar la factibilidad de que esos jóvenes accedan en algún momento a una ocupación. Porque eso es lo que interesa: que puedan trabajar cuando no cuenten con ninguna otra opción o cuando tengan la necesidad absoluta de hacerlo.



Se habían propuesto 15 horas semanales; también, 20.



Pero seamos prácticos y concretos: ¿dónde trabajan los jóvenes hoy día? Los de zonas rurales, en actividades agrícolas, las cuales son esencialmente de temporada. Y deben disponer de cierto margen de horas, porque de lo contrario no los contratan. Además, tienen que aprovechar la temporada, pues saben que de esa manera, la mayoría de las veces, financian su educación.



Eso sucede en muchos casos de mi Región. Y si no trabajan temporal o parcialmente en esas actividades, no pueden continuar con sus estudios al año siguiente.



Claro que ahí viene el cuestionamiento de que el Estado debe garantizarlo, como decían muy bien algunos señores Senadores, pero no en todas partes estamos en condiciones de hacerlo.



Por eso, se consagra la exigencia, en el peor de los casos, de que no sólo el Inspector del Trabajo debe autorizar la excepción, sino que además debe hacerlo el responsable de la educación en el lugar donde el joven va a trabajar, lo cual -con esto termino- está dentro de la lógica del proyecto aquí planteado.



Entonces, diría que, a veces, por ponernos muy principistas, estamos liquidando las posibilidades de que miles de jóvenes accedan al mundo laboral de manera resguardada, con contrato y garantías, en circunstancias de que lo hacen por necesidad.



Resulta que si no legislamos sobre esta materia o si nos ponemos principistas, vamos a cercenar las pocas oportunidades que se les presentan en el sector agrícola, en el comercio, en los supermercados.



¡Cuántos de nosotros, cuando concurrimos a los supermercados, somos ayudados a la salida por un muchacho que estudia educación media o universitaria y que puede combinar perfectamente el trabajo con los estudios y salir adelante!



¡Cuántos de nuestros padres, señor Presidente -y usted lo sabe mejor que nadie-, habrían podido desarrollar sus actividades si no hubieran tenido la alternativa de trabajar mientras estudiaban! Porque, de lo contrario, no habrían podido hacerlo, desde el punto de vista económico.



Entonces, pido más realismo a la Sala. Lo ideal es enemigo de lo bueno. No observo qué vetará el Ejecutivo. Si este tema lo vimos con sus representantes. Francamente, no veo qué otras exigencias podrían establecerse, salvo que, al igual que en otras materias, derechamente dispongamos que no trabaja ni un solo joven menor de 18 años. De ese modo cumpliríamos con todos los principios, pero nos hallaríamos muy alejados de la realidad. Estaríamos muy contentos,  en términos teóricos, pero, en los de orden práctico, seguiríamos enfrentando situaciones peores.



Voto a favor del proyecto, en los términos en que está propuesto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, el tratamiento de esta iniciativa ha permitido resaltar la importancia del debate en la Sala.



Por lo general, en este Hemiciclo sólo se "hornean" los proyectos que vienen ya "cocinados" de las diferentes Comisiones. Y, a veces, por diversas circunstancias, a los señores Senadores se les escapan detalles en esas instancias especializadas, los que suelen ser de importancia, en la medida en que se vinculan, como aquí ha quedado establecido, a derechos consagrados constitucionalmente.



Desde luego, estoy de acuerdo con la propuesta, ya aceptada por el señor Ministro, en cuanto a que el Ejecutivo envíe un veto que resuelva el tema, de bastante relevancia, aquí expuesto.



También me hace fuerza la observación que hizo con posterioridad el Honorable señor Zaldívar relativa a las actividades circenses y similares. No hay que olvidar que actos acrobáticos se pueden realizar en los lugares más insospechados.



Entonces, no es inadecuado el hecho de que no se permitan en un texto legal expresiones vagas que pudieren ser la salida hacia derroteros no previstos por el legislador.



Por eso, si bien es cierto que no puede dejar de desconocerse la importancia de llevar a cabo alguna regulación en un ámbito que hoy no la posee, también es preciso reparar en el hecho de que es mucho mejor promulgar una ley que cubra los vacíos aquí detectados.



Es efectivo lo que alguien señaló, con mucha originalidad, en el sentido de que lo perfecto es enemigo de lo bueno. Pero si algo puede ser un poco mejor de lo que tenemos en este momento, no debemos negarnos a ello.



En consecuencia, me gustaría conocer de parte del Ejecutivo si es posible incorporar en el veto ya anunciado un mayor afinamiento en el texto que también he citado, conforme lo planteó, como inquietud, el Senador señor Zaldívar.



De todos modos, a una iniciativa de esta índole es difícil negarle el voto, porque está la evidencia de que muchos menores son objeto de toda clase de tratos abusivos precisamente porque no existe una regulación en torno a la actividad remunerada que realizan.



En vista de esto, de todos modos me pronuncio derechamente a favor del proyecto, en la esperanza de que a través del veto se puedan corregir los vacíos consignados.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún otro señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, ya se ha dicho prácticamente todo, por lo que trataré de ser lo más breve posible.



 Creo que aquí falta entrar en el tema de fondo. El señor Ministro del Trabajo ha dicho hace un rato que tiene cuantificados cerca de 180 mil jóvenes que hoy se encuentran trabajando. Supongo que esa cifra es bastante mayor, pues debe de corresponder a las personas con algún tipo de contrato que permite llevar un registro.



Por otro lado, el desempleo llega a tasas inferiores a 8 por ciento en el país.



Entonces, aquí hay un problema mucho más de fondo: existe precariedad del empleo, desde la perspectiva social.



He escuchado, con mucha atención, que se han debatido las razones del porqué del trabajo de los menores de edad. Y, sin lugar a dudas, no voy a entrar al mundo de lo imposible. La realidad es que numerosos muchachos se ven obligados a trabajar, pero por una cuestión social: porque la familia está disuelta o porque, simplemente, el salario que gana la madre o el padre no es suficiente para cubrir las necesidades de la familia, de los jóvenes, de la educación.



Insisto en que se trata de un problema de fondo.



Y aprovecho, sobre el particular, la presencia de la señora Ministra de Educación. Porque se habla mucho de la educación, pero no podemos pretender que sea de calidad cuando el joven se ve obligado a estudiar y trabajar. No cabe duda de que su rendimiento no es el mismo que el de aquel que tiene alimentación, vestuario, hogar, calor y amor dentro de su núcleo familiar.



No deseo ahondar más en esta situación, señor Presidente. Tal vez, mi pronunciamiento será absolutamente distinto al de muchos de los señores Senadores, pues me abstendré, dado que no entiendo este tema.



Cuando joven, trabajé y estudié -y también lo hice por necesidad, como en el caso de otros señores Senadores-, pero no quiero, por experiencia propia, que un joven viva esa realidad, porque no es la mejor. Sin lugar a dudas, la situación ideal es la de aquel que tiene una familia bien constituida, donde el sueldo del padre o de la madre es suficiente para que pueda vivir, estudiar y tener recreación en las horas en las cuales hoy día se le está autorizando legalmente para trabajar.



Como es algo que no entiendo, me abstengo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor VÁSQUEZ.- Quiero fundamentar mi posición.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Pero ya lo hizo, Su Señoría.

El señor VÁSQUEZ.- Simplemente, anuncio una prevención de constitucionalidad, en el caso de que el proyecto se apruebe.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (28 votos contra 4 y 2 abstenciones), y queda despachado el proyecto en este trámite.


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.



Votaron por la negativa los señores Gómez, Muñoz Barra, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Bianchi y Zaldívar.

)----------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Quedan pocos minutos para el término del Orden del Día. Se puede dejar sin efecto la hora de Incidentes y tratar el proyecto relativo a las pymes, ya que el Ministro de Hacienda estará presente.



Tiene la palabra la señora Ministra del Servicio Nacional de la Mujer.

La señora ALBORNOZ (Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer).- Señor Presidente, si es posible, pido que se analice el proyecto que aparece en el segundo lugar del Orden del Día, que extiende el derecho de las madres trabajadoras a amamantar a sus hijos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no hay objeciones, trataremos ese asunto rápidamente.



--Así se acuerda.


EXTENSIÓN DE DERECHO DE MADRES TRABAJADORAS


A AMAMANTAR A SUS HIJOS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de la Cámara de Diputados que extiende el derecho de las madres trabajadoras a amamantar a sus hijos aun cuando no exista sala cuna, con nuevo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


--Los antecedentes sobre el proyecto (1758-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 6ª, en 12 de junio de 1996.


Informes de Comisión:


Trabajo, sesión 40ª, en 8 de agosto de 2006.


Trabajo (nuevo), sesión 85ª, en 17 de enero de 2007.


Discusión:



Sesiones 47ª, en 30 de agosto de 2006 (se aplaza su discusión); 64ª, en 31 de octubre de 2006 (queda para segunda discusión); 66ª, en 7 de noviembre de 2006 (vuelve a C. de Trabajo para nuevo informe).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal es extender el derecho de las madres trabajadoras a dar alimento a sus hijos menores de dos años aun cuando no estén en una sala cuna.



La Comisión discutió esta iniciativa en general y en particular a la vez, por tratarse de aquellas de artículo único.



En un primer informe aprobó el proyecto en general por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto), efectuando, con la misma votación unánime, diversas modificaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados.



La Sala, en sesión de 7 de noviembre de 2006, acordó enviar la iniciativa a la Comisión para un nuevo informe, el que consigna el retiro de la indicación presentada por los Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, cuyo objetivo era modificar el inciso primero del artículo 203 del Código del Trabajo. Fundamentaron su decisión en el anuncio del Gobierno en orden a estructurar e implementar una política global de protección a la infancia, en la cual se enmarca el programa “Chile Crece Contigo”, incluido el asunto de las salas cunas.



En consecuencia, la Comisión ratificó, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto), el acuerdo aprobatorio de las demás modificaciones despachadas en el primer informe.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe los artículos pertinentes del Código del Trabajo, el proyecto despachado por la Cámara de Diputados, las enmiendas del primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, las modificaciones contenidas en el nuevo informe y el texto final que resultaría de aprobarse las modificaciones propuestas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la verdad es que creo que la iniciativa debe aprobarse sin debate. Viene acordada por unanimidad.



Para efectos de informar, hago presente que se retiró, por sus autores, la indicación que sustituía la palabra “trabajadoras” por “personas” y extendía la obligación de contar con salas anexas e independientes del local de trabajo.

El señor OMINAMI.- Consulte a la Sala, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no hay objeciones, se acogerá la iniciativa.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora ALBORNOZ (Ministra del SERNAM).- Señor Presidente, agradezco a los integrantes de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, Senadores señores Longueira, Allamand, Alvear, Letelier (Presidente) y Muñoz Aburto, y, en especial, al autor de la moción, Honorable señor Navarro, quien recordó que esta iniciativa llevaba once años tramitándose en el Congreso. La aprobación registrada implica un tremendo avance y un importante derecho para todas las mujeres del país.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, prorrogaríamos el Orden del Día a fin de despachar el proyecto que establece un régimen simplificado para determinar el impuesto a la renta de los micro y pequeños contribuyentes.

El señor NOVOA.- ¿Se va a votar?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Cuál es, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El que aparece en el número 1 del Orden del Día.

El señor SABAG.- Hasta su total despacho. Su tratamiento no es largo.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, esa iniciativa requiere tres o cuatro votaciones, lo que tomará bastante tiempo. No sé si la decisión de la Sala…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por eso propongo suprimir la hora de Incidentes.



¿Hay acuerdo?

El señor OMINAMI.- Sí, señor Presidente.

El señor NARANJO.- Sí. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, me gustaría allegar un nuevo elemento que puede ser importante para lo que se resuelva.



Éste es un proyecto, como muchos señores Senadores saben, que establece un régimen simplificado de tributación para las pymes. Si queremos que el sistema entre en vigencia en el año tributario 2007, estamos muy cortos de tiempo. Por lo tanto, es imperativo avanzar en el texto.

El señor NARANJO.- Tratémoslo.

El señor OMINAMI.- Suprimamos Incidentes.

El señor CANTERO.- Abra la discusión, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- Sí. Póngalo en discusión.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, podría prorrogarse por treinta minutos el Orden del Día.

El señor LARRAÍN.- Sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Y vencido ese plazo se vota.

El señor GAZMURI.- De acuerdo.

El señor NARANJO.- Perfecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, se podrían juntar algunas votaciones que recaen sobre materias idénticas, lo cual agilizaría el despacho del proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Muy bien.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite una última observación, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Simplemente quiero hacer la siguiente pregunta. Si vamos a discutir por media hora y después votaremos -eso significará 45 minutos-, ¿podríamos, además, ver otras iniciativas de facilísimo despacho? Por ejemplo, la signada con el número 4…

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Perdón, señor Senador. 



En el proyecto que se propone analizar ahora no habrá ningún debate inicial, porque sólo corresponde hacer cuatro votaciones. Se trata de un segundo informe.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¡“Escúchanos, Señor, te rogamos”…!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Entonces, se procederá en la forma expuesta.



--Así se acuerda.


RÉGIMEN SIMPLIFICADO PARA DETERMINACIÓN DE IMPUESTO


A LA RENTA DE MICRO Y PEQUEÑOS CONTRIBUYENTES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un régimen simplificado para determinar el impuesto a la renta de los micro y pequeños contribuyentes, con segundo informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4246-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 55ª, en 13 de septiembre de 2006.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 77ª, en 13 de diciembre de 2006.


Hacienda (segundo), sesión 84ª, en 16 de enero de 2007.


Discusión:



Sesión 77ª, en 13 de diciembre de 2006 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general en sesión de 13 de diciembre del año recién pasado.



La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones el artículo 1º transitorio, referente a la vigencia de los tres primeros artículos permanentes, por lo que, en virtud de lo preceptuado en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento, debe darse por aprobado, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite someterlo a discusión y votación.



--Queda aprobado reglamentariamente el artículo 1º transitorio.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Luego se consignan las demás constancias reglamentarias.



Las modificaciones que introdujo la Comisión de Hacienda al proyecto aprobado en general fueron acordadas unánimemente, excepto cuatro, que lo fueron por mayoría y serán puestas en votación oportunamente por el señor Presidente.



Las enmiendas aprobadas por unanimidad deben ser votadas sin debate, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, salvo que algún señor Senador solicite debatirlas o que existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que transcriben, respectivamente, las normas legales pertinentes, el proyecto aprobado en general, las modificaciones efectuadas por la Comisión de Hacienda y el texto final que resultaría de aprobarse las enmiendas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la relación.



Si le parece a la Sala se darán por aprobadas las modificaciones acordadas por unanimidad.



--Se aprueban.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión particular.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Con relación al artículo 1º, número 1, la letra a) fue aprobada por 3 votos a favor (Senadores señores Escalona, Ominami y Sabag) y uno en contra (Senador señor García).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, deseo dar una explicación respecto de la principal modificación que sufrió el proyecto en la Comisión de Hacienda.



La versión original del texto creaba un sistema simplificado, que, entre otras cosas, significaría terminar con una suerte de crédito que las pequeñas empresas, a través del pago de los pagos provisionales mensuales, le otorgan al Fisco. Con el nuevo régimen, se evita tal situación.



Todas las personas consultadas sobre este tema, en especial los distintos representantes de las pymes, apoyan fuertemente el establecimiento del mecanismo simplificado, el cual se mantiene y no fue objeto de ningún tipo de debate. Ha sido aprobado por unanimidad.



La discusión se centró en la propuesta que formuló inicialmente el Ejecutivo, en cuanto a eliminar el régimen del artículo 14 bis, que es el que permite exceptuar del pago de impuesto a la renta a las empresas con un nivel de ventas que no superan las 3 mil unidades tributarias mensuales y que no retiran utilidades.



El planteamiento original del Gobierno consistía en suprimir ese sistema y dejar establecidas dos grandes figuras: el impuesto de primera categoría actual y el régimen simplificado que se crea en virtud del proyecto.



Luego del análisis correspondiente, se introdujo una indicación que repone la existencia del artículo 14 bis, pero con algunas modificaciones, las cuales paso a detallar.



-Se mantiene la exigencia de ventas de 3 mil unidades tributarias mensuales como máximo y se pone cota a los ingresos de las empresas que gozan del beneficio provenientes de actividades inmobiliarias o financieras.



Esto es bien importante, señor Presidente, porque convinimos en la necesidad de mantener el régimen, pero fijando un límite a las utilidades de la empresa que no provengan de su giro principal, sino de inversiones financieras o inmobiliarias. Ello, en atención a que el beneficio del artículo 14 bis está orientado a las actividades productivas de la pequeña y mediana empresa. Y si bien es factible que algunas obtengan ingresos derivados de actividades inmobiliarias o financieras, éstos deben representar sólo un porcentaje menor, una parte proporcionalmente pequeña del total de aquéllas. En definitiva, se fijó en 15 por ciento el límite máximo por tal concepto.



-Se establece, además, que para la contabilización se deberá considerar la suma de todas las personas o sociedades relacionadas, ya que la lógica del sistema es enfocarse a los pequeños contribuyentes, y una forma de vulnerar la norma es constituir distintas sociedades.



Éste también es un mejoramiento significativo, que permite evitar el uso malicioso del artículo l4 bis.



-Se dispone -lo que es asimismo muy relevante- que, si en cualquier ejercicio un contribuyente acogido al l4 bis obtiene ingresos anuales superiores a 6 mil unidades tributarias mensuales -es decir, al doble del tope fijado-, quedará obligado a declarar conforme al régimen general del impuesto a la renta a contar de ese mismo ejercicio. Puede ocurrir que una empresa que sobrepase abiertamente el límite de las 3 mil UTM utilice en forma maliciosa, en el fondo, el mecanismo del l4 bis, con la idea de salir del sistema en el ejercicio tributario anterior, beneficiándose no obstante exhibir un nivel de ventas sustancialmente mayor al límite establecido en el ejercicio del año en curso.



Posteriormente se aprobaron las indicaciones al nuevo régimen simplificado, contenido en el artículo 14 ter, el cual será más expedito y menos costoso y burocrático para la pequeña y mediana empresa.



Cabe recordar que tales normas ya fueron aprobadas en general por el Senado y que, salvo el cambio de denominación relativo al artículo 14 ter, no sufrieron enmiendas en el trámite de segundo informe en la Comisión de Hacienda.



Un aspecto bastante relevante del nuevo sistema es que no será necesario llevar contabilidad completa. Se sintoniza la tasa de pagos provisionales mensuales a un nivel acorde con la media del global complementario, fijándose en 0,25 por ciento al mes.



Respecto del financiamiento, se estima que los efectos del sistema simplificado sobre los ingresos fiscales, en los años que se señalan…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Excúseme, Su Señoría.



Nos encontramos en la discusión particular.

El señor OMINAMI.- Es que éste es el debate que se va a plantear, señor Presidente. Se han introducido cambios que modifican el proyecto aprobado en general por la Sala. 



Quería dar una explicación, pues se trata de reformas importantes al texto que conoció el Senado al aprobar la idea de legislar.



Termino, señor Presidente, haciendo presente que el costo fiscal del sistema será de 7,4 millones de dólares para el año 2007 y del orden de 10 millones de dólares a partir del 2008.



Gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, durante la discusión particular del proyecto finalmente llegamos a un buen acuerdo con el Ejecutivo en el sentido de mantener el artículo l4 bis y crear, en forma paralela, un sistema simplificado de tributación para los pequeños contribuyentes.





El régimen simplificado de tributación es también un sistema simplificado contable, lo que evidentemente ayudará a que los pequeños contribuyentes desarrollen sus actividades y cumplan sus obligaciones tributarias con mucho mayor facilidad.



En ello estamos completamente de acuerdo.



Las diferencias se producen con las modificaciones propuestas por el Ejecutivo al artículo l4 bis.



En ese precepto se mantiene el requisito de ventas máximas anuales de 3 mil unidades tributarias mensuales -alrededor de 90 millones de pesos-, que no es un monto muy alto. Nosotros somos partidarios de ampliar ese nivel de ventas, de forma tal de permitir que más empresas medianas se incorporen a los beneficios de dicho artículo.





Además, se aprobó una indicación del Gobierno tendiente a que, en el cómputo de los 90 millones de pesos anuales, los ingresos provenientes de la explotación de inmuebles, agrícolas o no agrícolas, y de rentas de capitales mobiliarios (básicamente, de instrumentos que devengan intereses) no sobrepasen el 15 por ciento. Y la razón esgrimida es la necesidad de impedir que por esta vía se acojan al sistema contribuyentes que nunca estuvieron en la idea original del artículo l4 bis. 



Nosotros dijimos que estábamos disponibles para revisar, con tiempo y calma, esas disposiciones, a cambio de elevar el monto de los 90 millones de pesos de ventas anuales, con el objeto de incorporar al mayor número de empresas a un sistema que presenta como gran mérito el hecho de que sólo se tributa por las utilidades retiradas y no por las reinvertidas, cuyo impuesto se posterga.



Cuando uno revisa los análisis elaborados sobre la pequeña y mediana empresa, concluye que los factores negativos para su desarrollo son siempre los mismos: falta de acceso al capital, dificultad para obtener créditos con  tasas más bajas, insuficiente inversión.



Entonces, si todos los estudios técnicos señalan que se requiere incrementar la inversión para el desarrollo de las pequeñas empresas -éstas son las que proporcionan mayor cantidad de empleos por ocupar más mano de obra-, no parece razonable restringir su incorporación a los beneficios del artículo 14 bis y obligarlas a tributar sobre el total de las utilidades, independientemente de que éstas se reinviertan o se retiren.



Lo anterior ha suscitado una discusión larga y absolutamente transversal. Algunos Senadores de la Concertación, antes de que llegara el proyecto, cuando estudiamos los problemas de la pequeña y mediana empresa, sostuvieron reiteradamente -y tal vez así se exprese en la votación- que una de las cosas que había que corregir era el volumen máximo de ventas para acogerse al artículo l4 bis. Y eso no se materializa en la iniciativa. Muy por el contrario: se establecen nuevas restricciones.



Eso justifica nuestro rechazo a algunas normas contempladas en el proyecto -con el cual, repito, estamos de acuerdo en lo grueso-, pues implican mayores impedimentos para que las pequeñas y medianas empresas puedan usar el 14 bis como verdadero incentivo a la reinversión de utilidades.



Ése es el motivo de nuestra oposición a las enmiendas que desea introducir el Ejecutivo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, seré muy breve, para no repetir conceptos.



En primer lugar, el nuevo régimen tributario que establece la ley en proyecto -aprobado por unanimidad en la Comisión- significa contabilidad simplificada y pago de impuestos también simplificados para micro y pequeños empresarios que venden no más de 90 millones de pesos al año. 



Cabe hacer presente que a esas personas se les aplicará el impuesto sobre todos sus ingresos. Se trata de un sistema simplificado donde todos los egresos se consideran gasto, y todos los ingresos, renta, de manera que, independientemente de si están percibidos o no, tributan. 



Sin embargo, se estima que a esos contribuyentes, por ser muy pequeños y, en la práctica, retirar todas sus utilidades, tal situación no los afecta.



En eso estamos de acuerdo.



Lo que planteamos al Ejecutivo fue que lo anterior no debía significar reemplazar el 14 bis -norma que persigue incentivar la reinversión- y que la aspiración de todos los dirigentes y asociaciones gremiales con los cuales nos reunimos era que tal precepto se ampliara a empresarios con mayor volumen de ventas. 



Por eso presentamos una indicación, suscrita por los Senadores señores Ruiz-Esquide, Vásquez, Zaldívar, García y el que habla, a fin de que el tope del 14 bis se elevara a 25 mil unidades tributarias mensuales, que es el mismo margen utilizado en el FOGAPE para determinar qué es pequeña y mediana empresa.

El señor GAZMURI.- ¿Veinticinco mil?

El señor NOVOA.- Sí, señor Senador. Se propuso elevar el monto de 3 mil a 25 mil unidades tributarias mensuales, o sea, de 90 millones a 500 millones de pesos. Ahí ya quedarían comprendidas empresas que venden bastante más, las cuales, de ese modo, podrían llevar contabilidad completa y pagar impuesto por las utilidades retiradas, pero no por aquellas reinvertidas.



Eso, más que favorecer a los micro y pequeños empresarios, buscaba implementar un sistema que posibilitara el desarrollo de la empresa en general. 



Ahora, si se aumentaba el techo, nosotros estábamos dispuestos a aceptar los otros perfeccionamientos que el Ejecutivo planteaba. Por ejemplo, que se consideraran los ingresos obtenidos por empresas relacionadas, que se estableciera un límite a las rentas provenientes de inversiones inmobiliarias, etcétera.



¿Qué pasó? Que el Ejecutivo no estuvo de acuerdo con nuestra proposición de aumentar el techo, y lo único que hizo fue agregar restricciones al 14 bis que nosotros finalmente votamos en contra en la Comisión.



Sin embargo, nuestra posición es la siguiente. Si se acoge la idea de elevar el límite contemplado en la norma, nosotros estamos dispuestos a aceptar aquellas restricciones. Pero lo que no me parece conveniente es "perfeccionar" un régimen de por sí ya muy restrictivo, limitándolo aún más.



Ése es el planteamiento que formulamos algunos Senadores, no sólo de la Oposición -como bien lo indicó el Honorable señor García-, sino también otros de la Concertación que comparten idéntico criterio.



Las cuatro votaciones que se deben realizar, señor Presidente, se refieren a lo mismo. Por eso sugiero efectuar una sola discusión y una sola votación para resolver el proyecto de inmediato, por cuanto, se acojan o no los cambios al 14 bis, lo importante es despachar la iniciativa ahora a fin de que el nuevo sistema establecido en el artículo 14 ter pueda entrar a operar este año.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, después de escuchar a los dos Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, queda claro que no vamos a votar por una disposición más o una disposición menos.



Aquí se está planteando un criterio que, desde mi perspectiva -es lo que me llevó a suscribir una indicación sobre la materia, declarada en definitiva inadmisible-, apunta a corregir los errores de la aplicación del modelo -o como quiera denominárselo-, a fin de crear condiciones de igualdad.



En tal sentido, consideramos fundamental que los pequeños y microempresarios cuenten con una legislación que -también en el aspecto tributario- les permita participar en buena forma en el aparato productivo. Lo anterior resulta bastante claro si se advierte el hecho de que ese sector ha ido entrando, crecientemente, en una situación cada vez más deteriorada.



Por eso nos ilusionamos con que el Gobierno acogería el criterio básico enunciado, que permitiría a esos emprendedores capitalizarse. Y no hay mejor camino para una capitalización que el autorizar que las utilidades queden al margen de impuestos cuando son reinvertidas y no retiradas. Es esencial entender eso.



De ahí que resultaba tan importante, en el artículo 14 bis -si se quería que esta norma fuera concordante con las otras contenidas en el proyecto, que facilitan o podrían facilitar la vida a los microempresarios-, elevar razonablemente el límite de las 3 mil unidades tributarias mensuales.



No andemos con rodeos: o se adopta un criterio en esa dirección, con una clara decisión política, o sencillamente no se adopta.



Cuando uno examina otras normativas, como la del Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, que establece un techo que alcanza a casi 500 millones de pesos, justamente con el propósito de promover el desarrollo de dicho sector, no ve razón para mantener en el artículo 14 bis un tope de exiguos 100 millones de pesos, establecido además hace ya muchos años. Sabemos que el crecimiento de los grandes grupos económicos y empresariales no guarda correspondencia alguna con la situación que viven las pymes.



A mi juicio, debemos apuntar hacia ese objetivo y evitar que la cancha se siga inclinando hacia donde siempre. Hay que nivelarla. Y nosotros, como parlamentarios, debemos dar una clara señal en tal sentido a través de las decisiones que tomamos.



Por eso, señor Presidente, para mí el resto es irrelevante si no se corrige el problema descrito.



Por lo tanto, mi voto estará claramente en concordancia con la indicación que presentamos, porque de verdad quiero que los pequeños y microempresarios comiencen a tener en nuestro país un mínimo de consideración y, sobre todo, un mínimo de posibilidades para desarrollarse.



En mi concepto, señor Presidente, la votación de todas las demás normas resultará irrelevante -repito- si no se acoge el criterio contenido en la indicación que presenté junto a otros señores Senadores.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que éste es un gran proyecto, que va en beneficio de los pequeños y medianos empresarios, finalidad con la cual todos estamos de acuerdo.



El inconveniente surge justamente en el artículo 14 bis -se plantea mantenerlo con algunas modificaciones-, que es el que ha producido todas las controversias.



El problema radica en que en esta legislación para los pequeños empresarios se trata de incluir a grupos de personas que no son acreedoras a estos beneficios. Todos estamos de acuerdo en que lo deseable sería poder aumentarlos. Y ya en mi intervención anterior, cuando debatimos en general el proyecto, señalé que el erario dejaría de percibir recursos por no más de 8 millones de dólares.



La indicación  presentada por varios Senadores para subir a 25 mil UF el tope de ventas es evidente que excede enormemente el ámbito de los pequeños contribuyentes que pudieran acogerse al beneficio. Además, ello tendría gran incidencia en los ingresos fiscales. Y fue declarada inadmisible por su relación con el área económica.



En consecuencia, quienes apoyamos el proyecto nos vimos en la obligación de acotarlo en el límite fijado por el Ejecutivo, que es de 3 mil UTM, equivalentes a 95 millones de pesos de venta anuales, aproximadamente. Pero ¿qué pasa si rechazamos este artículo? ¿Cómo queda la ley?

El señor LARRAÍN.- Igual.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Quedaría coja.

El señor SABAG.- No lo sé. Ojalá el Ejecutivo explicara los efectos del rechazo de este precepto, pues el otro quedaría aprobado. 



En tal caso, pido que, de no alcanzarse un acuerdo hoy día, posterguemos la votación, para tratar de consensuar este punto con el Ejecutivo. De lo contrario, sencillamente puede no prosperar la modificación del artículo 14º bis.

El señor ROMERO.- El señor Ministro está abierto a conversar y a resolver el problema, señor Senador. ¡Es urgente!

El señor LARRAÍN.- ¿A qué hora vamos a votar?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- A las 19, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en los tres minutos de que dispongo, deseo argumentar exactamente lo contrario.



En mi condición de Presidente del Partido Socialista, junto con la Mesa Directiva, recibimos a una numerosa delegación de dirigentes de la CONUPIA, a fines de la semana pasada, quienes nos solicitaron apurar la aprobación del proyecto de ley en análisis, en particular la creación de este nuevo esquema de tributación. Ellos le encuentran muchas virtudes. Entienden que éstos son asuntos legítimos, pero lamentan que este proyecto -que para ellos constituye un avance, desde el punto de vista de su tributación, pues no solamente simplifica el proceso, sino que, además, va a redundar en una menor tributación por parte de los micro y pequeños empresarios, lo que ven con sumo interés- haya  coincidido con el debate de la ampliación del artículo 14º bis, con lo cual, involuntariamente, salen perjudicados.



Nosotros vamos a apoyar esta iniciativa no solamente por considerarla positiva, sino también por expresa solicitud de los dirigentes de los micro y pequeños empresarios, que están absolutamente interesados en que se pueda establecer, de manera urgente, este nuevo sistema tributario y de contabilidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- De acuerdo con lo que propuso el Honorable señor Novoa, y que acogió el señor Presidente, tengo entendido que esta votación sirve para las cuatro modificaciones aprobadas por mayoría.

El señor NOVOA.- Así es.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Quiero puntualizar dos cosas, señor Presidente.



Primero que todo, me alegra constatar que respecto del nuevo sistema que se está creando haya unanimidad en la Sala. Se trata de un buen mecanismo, el cual efectivamente va a promover la actividad económica y la inversión en las empresas pequeñas; va a ahorrarles trámites; les subirá su liquidez, y  reducirá los costos por concepto de asesoría de contadores y abogados. 



Reitero: es un sistema bueno, efectivo y eficiente. Y a su respecto no he escuchado un matiz contrario en esta Sala, lo que recibo con beneplácito.



Con referencia a la situación del artículo 14º bis, lo que las indicaciones hacen, como se ha planteado aquí, es corregir algunas situaciones que hoy día se prestan para un comportamiento reñido con el espíritu de este precepto. Evitan, por ejemplo, que se fragmenten empresas, de forma tal que algunas que de otro modo estarían sobre el tope, efectivamente queden bajo él, con lo cual se pueden beneficiar grandes conglomerados de un sistema creado para los pequeños empresarios.



Otra indicación del Ejecutivo establece un máximo de 15 por ciento para los ingresos provenientes de fuentes no productivas, como las financieras. El sistema fue creado para promover la inversión y la producción y, por lo tanto, no corresponde que sea utilizado por empresas cuyos ingresos principalmente provienen de inversiones financieras.



Tampoco corresponde que el sistema sea utilizado por empresas cuyos ingresos, súbitamente, en un año, sobrepasen en más del doble el tope fijado en la ley. Y la indicación estipula que, siendo el límite de ventas de 3 mil UTM, si se superan las 6 mil, corresponde que la empresa tribute en el régimen general y no en el especial.



He escuchado a los señores Senadores en la Sala, incluyendo a los de la Oposición, expresar su acuerdo en que es necesario corregir estas situaciones. Y no puedo dejar de sorprenderme de que, estando contestes en ello, se resten a ese esfuerzo. ¿Por qué? Por la insistencia en poner un tope más alto, que sacaría del sistema a las pequeñas empresas y las medianas.



El régimen nuevo que se trata de establecer tiene un tope de 3 mil UTM. Así lo planteó el Ejecutivo y así se aprobó, porque hay consenso en que es un techo razonable para este tipo de empresas.



El régimen del artículo 14º bis, que viene de antes, tiene exacta y precisamente el mismo límite. Por lo tanto, si hay consenso en que éste es correcto para unos, por qué no habría de serlo para otros.



En vista de ello, nos parece que un mínimo de consistencia requiere no sólo el apoyo al nuevo sistema, que el Ejecutivo recibe con mucho entusiasmo, sino también la aprobación de las indicaciones del Gobierno, que perfeccionan el mecanismo del artículo 14º bis. Así, serán tres las opciones para los pequeños contribuyentes: el régimen general, el del artículo 14º bis perfeccionado y el nuevo sistema, que nos parece especialmente expedito y apropiado para las pequeñas empresas.



Tal es el sentido de las indicaciones del Ejecutivo. Nos parece que como resultado tendríamos un régimen de tributación bueno, expedito y propenso a estimular la inversión en las pequeñas empresas y el crecimiento de ellas.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI.- ¿Cómo se vota?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Votar que “Sí” significa aprobar lo propuesto por la Comisión.



Reitero: ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de la Comisión: 15 votos contra 13, una abstención (que no influye) y un pareo.



Votaron por la negativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Zaldívar.



Votaron por la afirmativa los señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Sabag y Vásquez.



Se abstuvo  el señor Ruiz-Esquide.



No votó, por estar pareado, el señor Espina.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, quiero hacer una pequeña rectificación a lo señalado por el señor Ministro de Hacienda.



El título de la iniciativa es: “Proyecto de ley que establece un régimen simplificado para determinar el Impuesto a la Renta de los micro y pequeños contribuyentes”. Y nuestro planteamiento es que el artículo 14º bis se aplica a las pymes, o sea, a los pequeños y medianos empresarios.



Son dos situaciones distintas.

El señor SABAG.- ¿Me permite, señor Presidente? 



Deseo hacer presente que había dos pareos: el del Senador señor Longueira con la Honorable señora Alvear, y el del Senador señor Horvath con el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- No.

El señor SABAG.- Y estaban operando.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, como no me parece correcto lo que dice el Senador señor Sabag, quiero dejar muy en claro que el Honorable señor Horvath está pareado con la Honorable señora Alvear, y que yo tenía derecho a votar, porque estaba pareado con el Senador señor Zaldívar, quien está presente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El otro pareo…

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, he sido aludido indirectamente y tengo derecho a replicar. Aquí hay un problema.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No le he dado la palabra, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Entonces, la pediré.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En cuanto a los pareos, el único registrado en la Mesa era, originalmente, el de la Honorable señora Alvear con el Senador señor Longueira. Éste después se cambió por el Senador señor Horvath.



El otro caso sobre el cual se consultó dice relación al Honorable señor Espina, porque su pareo se concertó hace poco rato. 

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡No! ¡No, señor Presidente!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ese pareo no estaba registrado. Por eso hicimos la consulta.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Esto es muy grave.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En todo caso, la votación está terminada y el resultado se halla a la vista.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene el señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Indirectamente he sido aludido.



No puedo dejar pasar lo ocurrido, porque el pareo es un asunto de honor entre nosotros. Y no se trata de un tema menor.



Efectivamente, tengo un pareo con el Senador señor Horvath. Pero ayer -el  Senador señor Sabag planteó una cosa distinta-, para superar un problema con los quórums, se entendió claramente la propuesta del Senador señor Longueira en el sentido de que quedaran pareados la Honorable señora Alvear con el Senador señor Horvath.



Eso terminó ayer. En consecuencia hoy, ante una situación similar, hablé con el Senador señor Horvath y con el Comité Renovación Nacional, y se mantuvo la situación, porque respecto de este proyecto yo tenía gran interés personal en defenderlo.



Agradezco a Renovación Nacional y a la UDI la calidad que han tenido para liberarme de mi pareo, a fin de poder votar.



Es cuanto puedo decir.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:7.








Manuel Ocaña Vergara,
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ACTAS APROBADAS

SESION 82ª, ORDINARIA, EN MARTES 9 DE ENERO DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros del Interior, don Belisario Velasco Baraona, de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes y de Justicia, don Isidro Solís Palma, y el señor Subsecretario de Minería subrogante, don Diego Vio Gorget.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones septuagésima, septuagésima séptima, septuagésima octava y septuagésima novena, todas ordinarias, octogésima, extraordinaria y octogésima primera, ordinaria, de 15 de Noviembre, 13, 19 y 20 de Diciembre de 2.006, y 3 de Enero de 2.007, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

CUENTA

Mensajes



Cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, inicia un proyecto de ley que prorroga la entrada en vigencia de las leyes N°s 20.022 y 20.087, sobre nueva justicia laboral, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Boletín 4.811-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el segundo, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley sobre pesca recreativa (Boletín 3.424-21).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el tercero, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, en relación con el proyecto de ley que protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad (Boletín 4.722-06).



Con el cuarto, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley que modifica el artículo 23 del Código del Trabajo, estableciendo normas sobre descansos en tierra entre recalada y zarpe, para los trabajadores que se desempeñan a bordo de naves de pesca (Boletín N° 4.031-13).



--Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el quinto, retira la urgencia hecha presente al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional que modifica el numeral 10º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, estableciendo la obligatoriedad y la gratuidad del segundo nivel de transición de la educación parvularia (Boletines números 3.682-07 y 1.737-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República. 



Con el segundo, tercero y cuarto, comunica que ha dado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que modifica el artículo 23 del Código del Trabajo, estableciendo normas sobre descansos en tierra entre recalada y zarpe, para los trabajadores que se desempeñan a bordo de naves de pesca (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 4.031-13).



2) Proyecto de ley que establece un nuevo concepto de empresa (Boletín Nº 4.456-13).



-- Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



3) Proyecto de ley que protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 4.722-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional:

 

Con los dos primeros, remite copia autorizada de las sentencias dictadas en los autos que dicen relación con los recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados respecto del artículo 116 del Código Tributario y del inciso segundo del artículo primero transitorio de la ley Nº 20.017.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el tercero, remite copia informativa de la sentencia recaída en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que permite efectuar anticipos de subvenciones estatales para fines educacionales, en casos que indica (Boletín Nº 4.653-05).



-- Se toma conocimiento.



Del señor Contralor General de la República subrogante, que contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a despidos de personal del Instituto Forestal.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, por el que da contestación a un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Orpis, con la adhesión de los Honorables Senadores señores Kuschel y Prokurica, en cuanto a la situación de ex-trabajadores portuarios.



Cuatro de la señora Ministra de Educación:



Con el primero, responde un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Cantero referido a la validez de un plan especial de titulación de la carrera de fonoaudiología.



Con los dos siguientes, contesta dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativos a las medidas de emergencia que se adoptarán para reparar los daños producidos en el Liceo Municipal de Coronel, y a la posibilidad de conceder algún tipo de beneficio a los jóvenes que participan en el Programa Chile País.



Con el cuarto, responde  un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Longueira, sobre la factibilidad de establecer una nueva subvención a favor de los internados u hogares que entregan servicios educacionales a los menores discapacitados.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual remite respuesta del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones a dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Novoa, sobre expropiación de predios en Santiago Poniente.



Del señor Ministro de Agricultura, que contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de los proyectos financiados por el Fondo de Mejoramiento del Patrimonio Sanitario.



Del señor Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, que da contestación a un oficio expedido en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, en cuanto al reavalúo de los bienes raíces no agrícolas.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, concerniente a sumarios instruidos en dicho Servicio.



De la señora Gobernadora Provincial de Cautín, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a diversos proyectos de construcción y restauración en la comuna de Gorbea.



De la señora Directora Regional de CHILEDEPORTES de la Región de Valparaíso, que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a proyecto asignado al Club de Natación de Valparaíso.



Del señor Director Regional de INDAP, de la IX Región, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a las acciones realizadas por dicha entidad, en relación con la denuncia formulada en contra de un concejal de la comuna de Teodoro Schmidt.



Del señor Jefe de Gabinete del señor General Director de Carabineros de Chile, por el cual da contestación a un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor García, referente al micro tráfico de drogas en la localidad de Labranza.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar (Boletín Nº 3.235-13).



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de reconocer el derecho a la asistencia en el acto de votar para las personas con discapacidad (Boletín Nº 3.504-11).



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales (Boletín N° 3.278-05).


De la Comisión de Minería  y Energía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre publicaciones ordenadas por el Código de Minería (Boletín  N° 4.741-08).



-- Quedan para tabla.

Mociones



Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con las que da inicio a las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de horario de cierre de establecimientos comerciales, en vísperas de festivos que indica (Boletín Nº 4.808-13).



2) Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de finiquitos suscritos ante Notarios, Oficiales del Registro Civil o Secretarios Municipales (Boletín Nº 4.809-13).



-- Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



3) Proyecto de ley sobre conservación de la memoria histórica y rehabilitación de las víctimas de prisión política y torturas (Boletín Nº 4.810-07).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Horvath y Navarro, sobre protección de humedales (Boletín N° 4.779-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. 



Del Honorable Senador señor Navarro, sobre acoso moral en el trabajo (Boletín N° 4.815-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Permiso constitucional



Comunicación del Honorable Senador señor Gazmuri, por medio de la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del 9 de enero en curso.



-- Se otorga el permiso solicitado.

______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:


1) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones, respecto de las siguientes iniciativas:



a) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el uso del permiso maternal (Boletín Nº 1.309-13), hasta las 12 horas del día lunes 15 de enero en curso.



b) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones en la ley Nº 19.220, sobre bolsas de productos agropecuarios (Boletín Nº 4.329-01), hasta las 12 horas del día lunes 22 de enero en curso.



c) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby (Boletín Nº 3.407-07), hasta las 12 horas del día lunes 22 de enero en curso. Las indicaciones que se formulen a esta iniciativa deben ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2) Retirar del Orden del Día el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín Nº 3.815-07).



3) Incluir en el Orden del Día, en el tercer lugar de la Tabla, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales (Boletín N° 3.278-05).



4) Aprobar las siguientes semanas regionales para el año 2007 y enero de 2008:



Marzo: Desde el lunes 26 al viernes 30.



Abril  : Desde el lunes 23 al viernes 27.



Mayo  : Desde el martes 22 de mayo al viernes 1º de junio.



Junio  : Desde el lunes 25 al viernes 29.



Julio  : Desde el lunes 23 al viernes 27.



Agosto: Desde el lunes 20 al viernes 24.



Septiembre: Desde el lunes 17 al viernes 28.



Octubre: Desde el lunes 22 al viernes 26.



Noviembre: Desde el lunes 26 al viernes 30.



Diciembre: Desde el miércoles 26 de diciembre al viernes 4 de enero de 2008.



Enero 2008: Desde el lunes 28 al jueves 31.



5) Destinar el tiempo de Incidentes de la sesión ordinaria del día martes 16 de enero en curso, para tratar el tema de los aranceles universitarios.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Chadwick.

_______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que regula la figura de las personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras, 

con informe de la Comisión de Minería y Energía.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la figura de las personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras, correspondiente al Boletín Nº 4.065-08, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión discutió este proyecto sólo en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, y le dio aprobación por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Orpis, Núñez y Prokurica, proponiendo a la Sala aprobar el texto de la Honorable Cámara de Diputados en los mismos términos en que fuera despachado por ésta.
- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis y Núñez.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo unánime de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala del señor Subsecretario de Minería subrogante, don Diego Vio Gorget.


Consultada la opinión de la Sala, no habiendo objeción, se concede la autorización requerida.

- - -



Continuando con la discusión en general del proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Prokurica.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 26 votos a favor, 1 abstención y 2 pareos.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gómez, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Espina y Zaldívar.



El señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 22 de enero, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Del Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras



Artículo 1º.- Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras. Créase un Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, en adelante “el Registro”, en el cual se podrán inscribir todas aquellas personas que cumplan con los requisitos y condiciones que señala esta ley y su reglamento.



Este Registro será administrado por la Comisión Calificadora de Competencias en Recursos y Reservas Mineras, en adelante la “Comisión Minera”, a que se refiere el Título II de esta ley.



Artículo 2º.- Personas que pueden inscribirse en el Registro. Quien se inscriba en el Registro se denominará para los efectos de esta ley, “Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras”. Deberá ser persona natural y cumplir con los requisitos establecidos en esta ley, su reglamento y demás normas complementarias que se dicten para tal efecto.



Artículo 3º.- Requisitos de inscripción. Las personas que deseen inscribirse en el Registro deberán cumplir con los siguientes requisitos:



a) Poseer un título profesional de alguna de las carreras relacionadas con las ciencias vinculadas a la industria minera.



b) Tener una experiencia de a lo menos 5 años.



El procedimiento, la forma, plazos y demás condiciones necesarias para inscribirse en el Registro, serán establecidos en el reglamento a que se refiere el artículo 1º precedente.



Tratándose de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras inscritas en un Registro Extranjero que haya sido reconocido por la Comisión Minera, para que éstas puedan válidamente suscribir o emitir informes técnicos o reportes públicos, bastará con que acrediten tal inscripción mediante un certificado debidamente emitido por la entidad extranjera a cargo del Registro correspondiente, sin necesidad de proceder a su inscripción en el Registro a que se refiere el presente Título. Para los efectos del reconocimiento de un Registro Extranjero de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, la Comisión Minera tomará en consideración el trato que aquellos Registros dan a los chilenos, bajo condiciones similares a las contempladas en esta ley y su reglamento.



Para los efectos de esta ley, se entenderá por informe técnico todo documento elaborado y suscrito por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, cuyo objeto sea proveer de información científica o técnica concerniente a las actividades de exploración, desarrollo y producción de una propiedad minera, que sea calificada como relevante por la Superintendencia de Valores y Seguros. Asimismo, se entenderá por reporte público cualquier declaración verbal o escrita, cuyo destinatario final sea una entidad reguladora, inversionistas o el público en general, con independencia del medio de comunicación utilizado, efectuada por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, y que se refiera a las características generales de uno o varios yacimientos minerales, en especial, a los resultados de las labores de exploración realizadas en los mismos.



Artículo 4º.- Prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades. No podrán inscribirse en el Registro, ni podrá encomendárseles labores de estimación, categorización, y evaluación de recursos y reservas mineras, a las siguientes personas:



a) Las personas afectas a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los números 1º y 3º del artículo 35° y números 1º, 2º y 4º del artículo 36° de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas. La inhabilidad que afecta al fallido cesa desde que es rehabilitado.



b) Los que hayan sido sancionados anteriormente por la Superintendencia de Valores y Seguros o por los Tribunales Ordinarios de Justicia conforme a las causales descritas en el artículo 20º de esta ley.



c) Los funcionarios y empleados del Banco Central de Chile y de las Superintendencias de Valores y Seguros, de Bancos e Instituciones Financieras y de Administradoras de Fondos de Pensiones.



Artículo 5º.- Certificación de vigencia. La Comisión Minera deberá certificar la vigencia de la inscripción de una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras en el Registro a que se refiere este Título, siempre que ésta haya dado cumplimiento, a esa fecha, a las obligaciones que le impone esta ley, su reglamento y las normas complementarias que se dicten para tal efecto. Para todos los efectos legales, la certificación de vigencia tendrá una validez sólo para la gestión solicitada.

Título II

De la Comisión Calificadora de Competencias

en Recursos y Reservas Mineras



Artículo 6º.- Comisión Minera. Funciones. Autorízase al Instituto de Ingenieros en Minas de Chile, al Colegio de Geólogos de Chile A.G., al Colegio de Ingenieros de Chile A.G., a la Sociedad Nacional de Minería y al Consejo Minero, para concurrir conjuntamente a la formación de una persona jurídica de derecho privado denominada Comisión Calificadora de Competencias en Recursos y Reservas Mineras, que se regirá por el Título XXXIII del Libro I del Código Civil, en todo aquello que no sea contrario a las disposiciones de esta ley y su reglamento.



La Corporación que se cree en virtud de la autorización concedida en el inciso anterior tendrá las siguientes funciones privativas:



a) Administrar el Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras a que se refiere el Titulo I de esta ley, y emitir los certificados a que se refiere esta ley y su reglamento.



b) Dictar el Código para informar sobre la estimación, categorización y evaluación de Recursos y Reservas Mineras, en adelante el "Código", como asimismo aprobar sus modificaciones y actualizaciones conforme a los avances tecnológicos y económicos que la industria minera vaya experimentando, y a los estándares contenidos en los Códigos internacionales existentes sobre la materia.



c) Proporcionar la asistencia técnica que le solicite la Superintendencia de Valores y Seguros, otras entidades reguladoras o los Tribunales de Justicia, en materias de su competencia.



d) Solicitar para su revisión en cualquier tiempo, de oficio o a petición fundada de parte interesada, un informe técnico o reporte público preparado por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras para los fines descritos en esta ley. Dicha revisión tendrá por objeto determinar si el informe o reporte se ajusta a las normas, metodologías y procedimientos establecidos en el Código y demás normas técnicas que se hayan dictado al efecto, conforme a sus facultades legales.



e) Dictar las normas y criterios de carácter especial o particular para la confección y presentación de los informes técnicos y reportes públicos que vayan a ser preparados por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, de acuerdo con las instrucciones, circulares y normas generales que emita en uso de sus facultades, la Superintendencia de Valores y Seguros.



f) Establecer estándares o códigos de buenas prácticas de las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras para la estimación, categorización y evaluación de recursos y reservas mineras.



g) Realizar en forma directa o indirecta estudios y análisis sobre la certificación de prospectos, recursos y reservas mineras, así como la capacitación de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras y de todas aquellas otras personas que tengan un interés en el área de la industria minera.



Artículo 7º. Composición de la Comisión Minera. Los estatutos de la Comisión Minera, cuya formación se autoriza por esta ley, deberán señalar que la administración y dirección superior de ésta deberá estar a cargo de un Directorio compuesto de cinco integrantes, personas naturales, que serán designados por las instituciones a que hace referencia el inciso primero del artículo precedente.



Deberán establecer, además, que el ejercicio de las funciones de los integrantes del Directorio será ad-honorem, y que no podrán percibir remuneraciones o compensaciones de ninguna naturaleza por ellas.



Los estatutos deberán hacer expresa mención del domicilio, de los derechos y obligaciones de los miembros de la Comisión, de las condiciones de incorporación y de la forma y motivos de exclusión de éstos, así como también de la composición, funcionamiento, atribuciones y deberes del Directorio, y del reemplazo de los integrantes de éste, el cual deberá efectuarse por parcialidades.



Articulo 8°. Presidente y Vicepresidente de la Comisión Minera. Los estatutos de la Comisión Minera deberán expresar que su Presidente lo será de ésta y de su Directorio; que éste deberá ser elegido por mayoría en sesión a la cual deberán concurrir los cinco integrantes en ejercicio del Directorio de la Comisión Minera, en votación secreta, y que durará en dicho cargo tres años, no pudiendo ser reelegido para el período siguiente.



Asimismo, se deberá señalar que el mismo procedimiento se aplicará para designar al Vicepresidente, quien subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste.



Articulo 9°. Funcionamiento del Directorio de la Comisión Minera. Los estatutos precisarán que el Directorio de la Comisión Minera deberá sesionar con la asistencia de a los menos tres de sus integrantes, y que adoptará los acuerdos por mayoría absoluta de los asistentes a la respectiva sesión, sin perjuicio de aquellas materias que, de conformidad con la ley, requieran de un quórum especial de aprobación. Los estatutos señalaran que en caso de empate, decidirá el voto del que presida la reunión.



Los estatutos deberán disponer además que el Directorio de la Comisión Minera deberá designar a un Secretario Ejecutivo, quién representará judicial y extrajudicialmente a la Comisión y tendrá la calidad de ministro de fe de las actuaciones, deliberaciones y acuerdos del Directorio.



Las normas estatutarias deberán establecer que el Directorio de la Comisión Minera se reunirá en forma ordinaria, dos veces al año, en las épocas que para tal efecto fije el propio Directorio, o en forma extraordinaria, en cualquier tiempo, a simple requerimiento de dos o más de sus integrantes o de su Presidente.



No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el Directorio de la Comisión Minera deberá sesionar, además, en el evento de la interposición del escrito de reconsideración a que se refiere el artículo 21 de esta ley.



Artículo 10. Cesación de los miembros de la Comisión Minera. Los estatutos deberán señalar también que los miembros de la Comisión Minera podrán perder la calidad de tal por las siguientes causales:



a) Por renuncia;



b) Por extinguirse su personalidad jurídica;



c) Por caer en quiebra o insolvencia;



d) Por exclusión, al dejar de cumplir sus obligaciones pecuniarias para con la Comisión, durante más de seis meses, y 



e) Por causar grave daño de palabra o de obra a los intereses de la Comisión.



Señalarán además, que le corresponderá al Directorio resolver sobre la exclusión de uno o más de los miembros de la Comisión de acuerdo a las causales antes descritas, requiriéndose para ello el voto conforme de a lo menos los dos tercios de los integrantes del Directorio.



Los estatutos determinarán que al Directorio le corresponderá, con el voto conforme de la mayoría absoluta de sus integrantes, reemplazar a la institución miembro que perdiera su calidad de tal.



Artículo 11. Duración, requisitos, inhabilidades e incompatibilidades de los integrantes del Directorio de la Comisión Minera. Deber de abstención. Los estatutos dispondrán que los integrantes del Directorio de la Comisión Minera deberán durar en sus funciones tres años, pudiendo ser nuevamente designados por una sola vez y por igual período.



Las normas estatutarias deberán señalar también que para ser integrante del Directorio de la Comisión Minera será necesario ser Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras y estar inscrito en el Registro. Sin perjuicio de ello, señalarán además que los integrantes del Directorio no podrán suscribir o emitir informes técnicos o reportes públicos mientras estén en posesión de su cargo.



Los estatutos deberán contemplar una norma que prohíba que las personas a que se refieren los números 1º y 3º del artículo 35º y números 1º, 2º y 4º del artículo 36º, de la ley Nº 18.046 sobre Sociedades Anónimas, puedan ser integrantes del Directorio de la Comisión Minera.



Se deberá dejar constancia, además, de que los integrantes del Directorio de la Comisión Minera que, de conformidad al artículo 82º de la ley Nº 18.045 sobre Mercado de Valores, sean personas con interés en una emisión de valores cuyos informes técnicos o reportes públicos estén siendo conocidos o investigados por la Comisión Minera, no podrán participar en el debate y en la adopción de cualquier acuerdo relativo a dichos informes o reportes, debiendo retirarse de la respectiva sesión.



Para los efectos previstos en el artículo 82º de la citada ley, los integrantes del Directorio de la Comisión Minera deberán prestar, de conformidad con lo dispuesto en el reglamento, una declaración jurada que acredite que no tienen interés en los asuntos que han llegado a conocimiento de la Comisión Minera en virtud de su mandato legal.



Artículo 12. Cesación en el cargo de Director. Los estatutos de la Comisión Minera deberán establecer normas relativas a la cesación en el cargo de director, precisando que sólo cesarán anticipadamente en su cargo en caso de fallecimiento, renuncia, inhabilidad, incompatibilidad o inasistencia injustificada a cuatro sesiones consecutivas o a seis dentro de un año calendario.



Los estatutos deberán disponer que, habiendo cesado un director en su cargo, se deberá designar un reemplazante por la institución que haya designado al Director que deba reemplazarse, por el resto del período que le faltare cumplir al reemplazado.



Se deberá establecer además que éste procedimiento se aplicará en caso que, como consecuencia del ejercicio del deber de abstención a que se refiere el artículo precedente, no sea posible alcanzar los quórum establecidos para sesionar y adoptar acuerdos. En tal supuesto, los estatutos deberán señalar que los correspondientes reemplazos durarán sólo hasta que cese el conflicto de interés del integrante del Directorio reemplazado.



Artículo 13. Carácter reservado de la información. Sanciones. Los integrantes del Directorio de la Comisión Minera cuya constitución se autoriza por esta ley, como asimismo su Secretario Ejecutivo y toda otra persona que tome conocimiento en razón de sus funciones, deberán guardar reserva de la información, documentos y antecedentes que lleguen a su conocimiento, salvo que éstos sean requeridos por alguna autoridad pública con facultades legales para ello o por los Tribunales de Justicia.



Del mismo modo les estará prohibido valerse, directa o indirectamente, en beneficio propio o de terceros, de la información a que tengan acceso en el desempeño de sus funciones, durante a lo menos 5 años una vez cesado en el cargo.



Las infracciones a estas obligaciones serán sancionadas con las penas de reclusión menor en cualquiera de sus grados e inhabilitación temporal para cargos y oficios públicos por el tiempo de la condena.



Artículo 14. Libro de Actas. Los estatutos de la Comisión Minera deberán prescribir que las deliberaciones y acuerdos del Directorio de la misma se escrituren en un libro de actas que al efecto deberá llevar su Secretario Ejecutivo.



Se entenderá aprobada el acta y por consiguiente los acuerdos que en ella consten, desde el momento mismo de su firma por parte de los asistentes a la reunión correspondiente. Si algún integrante quisiera salvar su responsabilidad por un acto o acuerdo del Directorio de la Comisión Minera, deberá hacer constar su oposición en el acta. Asimismo, el integrante asistente que estimare que un acta adolece de inexactitudes u omisiones, tiene el derecho de estampar, antes de firmarla, las salvedades correspondientes.



Artículo 15. Fiscalización. No obstante lo dispuesto en el artículo 6° de esta ley, los integrantes y miembros de la Comisión Minera estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en lo que concierne al cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para tener tales calidades. Asimismo, la Comisión Minera estará sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en lo que dice relación con la corrección legal y reglamentaria de sus procedimientos internos.



El Directorio de la Comisión Minera deberá remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros y al Ministerio de Minería copia autorizada de las citaciones a sus reuniones y de sus correspondientes antecedentes, así como de todos sus acuerdos, dentro de las 48 horas siguientes a su despacho o adopción, de conformidad con lo dispuesto en el reglamento.



Anualmente la Comisión Minera deberá entregar a la Superintendecia de Valores y Seguros un balance auditado con indicación de todos sus ingresos y egresos durante ese período, de acuerdo a las instrucciones que ésta le imparta.



La Superintendencia de Valores y Seguros establecerá por medio de normas de carácter general la información que deberá aportarse en los informes técnicos que se elaboren para la emisión de valores. De igual forma, excepcionalmente y de manera fundada, la Superintendencia de Valores y Seguros podrá definir a qué sociedades cuyo objeto sea la exploración o explotación de minerales no se les hará exigible la elaboración de los informes técnicos a que se refiere esta ley. 



La Superintendencia de Valores y Seguros y el Ministerio de Minería deberán coordinar sus actuaciones a fin de facilitar a aquella el cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras. 



Artículo 16. Patrimonio y financiamiento. El patrimonio de la Comisión Minera estará formado por los aportes que de conformidad con los prescrito en esta ley, su reglamento, y los estatutos de la misma, hagan sus miembros, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, por el producto de sus bienes o servicios de conformidad a lo dispuesto en el reglamento y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado, y demás bienes que adquiera a cualquier título.



Las donaciones a que se refiere el inciso anterior no requerirán del trámite de insinuación judicial y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecido en la ley N° 16.271.



La Comisión Minera podrá exigir el pago de una tasa por el otorgamiento del certificado de vigencia de conformidad con lo establecido en el reglamento, así como de cualesquiera otros certificados que en cumplimiento de sus funciones se le solicite.



Los gastos que demande el funcionamiento de la Comisión Minera, como también del Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, serán financiados por las instituciones señaladas en el artículo 6º de esta ley, en la forma y proporción que establezca el reglamento.

Título III

De las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras


Artículo 17. Definición. Son Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras aquellas que se encuentran inscritas en el Registro y cumplen con los requisitos establecidos en esta ley, su reglamento y demás normas complementarias.



Artículo 18. Facultades y deberes de las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras registradas. Sólo las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, con una certificación de vigencia de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° precedente, podrán suscribir o emitir un informe técnico para una oferta pública de valores. Asimismo, sólo las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras podrán suscribir o emitir reportes públicos. Sin perjuicio de lo anterior, toda otra persona que ejerza habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación de un actual o potencial emisor de valores, solamente podrá divulgar reportes públicos sólo si éstos han sido previamente suscritos o emitidos por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras.



Para la elaboración de los informes técnicos y los reportes públicos, las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras deberán ceñirse estrictamente a las normas, reglas, criterios y procedimientos establecidos en el Código, como asimismo a todas aquellas otras normas de carácter técnico que la Comisión Minera dicte en uso de sus facultades legales.



Quienes no se encuentren inscritos en el referido Registro no podrán publicitar su carácter de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, ni usar membretes, planchas o distintivo alguno que los individualice como tales.



Artículo 19. Deber de proporcionar información transparente. Las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, en el cumplimiento de las funciones descritas en esta ley, estarán obligadas a proporcionar, en forma transparente y no ambigua, toda la información necesaria para poder tomar decisiones de inversión en proyectos de esta naturaleza. En consecuencia, serán inoponibles ante terceros todo tipo de contratos, cláusulas u otro acto o acuerdo de confidencialidad suscritos por las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, que limiten o restrinjan de alguna manera la entrega completa, veraz y oportuna de la información antes señalada.



Artículo 20. Responsabilidad y Pena. Las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras responderán de culpa levísima en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere afectarles.



En el evento que un informe técnico o un reporte público hayan sido suscritos o emitidos por más de una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, éstas responderán solidariamente de los perjuicios causados por sus actuaciones culposas o dolosas. Asimismo, serán solidariamente responsables de los perjuicios causados, el emisor de valores de oferta pública que hubiere encargado o presentado el informe técnico o divulgado el reporte público.



Las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras que suscriban o emitan informes técnicos o reportes públicos falsos o dolosos, y las personas a que se refiere el inciso primero del artículo 18 que divulguen reportes públicos sin que los mismos hayan sido previamente suscritos o emitidos por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, sufrirán la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo y multa a beneficio fiscal por un valor de hasta 4.000 unidades de fomento.



Cuando en el ejercicio de sus funciones la Comisión Minera tome conocimiento de hechos en los que haya participado una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, que pudieran ser constitutivos de crimen o simple delito, deberá denunciarlos a la Justicia Ordinaria.

Título IV

De la reconsideración



Artículo 21. Reconsideración de los acuerdos del Directorio de la Comisión Minera. Las personas o entidades que estimen que los actos o acuerdos que dicte la Comisión Minera no se ajustan a la ley, reglamentos o normas que le compete aplicar, podrán solicitar su reconsideración de acuerdo a lo establecido en el artículo siguiente.



Artículo 22. Petición de reconsideración. Se podrá solicitar al Directorio de la Comisión Minera la reconsideración de un acto o acuerdo de este último, siempre que en la petición se aporten nuevos antecedentes técnicos que no se conocieron al momento de dictarse el respectivo acto o acuerdo. La petición se formulará por escrito y contendrá en forma clara y precisa los hechos en que se fundamenta.



El plazo para la presentación del escrito es de veinte días, contados desde la notificación del respectivo acto o acuerdo. La Comisión Minera dispondrá de otros quince días para resolver, transcurridos los cuales, sin que la Comisión Minera se hubiere pronunciado, se entenderá que rechaza la reconsideración.



Si el escrito de reconsideración fuera rechazado, las personas que estimen haber sido afectadas por la resolución de la Comisión Minera, podrán recurrir a los tribunales ordinarios de justicia a fin de hacer valer sus derechos, conforme a las normas generales.

Título V

De los plazos y notificaciones



Artículo 23. Plazos. Los términos de días que establece esta ley se entenderán de días hábiles.



Artículo 24. Notificaciones. Las notificaciones que practique la Comisión Minera se harán por carta certificada, y los plazos a que ellas se refieran empezarán a correr a partir del tercer día después de enviada la notificación.

Título VI

Disposiciones Transitorias



Artículo primero.- A los integrantes del primer Directorio no les será aplicable el requisito establecido en el artículo 11 de esta ley, respecto a la necesidad de poseer la calidad de Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras para ser integrante del Directorio de la Comisión Minera.



Sin embargo, deberán adquirir el carácter de tal dentro del plazo de seis meses contados desde la aceptación del cargo. Transcurrido dicho plazo, el integrante del Directorio de la Comisión Minera que no diere cumplimiento a la citada obligación deberá ser reemplazado por aquél que lo haya designado, por el resto del período que le faltare al reemplazado.



Artículo segundo.- Las personas jurídicas a que se hace referencia en el inciso primero del artículo 6°, deberán constituir legalmente la Comisión Minera dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho plazo se podrá prorrogar, por igual término, por una sola vez.


Artículo tercero.- El reglamento para la aplicación de esta ley, deberá dictarse dentro de los noventa días siguientes a su publicación.”.

______________

Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece disposiciones para 

la protección agrícola.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta, de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, constituida de conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola, correspondiente al Boletín Nº 3.770-01.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras se produjo por el rechazo que la Honorable Cámara de Diputados hizo, durante el tercer trámite constitucional, de las enmiendas introducidas por el Honorable Senado, en el segundo trámite constitucional, al artículo 1º, Nº 2, letra b, y al artículo 2º, letra b.


Añade que la Comisión Mixta, en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, como forma y modo de resolver las discrepancias entre ambas Cámaras, efectuó la siguiente proposición:

“Artículo 1º

Nº 2

Letra b



Sustituirla por la siguiente:



“b.- Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:



La infracción de faltar a la verdad establecida en el artículo 21 de este decreto ley será sancionada por el Servicio con multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales.”.

Artículo 2º

Letra b



Contemplarla con el siguiente texto: 



“b.- Elimínase su inciso segundo”.”.


Finalmente, el señor Secretario General informa que la Honorable Cámara de Diputados, en la sesión del día 21 de diciembre de 2006, rechazó la proposición de la Comisión Mixta que se ha transcrito.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Sabag y Espina.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

“PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Modifícase el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece normas sobre protección agrícola, en la forma que se indica:



1.- Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:



“Artículo 21.- Los vegetales, animales, productos de origen vegetal o animal, productos químicos y biológicos para uso en actividades agrícolas, los productos farmacéuticos de uso exclusivamente veterinario y productos para alimentación animal que pretendan ingresarse al país, serán revisados por el Servicio Agrícola y Ganadero antes de su nacionalización. Practicada la revisión, el Servicio podrá ordenar algunas de las siguientes medidas: libertad de ingreso, reexportación, desinfección o desinfectación, industrialización, cuarentena o eliminación. Los gastos que demande la ejecución de estas medidas, serán de cargo de los importadores o interesados.



Toda persona que ingrese al país, incluidos los diplomáticos y funcionarios oficiales chilenos, de gobiernos extranjeros y de organismos internacionales, deberá declarar bajo juramento en formularios especiales, el hecho de portar o traer consigo, en sus vestimentas, en su equipaje o de algún modo en el medio de transporte en el que se traslada, uno o más de los bienes a que se refiere el inciso anterior, cuando éstos no tengan el carácter de carga comercial.



El formulario en el que conste la declaración jurada ya efectuada, deberá exhibirse al funcionario del control migratorio, siendo dicha exhibición, requisito para obtener la autorización de ingreso al país. La fiscalización del contenido y veracidad de la declaración, le corresponderá al Servicio Agrícola y Ganadero en las materias de su competencia.



El que faltare a la verdad en su declaración será sancionado con multa de conformidad a esta ley, sin perjuicio de las demás medidas que pueda adoptar la autoridad sanitaria para proteger el patrimonio fito y zoosanitario.



En el caso que la infracción indicada en el inciso precedente fuere cometida por el conductor de un medio de transporte o vehículo particular, los propietarios de estos medios serán solidariamente responsables del pago de las multas que en virtud de este artículo fueren aplicadas.



Las empresas de transporte aéreo, marítimo y terrestre, deberán dar a conocer a sus pasajeros previo al desembarque del medio de transporte respectivo, la obligación de prestar la declaración jurada que trata este artículo, los bienes que deben ser objeto de declaración y la penalidad de su infracción. El Servicio Agrícola y Ganadero, reglamentará y fiscalizará la forma en que las empresas de transporte deberán cumplir esta obligación.



Los formularios a que se refiere este artículo, elaborados o autorizados por el Servicio Agrícola y Ganadero, deberán permitir una adecuada comprensión de lo que debe declararse, señalando por vía ejemplar los principales bienes que deben entenderse incluidos en el concepto de producto de origen vegetal o animal. Asimismo, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá, en coordinación con los demás servicios públicos que exijan declaraciones de ingreso a personas, establecer formularios conjuntos, caso en el cual ejercerán sus facultades de fiscalización de acuerdo a sus respectivas competencias.”.



2.- Elimínase en el inciso primero del artículo 42, la expresión “21, inciso cuarto,”.”.



3.- Derógase el artículo 43.



Artículo 2º.- Agrégase en el inciso primero del artículo 49 de la ley Nº 18.755, orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero, a continuación de la palabra “plagas”, la frase “y de la infracción de la declaración jurada de que trata el decreto ley Nº 3.557, de 1981.”.”.

_____________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales, con 

segundo informe de la Comisión de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de este asunto, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités el día de hoy y para el sólo efecto de conocer la exposición del señor Presidente de la Comisión de Hacienda.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ominami.

- - -



Luego, el señor Presidente señala que queda pendiente la discusión en particular del proyecto, para la sesión ordinaria de mañana.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) A los señores Ministro de Obras Públicas y Secretario Regional Ministerial de dicha Cartera de Estado de la IX Región, solicitando el asfaltado de la ruta Traiguén-Galvarino y de los caminos vecinales de los sectores de Chufquén y Quino, en las comunas de Traiguén y Victoria, respectivamente, como asimismo la reparación de la cuesta Chufquén;



2) Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la IX Región, solicitando la reconstrucción del Puente Laucha, de la localidad de Cajón, comuna de Vilcún, a fin de dotarlo de dos pistas y la instalación de una nueva pasarela peatonal en el lugar donde se ubica dicho puente;



3) A los señores Secretario Regional Ministerial de Salud y Director de Salud de la Araucanía Norte, con el objeto de que se estudie la posibilidad de otorgar prácticas en el Hospital de Angol a los alumnos de la especialidad de enfermería del Liceo EDUCASE, de esa comuna, y 



4) Al señor Vicepresidente del Banco Estado, solicitando el envío de diversos antecedentes en relación con abusos y otros hechos ocurridos en la sucursal del Banco en la comuna de Collipulli.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Ministro de Hacienda y a la señora Ministra de Educación, solicitando considerar los planteamientos formulados por el Comité de Profesores Jubilados de Ovalle, en relación con el pago de la deuda histórica que se mantiene con ese gremio, establecida en el artículo 40 del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y



2) A la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional de Medio Ambiente, solicitando considerar los planteamientos efectuados por diversas juntas de vecinos de la comuna de Los Andes, en relación con los Estudios de Impacto Ambiental del Proyecto “Embalse Puntilla del Viento”. 


- Del Honorable Senador señor García:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando informar el estado en el que se encuentra la ejecución del proyecto de construcción de defensas ribereñas en Llollelhue, Peñehue e Isla Llicán, en la comuna Teodoro Schmidt, y la reparación del puente del sector Las Vertientes, localidad de Radal, comuna de Freire; 



2) Al señor General Director de Carabineros de Chile y, por su intermedio, al señor Prefecto de Carabineros de Cautín, solicitando información acerca del estado en el que se encuentra el proyecto para otorgar la calidad de Tenencia al actual Retén de la comuna Teodoro Schmidt, IX Región; 



3) Al señor Subsecretario de Obras Públicas, solicitando aclarar la contradicción existente entre el anuncio emitido por él y la información proporcionada por el Ministro de Obras Públicas, en relación con la construcción de un tercer puente sobre el río Cautín, tendiente a mejorar la conectividad entre las comunas de Temuco y Padre Las Casas, IX  Región; 



4) Al señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, solicitando información acerca de la etapa de tramitación en la que se encuentra la donación de un terreno efectuado por don José Vicente Peillán a la Comunidad Antonio Pilcol para la construcción de una sede social;



5 ) Al señor Director Nacional del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, para que proporcione todos los antecedentes que obren en su poder relativos a la entrega de $ 52.500.000, aprobados por dicha Institución, para la IX Región en el año 2005;



6) Al señor Intendente de la IX Región, para que informe el estado en el que se encuentra el proyecto de agua potable rural del sector de Rehuelhue, comuna Teodoro Schmidt, IX Región; 



7) Al señor Alcalde de la comuna Teodoro Schmidt, IX Región, solicitando que informe acerca del estado en el cual se encuentran los siguientes proyectos:



i) Construcción de la sede comunitaria de la Junta de Vecinos Rayén Huidima y de la Estación Médico Rural del sector de Huidima; 



ii) Construcción de un refugio peatonal en Coipúe Bajo, sector de Los Cauces, Comunidad Fernando Peña, en el kilómetro 7 del Camino Nuevo de Barros Arana a Imperial, y



iii) Reparación y mejoramiento del camino vecinal del sector Queipúe;



8) Al señor Secretario Regional Ministerial de Trabajo y Previsión Social de la IX Región, para que informe si se tiene contemplado desarrollar para el año 2007 proyectos de generación de empleos en el sector de Huidima, comuna de Teodoro Schmidt;



9) Al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de La Araucanía, para que informe de las medidas que se adoptarán para controlar la plaga de ratones en la localidad de Labranza, comuna de Temuco, y del estado en que se encuentra el proyecto de construcción de la Estación Médico Rural del sector de Huidima, comuna de Teodoro Schmidt; 



10) Al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de La Araucanía, solicitando que informe sobre los programas gubernamentales destinados a la construcción de casetas sanitarias rurales, indicando cuáles son las instituciones encargadas de acoger dichos proyectos y los programas de mejoramiento de viviendas a los que pueden postular la familias favorecidas por el Subsidio Habitacional Rural; 



11) Al señor Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario de la IX Región, solicitando que estudie la posibilidad de crear una plaza de pago en el sector de Huidima, comuna de Teodoro Schmidt, y 



12) Al señor Gerente General del Banco Estado para que informe acerca del avance del proyecto destinado a la instalación de una sucursal del Banco en la comuna de Teodoro Schmidt, IX Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores de conformidad al Reglamento del Senado.

________________



En el tiempo del Comité del Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señora Prokurica, quien se refiere a los problemas que enfrenta el Hospital de Huasco, en la III Región, en relación con su categorización o posible cierre y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud requiriendo que informe sobre la materia, especialmente en cuanto a los cambios que se pretende efectuar en dicho centro asistencial y si ellos afectarán la atención que actualmente se brinda a la población de esa Provincia.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado Honorable señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

________________



En el tiempo del Comité del Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ominami, quien se refiere a las encuestas que se realizan a través de la página web de la Corporación, por medio del sitio denominado “Senador Virtual”, en donde las personas pueden votar acerca de diferentes temas, señalando que una de las últimas preguntas realizadas consistió en saber la opinión acerca de si debía legislarse o no sobre el aborto, cuyo resultado, a diferencia de lo ocurrido con otros, no quedó archivado en el sistema, por lo que solicita una explicación respecto de la decisión que se adoptó.

_________________



Se deja constancia que no hacen uso de sus tiempos los Comités de los Partidos Demócrata Cristiano, Por la Democracia, Radical Social Demócrata y Unión Demócrata Independiente.

- - -



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 83ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 10 DE ENERO DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez  y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros de Justicia, don Isidro Solís Palma y de Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones septuagésima, septuagésima séptima, septuagésima octava y septuagésima novena, todas ordinarias, octogésima, extraordinaria y octogésima primera, ordinaria, de 15 de Noviembre, 13, 19 y 20 de Diciembre de 2.006, y 3 de Enero de 2.007, respectivamente, que no han sido observadas.

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (Boletín 4.361-11).



-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, que responde un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Allamand y Horvath, sobre las medidas adoptadas para impedir la contaminación del Lago Ranco.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, en que demandó una solución a los desbordes que se producen en la ribera norte de la Laguna Pullinqui.



De la señora Superintendenta de Administradoras de Fondos de Pensiones, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo al cierre de la oficina de la A.F.P Provida S.A, en la ciudad de Cauquenes.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta designación de administrador provisional en establecimientos educacionales subvencionados en casos que indica (Boletín Nº 4.503-04).



-- Queda para tabla.

Mociones



De la Honorable Senadora señora Alvear, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, fijando horario de funcionamiento de establecimientos comerciales, en las fechas que indica (Boletín N° 4.824-13).



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que hace aplicable disposiciones relativas a feriados obligatorios que indica a supermercados y multitiendas (Boletín N° 4.825-13).



-- Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Honorables Senadores señores Horvath y Gómez, con la que inician un proyecto de ley sobre término de procedimiento de cobro de deudas ante Juzgados de Policía Local, en caso que señala (Boletín N° 4.826-07 ).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Pérez Varela, que extiende el funcionamiento de los juzgados del crimen que indica.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental, al tener relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado.



Moción de los Honorables Senadores señores Orpis, Chadwick, Coloma, Pérez Varela y Prokurica, que regula la producción y uso de biocombustibles, concede atribuciones a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, y establece exención tributaria que indica.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en los números 1° y 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política, al incidir en materias tributarias y en atribuciones de un servicio público.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Frei y Naranjo, que modifica el Reglamento del Personal del Senado, en lo relativo al sistema de calificaciones y retiro de funcionarios (Boletín N° S 933-09). 



-- Pasa a la Comisión de Régimen Interior.



Del Honorable Senador señor Espina y diversos señores Senadores, sobre derechos compensatorios a las importaciones de harina de trigo (Boletín N° S 932-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

- - -



Durante la lectura de la Cuenta llega a la Mesa un informe de la Comisión  de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley que prorroga la entrada en vigencia de las leyes N°s 20.022 y 20.087, sobre nueva justicia laboral (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.811-13).



-- Queda para tabla.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien solicita dirigir oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República, al señor Ministro de Hacienda y a la señora Ministra de Minería y Energía con el objeto de requerir el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que contenga las ideas contenidas en la moción que presentara junto con los Honorables Senadores señores Chadwick, Coloma, Pérez Varela y Prokurica, que regula la producción y uso de biocombustibles, concede atribuciones a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, y establece tributación que indica, que fue declarada inadmisible por contener materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo objeción, se accede a lo solicitado.

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que prorroga la entrada en vigencia de las leyes Nos 20.022 y 20.087, sobre nueva justicia laboral,

con informe de la Comisión de Trabajo y 

Previsión Social.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que prorroga la entrada en vigencia de las leyes Nos 20.022 y 20.087, sobre nueva justicia laboral, correspondiente al Boletín Nº 4.811-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Añade que la Comisión discutió este proyecto en general y en particular a la vez, y por las consideraciones expuestas en su informe, le dio su aprobación por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores Alvear y señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto, proponiendo a la Sala la aprobación del siguiente 

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Sustitúyese en el artículo 16 de la ley Nº 20.022, el guarismo “2007” por “2008”.



Artículo 2º.- Sustitúyese en el artículo 1º transitorio de la ley Nº 20.087, el guarismo “2007” por “2008”.”.



Finalmente, el señor Secretario General informa a la Sala que en atención a la calificación de la urgencia, y conforme lo dispone el artículo 127 del Reglamento del Senado, corresponde que el proyecto sea discutido en general y en particular a la vez.

- - -



En discusión en general y particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier y Larraín.

- - -



A continuación, el señor Presidente anuncia que han llegado a la Mesa, en este momento, las siguientes solicitudes, de las cuales da cuenta el señor Secretario General: 



i) Del Honorable Senador señor García, mediante la cual solicita al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala, en orden a fijar un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre protección de glaciares, correspondiente al Boletín Nº 4.205-12, hasta las 12 horas del día jueves 15 de marzo próximo; 



ii) Del Honorable Senador señor Espina, por la que solicita al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala para modificar el acuerdo adoptado por los Comités, en el día de ayer, relativo al plazo fijado para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones en la ley N° 19.220, sobre bolsas de productos agropecuarios, correspondiente al Boletín Nº 4.329-01, reduciendo ese lapso hasta las 12 horas del día lunes 15 de enero próximo.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez, y



iii) Recabar el acuerdo de la Sala para dejar sin efecto el acuerdo de Comités del día de ayer que destinó el tiempo de Incidentes de la sesión ordinaria del próximo martes 16 de enero en curso, para tratar el tema de los aranceles universitarios.



En relación con este punto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez.



Consultada la opinión de la Sala acerca de estas solicitudes, no habiendo objeción, se accede a lo solicitado.

- - -



Continuando con la discusión en general del proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Allamand, señora Alvear y señor Muñoz Aburto, al señor Ministro de Justicia y a los Honorables Senadores señores Gómez, Longueira, Espina y Ominami.

- - -



El señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Allamand, quien le solicita que se le permita, en el momento oportuno, referirse a diversas expresiones vertidas en la Sala en cuanto a su persona.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina deja constancia que desde hace nueve meses se viene anunciando por el Gobierno la ejecución de acciones en materia de seguridad ciudadana, sin haber adoptado ninguna medida en ese ámbito, inclusive teniendo que suspender la aplicación de los programas denominados “Barrio Seguro” y “Comuna Segura”, que, aseveró, fueron un fracaso rotundo.

- - -



El señor Presidente, en atención al escaso tiempo que resta para la hora de término del Orden del Día, sugiere a la Sala que se abra la votación y los señores Senadores que se encuentran inscritos para hacer uso de la palabra fundamenten su voto.



Así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto, es aprobado por 31 votos a favor y 1 pareo.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Bianchi y Escalona, señora Matthei y señores Núñez y Ruiz-Esquide.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Zaldívar.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- De los Honorables Senadores señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Espina, García, Novoa, Pérez Varela, Prokurica y Romero, a los señores Fiscal Nacional del Ministerio Público, General Director de Carabineros de Chile y Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, reiterando los oficios que se indica, de 13 de noviembre pasado, con el objeto de solicitar la nómina de las villas y poblaciones del país que presentan altos niveles de delitos graves, de tráfico y de micrográfico de drogas.



Del Honorable Senador señor Coloma a la señora Contralora General de la República subrogante, solicitando información respecto de los proyectos de CHILEDEPORTES ejecutados en la VII Región en los años 2005 y 2006; del proyecto específico de dicha Subsecretaría en el Club de Tenis de Talca y en cuanto a los planes de empleo en esa Región desde el año 2001 a 2006.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) A la señora Contralora General de la República subrogante y a los señores Ministros del Interior y de Relaciones Exteriores y señor Rector de la Universidad de Chile, solicitando que se informe de las exigencias normativas que se contemplan para el ejercicio de la profesión de ingeniero en el país; 


2) Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, solicitando que estudie la posibilidad de llevar a efecto las gestiones necesarias para materializar los acuerdos transfronterizos que consigna el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá, en relación con el anexo de servicios profesionales de ingeniería, suscrito en la ciudad de Ottawa en el mes de junio de 2001, y el Memorando de Acuerdo sobre procedimientos para el otorgamiento mutuo de licencias profesionales para ingenieros;



3) Al señor Ministro de Hacienda, solicitando su pronunciamiento acerca de la mantención del subsidio que establece la ley Nº 18.768, para la contratación por parte de empresas exportadoras de asesorías técnicas calificadas extranjeras, y



4) A la señora Ministra de Educación, para que informe la forma en que se está fiscalizando el otorgamiento del título de ingeniero respecto de las carreras universitarias que se contemplan en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, toda vez que existen Instituciones de Educación Superior que ofrecen programas académicos bajo la denominación de Ingenierías, apartándose de la normativa legal.



- Del Honorable Senador señor García al señor Director de Presupuestos, solicitando la información relativa al costo fiscal para cada año calendario entre los años 2008 y 2017, adicional a la entregada, en relación con el proyecto de ley que sustituye la pensión asistencial por un sistema de pensiones solidarias.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a las alzas que se han producido en las tarifas por el uso de las vías concesionadas y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe acerca de la materia.



Asimismo, solicita dirigir oficio, en su nombre, a la Secretaría Interministerial de Planificación de Transporte, para que informe acerca de los estudios de seguridad de la Ruta de la Madera de Santa Juana.



A continuación, el Honorable señor Senador se refiere al costo de las carreras universitarias y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación y al Consejo de Rectores, con el objeto de que informen sobre la materia.



En seguida, el señor Senador se refiere al endeudamiento de los municipios del país, en relación con la administración de la educación pública y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación y a la Asociación Chilena de Municipalidades A.G., para que informen sobre la materia.


Continuando con su intervención, el Honorable Senador señor Navarro se refiere a la inquietud manifestada por los funcionarios de la Empresa Nacional del Petróleo respecto de las modificaciones introducidas al Código del Trabajo en materia 

de subcontratación y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Gerente General de dicha Empresa para que informe acerca de la manera en que las están implementando.



Luego, se refiere a la deuda que mantienen con el Fondo Nacional de Salud las personas que se encuentran en tratamiento de diálisis y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud y, por su intermedio, al señor Director de dicho Servicio, para que informen cuál es el monto de la referida deuda.



Prosiguiendo con su intervención, el Honorable señor Senador se refiere a la desaparición de Ivanna Natalia Montoya Fernández, ocurrida en la ciudad de Iquique, el 28 de diciembre pasado, y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministro del Interior y Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, con el objeto de que se informe de las acciones que se están realizando para determinar el paradero de la menor.


Finalmente, el señor Senador se refiere a los problemas derivados de la inexistencia de señalización para el acceso a las vías alternativas a las autopistas concesionadas y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Coordinador General de de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, requiriendo la información sobre el particular.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del mencionado Honorable señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo de Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Longueira, quien se refiere al cobro de la tarifa de saturación en la vías concesionadas y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe sobre la materia.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del mencionado Honorable señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión, los Comités Partido Demócrata Cristiano, Mixto Partido Por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente y Partido Renovación Nacional e Independiente.
- - -



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PERMITE RENEGOCIAR, REPROGRAMAR O CONDONAR PARCIALMENTE  CRÉDITOS HIPOTECARIOS Y SALDOS RELACIONADOS CON PRÉSTAMOS PARA VIVIENDA QUE SE INDICAN

(3924-14)

Honorable Senado:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, de fecha 11 de julio de 2005.
Cabe destacar que conforme a lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular la iniciativa, por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó proponer que el proyecto  sea tratado del mismo modo por la Sala.

A la sesión en que vuestra Comisión analizó esta iniciativa, concurrió la Ministra de Bienes Nacionales, señora Romy Schmidt,  la  Jefe de la División Jurídica de esa Cartera de Estado, señora Pilar Vives y la Jefa de Planificación y Presupuesto, señora Gladys Román; la abogada asesora del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, señora Jeannette Tapia y el Abogado Asesor de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, don Hernán Moya. 
OBJETIVOS DEL PROYECTO


El Mensaje que originó esta iniciativa, persigue beneficiar a los deudores de las carteras de créditos habitacionales administradas por el Instituto de Normalización Previsional y por el Ministerio de Bienes Nacionales, con medidas similares a las establecidas a favor de los deudores de los Servicios de Vivienda y Urbanización. Con ello se pretende establecer un tratamiento uniforme para todos los deudores hipotecarios y favorecer, principalmente, a las personas de escasos recursos. 

Ahora bien, durante el estudio del proyecto en la Honorable Cámara de Diputados, se incorporó como beneficiarios del proyecto a los deudores de créditos hipotecarios concedidos por la Caja Central de Ahorros y Préstamos, por una Asociación de Ahorro y Préstamo o por una institución previsional, cuya cartera hubiere sido traspasada a un banco o sociedad financiera, señalados en el artículo 1° de la ley N° 19.199. 


Para tales efectos, el inciso primero del artículo único del proyecto, faculta al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Hacienda, establezca  las normas que permitan renegociar, reprogramar y condonar total o parcialmente los créditos hipotecarios provenientes de la cartera del Instituto de Normalización Previsional, como también los de la cartera de dominio fiscal que administra el Ministerio de Bienes Nacionales,  y aquéllos a que se refiere el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 19.199.

- - - - -
ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política de la República, artículo 64.


2.-  Ley N° 19.199.













3.- Ley N° 19.229, que autorizó el traspaso de la cartera de deudores hipotecarios de la ex ANAP al Ministerio de Bienes Nacionales. 

DISCUSIÓN 
La  Ministra de Bienes Nacionales, señora Romy Schmidt, expresó que la iniciativa en estudio se fundamenta en el principio básico de la equidad, otorgando a los sectores medios y bajos de los deudores hipotecarios, especialmente de la cartera fiscal, excluidos los SERVIU, beneficios similares a los concedidos a éstos últimos.

En relación al contenido del proyecto, manifestó que el inciso primero del artículo único faculta al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la ley,  dicte uno o más decretos con fuerza de ley, estableciendo las normas que regulen la cartera de créditos hipotecarios y saldos pendientes con préstamos para vivienda del Instituto de Normalización Previsional, y aquéllas de dominio fiscal a que se refiere la ley N° 19.229, con el objeto de renegociarlos y reprogramarlos; condonarlos parcialmente y otorgar una subvención base que asocie el diferencial entre la tasa de interés vigente de sus créditos y la Tasa Interna de Retorno Media para letras hipotecarias.

Enseguida, señaló que igualmente se faculta al Presidente de la República para  que establezca normas que otorguen beneficios a los deudores referidos en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 19.199 (Banca Privada Subvencionada), considerando criterios de edad, de condiciones socio-económicas y comportamiento de pagos.

En cuanto al inciso segundo, la Ministra de Bienes Nacionales, manifestó que la condonación será total respecto de deudores calificados de indigentes, y que se encuentren al día en el pago de sus dividendos, y de aquéllos que sólo adeuden los saldos relacionados de los préstamos para vivienda.

Prosiguió, destacando que el inciso tercero de la iniciativa permite disponer mayores beneficios para quienes presenten un menor saldo de la deuda, o se encuentren al día en el pago de sus dividendos o que sean calificados como pobres. Agregó que los tres factores ya señalados podrán combinarse considerando criterios etarios y las demás condiciones, plazos, modalidades y procedimientos para hacer efectivos tales beneficios. Destacó que esta norma es aplicable tanto a la cartera fiscal como a la de la banca privada subvencionada, a que se refiere el artículo 1° de la ley N° 19.199.

Luego la Secretaria de Estado, expresó que el inciso final del artículo único establece exenciones de todo derecho e impuesto respecto de los trámites notariales y las inscripciones conservatorias, reinscripciones, subinscripciones, cancelaciones, alzamientos y anotaciones que sean necesarios para formalizar las actuaciones y convenciones que se efectúen. 

A continuación, la señora Ministra de Bienes Nacionales se refirió al universo de beneficiarios, expresando que los deudores hipotecarios del INP alcanzan a 1.547 personas; los deudores ex ANAP que administra el Ministerio de Bienes Nacionales ascienden a 604 personas, y los deudores de la banca privada son 12.069 personas.

Indicó que el costo fiscal anual de los beneficios para los deudores del INP se estimó en $ 487 millones, en tanto que para los deudores de la cartera del Ministerio a su cargo, aseveró que los beneficios no tienen un costo fiscal directo, por cuanto actualmente esta Secretaría de Estado no recauda ingresos por concepto de dividendos de los créditos, al considerar que los mismos son incobrables.

Respecto de la cartera que mantiene la banca privada, agregó, que el costo fiscal de los beneficios adicionales dependerá de la caracterización económica, etaria y de comportamiento de pago de los deudores. No obstante, conforme a los antecedentes recabados se estima un monto aproximado de $7.700 millones.

Destacó que esta iniciativa otorgará un beneficio a 604 deudores hipotecarios que administra la Secretaría de Estado a su cargo, los cuales no han podido obtener una solución en leyes anteriores que han regulado su cartera hipotecaria, estimando que lo más adecuado para solucionar la carga de estos deudores es contemplar el componente etario, y relacionarlo con el nivel socio-económico del deudor, en consecuencia, y atendido que el proyecto permite la combinación de estos factores, se logrará poner término a la casi totalidad de los deudores que administra ese Ministerio.

El Honorable Senador señor Sabag consultó acerca del monto y valores involucrados en la deuda de la banca privada.

Sobre el particular, el Asesor de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, don Hernán Moya aseveró que esa entidad no cuenta con la información precisa acerca de las características etarias y socioeconómicas de los deudores de la banca, y que en definitiva de ello dependerá el gasto que dichos beneficios ocasionarán al Fisco por la aplicación de esta ley. Agregó que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras se comprometió a obtener tales antecedentes y aportarlos al Ministerio de Hacienda.

Añadió que, en todo caso, el Ministerio de Hacienda ha estimado que el costo ascendería a $ 7.700 millones, tal como se indica en el Informe Financiero.

El Honorable Senador señor Naranjo preguntó si existe información de los deudores que serán beneficiados, desagregada por regiones. Asimismo, consultó cuales son los bancos comerciales que tienen la cartera de los deudores hipotecarios a que se refiere la ley N° 19.199. 
Al respecto, la señora Ministra de Bienes Nacionales, manifestó que respecto de la cartera hipotecaria administrada por ese Ministerio cuenta con la información desagregada, haciendo entrega de dichos antecedentes, los que se adjuntan y forman parte como anexo al presente Informe.

Agregó que en relación a la cartera del INP y de la banca privada carece de información, toda vez que, como ya se dijo, su obtención presenta mayor dificultad.

Luego, el señor Moya señaló que las carteras hipotecarias privadas se encuentran concentradas en los Bancos del Estado, del Desarrollo, y Santander Santiago.
Enseguida, el Honorable Senador señor Prokurica requirió información sobre el motivo por el cual el Ejecutivo optó por la vía de la legislación delegada y no, derechamente, por una ley.

La señora Jeannette Tapia, Abogada Asesora del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, señaló en primer término que esta iniciativa ingresó a trámite legislativo en la misma fecha en que se otorgaron beneficios a los deudores SERVIU, agregando que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo tiene competencia para otorgar directamente dichos beneficios, aseverando que el INP y el Ministerio de Bienes Nacionales carecen de tal facultad.

Indicó que en la aplicación de los decretos para los deudores SERVIU se constató la necesidad de establecer parámetros de carácter técnico que se regularon por vía reglamentaria y, a consecuencia de ello, se estimó conveniente otorgar igual flexibilidad a las otras carteras hipotecarias, destacando que señalar en la ley la edad u otros criterios socioeconómicos para acceder al beneficio se traduce en una rigidización del sistema.

- - - - -
Puesta en votación la iniciativa, fue aprobada en general y en particular, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Prokurica y Sabag.
- - - - -
TEXTO DEL PROYECTO
A continuación se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo, os propone aprobar en general y en particular:


“Artículo único.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para efectuar la renegociación, reprogramación o condonación parcial de los créditos hipotecarios y de los saldos relacionados con préstamos para vivienda de que sea titular el Instituto de Normalización Previsional, como también de los créditos hipotecarios que conforman la cartera de dominio fiscal que administra el Ministerio de Bienes Nacionales en virtud de lo dispuesto en la ley N° 19.229. Asimismo, se le faculta para otorgar a los deudores de las mencionadas instituciones una subvención base que asocie el diferencial entre la tasa de interés vigente de sus créditos y la Tasa Interna de Retorno Media para Letras Hipotecarias publicada diariamente por la Bolsa de Valores de Santiago. Igualmente, establecerá las normas para otorgar beneficios a los deudores de los créditos a que se refiere el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 19.199, considerando criterios etarios, de condición socio-económica y de comportamiento de pago.


La condonación será total respecto de los deudores que sean calificados como indigentes y se encuentren al día en el pago de sus dividendos, y de aquellos que sólo adeuden los mencionados saldos de los préstamos para vivienda.


En uso de la facultad señalada en el inciso primero, el Presidente de la República podrá disponer mayores beneficios a quienes deban un saldo menor deudor; se encuentren al día en el  pago de sus dividendos o sean calificados como pobres. Asimismo, podrá establecer combinaciones de los factores señalados, considerando criterios etarios y las demás condiciones, plazos, modalidades y procedimientos para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el mencionado inciso.


Los trámites notariales y las inscripciones, reinscripciones, subinscripciones, cancelaciones, alzamientos y anotaciones que deban efectuarse en los Conservadores de Bienes Raíces para formalizar las actuaciones y convenciones a que se refiere este artículo estarán exentas de todo derecho e impuesto.”.

- - - - -
Acordado en sesión celebrada el día lunes 15 de enero de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosaín Sabag Castillo (Presidente), Jaime Naranjo Ortíz y Baldo Prokurica Prokurica.

Sala de la Comisión, a  16 de enero de 2007.

(Fdo.):MAGDALENA PALUMBO OSSA,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PERMITE RENEGOCIAR, REPROGRAMAR O CONDONAR PARCIALMENTE  CRÉDITOS HIPOTECARIOS Y SALDOS RELACIONADOS CON PRÉSTAMOS PARA VIVIENDA QUE SE INDICAN

(3924-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el ex Presidente de la República, don Ricardo Lagos.

A la sesión en que se trató el proyecto asistió, además de sus miembros, el asesor de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señor Hernán Moya.
- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Cabe destacar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, considerando que el proyecto en informe es de artículo único, y visto lo dispuesto por el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, lo discutió en general y en particular a la vez, y acordó proponer al Senado adoptar igual procedimiento.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto del artículo único del proyecto, en los términos en que fue aprobado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo, como reglamentariamente corresponde.

Discusión


Al darse inicio al análisis del proyecto en informe el Honorable Senador señor Sabag expresó que la iniciativa en estudio busca dar una solución a los deudores de la ex Asociación nacional de Ahorro y Préstamo (ANAP) y que otorga a los sectores medios y bajos de los deudores hipotecarios, especialmente de la cartera fiscal, excluidos los SERVIU, beneficios similares a los concedidos a éstos últimos.




El Honorable Senador señor Ominami consultó a cuántos deudores favorece el proyecto y por el tipo de beneficios que entrega.

El representante del Ejecutivo explicó que el proyecto faculta al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la ley,  dicte uno o más decretos con fuerza de ley, estableciendo las normas que regulen la cartera de créditos hipotecarios y saldos pendientes con préstamos para vivienda del Instituto de Normalización Previsional, y aquéllas de dominio fiscal a que se refiere la ley N° 19.229, con el objeto de renegociarlos y reprogramarlos; condonarlos parcialmente y otorgar una subvención base que asocie el diferencial entre la tasa de interés vigente de sus créditos y la Tasa Interna de Retorno Media para letras hipotecarias.

Afirmó que también se faculta al Presidente de la República para que establezca normas que otorguen beneficios a los deudores referidos en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 19.199 (Banca Privada Subvencionada), considerando criterios de edad, de condiciones socio-económicas y comportamiento de pagos.


Respecto del universo de beneficiarios, informó que sería aproximadamente de 14.220 deudores, de los cuales los deudores hipotecarios del INP alcanzan a 1.547 personas; los deudores ex ANAP que administra el Ministerio de Bienes Nacionales ascienden a 604 personas, y los deudores de la banca privada son alrededor de 12.069 personas.





Hizo notar que el proyecto se origina en la circunstancia de que durante la anterior Administración se otorgaron beneficios a los deudores del SERVIU, y que el Ejecutivo consideró necesario otorgar después beneficios similares a los deudores que permanecían en cartera fiscal.





Ante una consulta en ese sentido, aseveró que las deudas se contrajeron fundamentalmente entre los años 1965 y 1975.





El Honorable Senador señor Novoa preguntó si la delegación de facultades que contempla la iniciativa incluye a los deudores ex ANAP traspasados a los bancos.





El personero del Ejecutivo aclaró que, precisamente para abarcar el caso mencionado por el Honorable Senador señor Novoa, en la Cámara de Diputados se había agregado una norma al inciso primero del artículo único del proyecto, que dispone que igualmente establecerá las normas para otorgar beneficios a los deudores de los créditos a que se refiere el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 19.199 




- La Comisión aprobó el artículo único por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.
- - -

FINANCIAMIENTO





El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda con fecha 11 de julio de 2005 señala que “En el caso de los créditos hipotecarios por préstamos para vivienda de que sea titular el INP, se estima que la institución dejará de percibir anualmente $ 487.000 miles, por aplicación de las medidas señaladas, cantidad equivalente al 50% de los ingresos anuales que se perciben actualmente por tal concepto.”.





El referido documento agrega que “Respecto de los deudores cuya deuda habitacional fue transferida por el INP a la ex ANAP, pero mantienen saldos relacionados con éste (2.244 deudores), se considerará que la aplicación de las medidas que los benefician no producirán efecto alguno de menores ingresos. Asimismo, para el caso de Cartera Hipotecaria de Dominio Fiscal a que se refiere la ley N° 19.229 (Deudores ex ANAP), de los 35.000 deudores que fueron traspasados al Fisco bajo la administración del Ministerio de Bienes Nacionales (MBN), a la fecha existen alrededor de 900 deudores. El MBN considera incobrables estos créditos, por lo que no existirían menores ingresos por aplicación de las medidas propuestas que benefician a este tipo de deudores.”.





En informe financiero posterior, de fecha 31 de julio de 2007, con motivo de las indicaciones formuladas a la iniciativa en el primer trámite constitucional, se afirma textualmente:





“1.- De los 190.000 deudores ex anap que fueron traspasados a la banca, mediante procesos de enajenación que concluyeron en el año 1990, a la fecha quedan alrededor de 12.069 deudores con saldos pendientes. Estos deudores disponen en la actualidad de un beneficio fiscal que fue otorgado mediante la ley N° 19.199/1993, que subvenciona hasta el 20% del pago de cada dividendo efectuado oprtunamente.





2.- El costo de los beneficios adicionales a estos deudores, en los términos planteados en el proyecto de ley a que hace referencia esta indicación, dependerá de la caracterización económica, etárea y de comportamiento de pago de estos deudores, no obstante, en base a los antecedentes que se dispone, éste se estima en $ 7.700 millones aproximadamente.”.





En consecuencia, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para efectuar la renegociación, reprogramación o condonación parcial de los créditos hipotecarios y de los saldos relacionados con préstamos para vivienda de que sea titular el Instituto de Normalización Previsional, como también de los créditos hipotecarios que conforman la cartera de dominio fiscal que administra el Ministerio de Bienes Nacionales en virtud de lo dispuesto en la ley N° 19.229. Asimismo, se le faculta para otorgar a los deudores de las mencionadas instituciones una subvención base que asocie el diferencial entre la tasa de interés vigente de sus créditos y la Tasa Interna de Retorno Media para Letras Hipotecarias publicada diariamente por la Bolsa de Valores de Santiago. Igualmente, establecerá las normas para otorgar beneficios a los deudores de los créditos a que se refiere el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 19.199, considerando criterios etarios, de condición socio-económica y de comportamiento de pago.


La condonación será total respecto de los deudores que sean calificados como indigentes y se encuentren al día en el pago de sus dividendos, y de aquellos que sólo adeuden los mencionados saldos de los préstamos para vivienda.


En uso de la facultad señalada en el inciso primero, el Presidente de la República podrá disponer mayores beneficios a quienes deban un saldo menor deudor; se encuentren al día en el  pago de sus dividendos o sean calificados como pobres. Asimismo, podrá establecer combinaciones de los factores señalados, considerando criterios etarios y las demás condiciones, plazos, modalidades y procedimientos para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el mencionado inciso.


Los trámites notariales y las inscripciones, reinscripciones, subinscripciones, cancelaciones, alzamientos y anotaciones que deban efectuarse en los Conservadores de Bienes Raíces para formalizar las actuaciones y convenciones a que se refiere este artículo estarán exentas de todo derecho e impuesto.”.

- - -


Acordado en sesión de fecha 17 de enero de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 17 de enero de 2007.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 23 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA ESTABLECER NORMAS SOBRE DESCANSOS EN TIERRA ENTRE RECALADA Y ZARPE PARA TRABAJADORES QUE SE DESEMPEÑEN A BORDO DE NAVES DE PESCA

(4031-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 20 de octubre de 2005, con urgencia calificada de “simple”.


Os hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea tratado del mismo modo.


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el asesor del Ministro del Trabajo, señor Francisco Del Río, y la Jefa del Departamento de Relaciones Laborales de la Dirección del Trabajo, señora Claudia Donaire.


Asimismo, asistieron especialmente invitados, en representación de la Sociedad Nacional de Pesca, el Gerente, señor Héctor Bacigalupo; el Vicepresidente, señor Francisco Mujica, y el asesor, señor José Raúl Cañón; De la Federación de Tripulantes de Chile, su Presidente, señor Sergio Vera, y el Tesorero, señor Luis Saavedra, quienes además son el Presidente del Sindicato de Tripulantes VIII Región y el Tesorero del Sindicato de Tripulantes de Iquique, respectivamente, y el Presidente de la Multigremial A.G. Pesquera Región del Bío-Bío, señor Hugo Roa.

- - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Fundamentalmente, establecer un sistema de descanso efectivo en tierra, entre recalada y zarpe, para los trabajadores que laboran a bordo de naves de pesca.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- El Código del Trabajo, específicamente su artículo 23, que establece el régimen de descanso respecto de los trabajadores que se desempeñan a bordo de naves pesqueras.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje con que se inicia este proyecto de ley señala que éste tiene por finalidad hacerse cargo de la precariedad del sistema de descanso que el actual artículo 23 del Código del Trabajo establece respecto de los trabajadores que se desempeñan a bordo de naves de pesca.

Agrega que, de acuerdo a dicha norma, siempre que las necesidades de las faenas lo permitan, los descansos podrán cumplirse preferentemente en tierra. No obstante, advierte, en la realidad que se vive actualmente en el sector, lejos de privilegiarse el descanso en tierra, se otorgan descansos diarios a bordo de las naves de pesca, priorizándose con ello, por sobre cualquier otra consideración, la continuidad de la faena de pesca.

Enfatiza el Mensaje, que este escenario no representaría un problema si las condiciones de la nave, el tipo de pesca, los períodos de navegación en la zona de pesca, la variación de las mareas, entre otros factores, permitieran el adecuado acceso a los descansos legales de toda la dotación de la nave de pesca. Sin embargo, conforme a la experiencia registrada tras años de aplicación del régimen del artículo 23 del Código del Trabajo, ha podido constatarse que el acceso efectivo a los descansos que en él se establecen, no es real en todas las faenas de pesca, particularmente en aquellas naves de pesca de menor tonelaje y en navegaciones de doce días o menos.

El Ejecutivo hace presente que las fiscalizaciones efectuadas a bordo de naves de pesca han permitido constatar que el descanso es precario y que, por lo general, no se cumple en esta materia con los parámetros contemplados en el artículo 23 del Código del Trabajo. Se ha constatado que entre el zarpe y la recalada de una nave de pesca no existen lapsos de tiempo de duración razonable, en condiciones de distensión, que puedan ser destinados al reposo por parte de estos trabajadores.


En efecto, la labor fiscalizadora de la Inspección del Trabajo ha proporcionado información relevante sobre los eventuales momentos en que puede darse el descanso a bordo y las dificultades para que ello se materialice adecuadamente. Entre los factores que inciden en dicha circunstancia, el Mensaje menciona los siguientes:


- El período de navegación, hacia y desde la zona de pesca al puerto de zarpe: este período de tiempo es relativo en cuanto a su duración, pero en los casos de pesca en la zona norte del país u otras donde la navegación oscila entre 5 a 11 horas, no permite el adecuado descanso de toda la tripulación, ya que en ese mismo lapso deben desarrollar labores de guardia, reparación y preparación de redes, limpieza de nave y otras.


Asimismo, las condiciones de las naves que desarrollan ese tipo de planificaciones de pesca, no contribuyen a que la tripulación haga uso de sus descansos, dado el movimiento de la embarcación, el nivel de ruido del motor que, por lo general, se ubica bajo la zona de camarotes y la precaria habitabilidad de la zona para descansar.

Pero, enfatiza el Mensaje, lo más gravitante, es que el tiempo de navegación y el número de tripulantes a bordo no es suficiente para que éstos puedan planificar una rotación en las labores que les permita efectivamente descansar. Al contrario, en navegaciones cortas, los miembros de la dotación no pueden dejar el estado de alerta permanente y tensión, en razón de su seguridad propia y de la nave.


- Los períodos entre lances: estos períodos de tiempo también son relativos, ya que dependen del tipo y arte de pesca. Sin embargo, por lo general, se prolongan entre media hora y dos horas máximo, tiempo que es utilizado, en caso de captura para consumo humano, para la selección, la limpieza y el encajonamiento de los productos.


En consecuencia, concluye el Mensaje, los períodos de inactividad a bordo de las naves de pesca, no logran configurarse en definitiva como períodos de descanso efectivo para los miembros de la dotación y, de verificarse, no tienen la misma calidad de un descanso en tierra. De ahí que es indispensable establecer un descanso mínimo en tierra que asegure a estos trabajadores la posibilidad de reponer fuerzas, especialmente considerando que se trata de una actividad asociada a un gran riesgo de fatiga.

Además, hace presente el Ejecutivo, las faenas que desempeñan los miembros de la dotación de una nave de pesca, representan un alto riesgo de accidentes, sin contar con que, asimismo, los trabajadores están expuestos en forma constante a ruidos excesivos, humedad y frío.


Finalmente, destaca que se encuentra profundamente arraigado en la cultura laboral del personal embarcado, que su jornada de trabajo comienza con su embarque y termina con el desembarque y que, dentro de ese tiempo, lo más importante es desplegar todos los esfuerzos necesarios para completar lo más rápidamente posible la respectiva cuota de extracción y poder regresar a puerto, para disponer en tierra de un descanso efectivo.


El Mensaje termina señalando que, en este contexto, la iniciativa propuesta se hace cargo de una sentida demanda de los trabajadores del sector en relación con la precariedad del descanso a bordo, garantizándoles un tiempo mínimo de descanso en tierra que les permita efectivamente reponer sus fuerzas tras navegaciones de doce o menos días. Explica que se ha optado por limitar el descanso tras recalada a navegaciones de doce días o menos, atendido que, conforme a la legislación actualmente vigente, por cada período continuo de labor que exceda de un primer período de seis días de trabajo, los días de descanso acumulados del trabajador se incrementan en uno.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 23 del Código del Trabajo:


1) Créase un nuevo artículo 23 bis, con los actuales incisos cuarto, quinto y sexto.


2) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, pasando el actual inciso tercero a ser séptimo.


“Cuando la navegación se prolongare por doce días o menos, toda la dotación tendrá derecho a un descanso en tierra de ocho horas como mínimo previo al zarpe, prevaleciendo los acuerdos de las partes siempre y cuando éstos sean superiores a ese mínimo. Este descanso deberá otorgarse en forma continua a cada miembro de la dotación, en cada recalada programada de la nave de pesca.


En el caso de las navegaciones por períodos de más de doce días, así como en las campañas de pesca de la zona sur austral, en las que la dotación ocupa las dependencias de la nave de pesca habilitadas para ello como su hogar, el descanso previo al zarpe podrá ser otorgado efectivamente en tierra o en dichas instalaciones, a elección del trabajador.


Sólo con acuerdo celebrado entre el armador y las organizaciones sindicales representativas del personal embarcado, se podrá modificar el descanso a que se refieren los incisos anteriores. El acuerdo deberá reunir, copulativamente, los siguientes requisitos:


a) no podrá convenirse un descanso previo al zarpe inferior a cinco horas;


b) deberá tener una duración no menor a dos años ni superior a cuatro años;


c) deberá remitirse copia del acuerdo a la Inspección del Trabajo, dentro de los cinco días siguientes a su celebración.


Para los efectos del cómputo del descanso previo al zarpe que se establece en este artículo, se entenderá que el zarpe se inicia con las labores de alistamiento que le preceden.”.


3) Reemplázase en su inciso tercero, que pasó a ser séptimo, el vocablo “quince” por “doce”.”.


Cabe señalar que el artículo 23 del Código del Trabajo, al cual se refiere el proyecto de ley en informe, establece el régimen de descanso respecto de los trabajadores que se desempeñan a bordo de naves pesqueras.


A continuación, se transcribe su texto para una más adecuada comprensión de las modificaciones propuestas por la iniciativa legal en análisis:


“Artículo 23.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, los trabajadores que se desempeñen a bordo de naves pesqueras tendrán derecho a uno o varios descansos, los cuales, en conjunto, no podrán ser inferiores a doce horas dentro de cada veinticuatro horas.


Cuando las necesidades de las faenas lo permitan, los descansos deberán cumplirse preferentemente en tierra. En caso de que se cumplan total o parcialmente a bordo de la nave, ésta deberá contar con las acomodaciones necesarias para ello.


Cuando la navegación se prolongare por más de quince días, los trabajadores tendrán derecho a un descanso mínimo de ocho horas continuas dentro de cada día calendario, o no inferior a doce horas dentro del mismo período, dividido en no más de dos tiempos de descanso.


En los casos en que la nave perdida por naufragio u otra causa esté asegurada, se pagarán con el seguro, de preferencia a toda otra deuda, las sumas que se deban a la tripulación por remuneraciones, desahucios e indemnizaciones.


En el caso de desahucio e indemnizaciones, la preferencia se limitará al monto establecido en el inciso cuarto del artículo 61.


A los tripulantes que después del naufragio hubieren trabajado para recoger los restos de la nave o lo posible de la carga, se les pagará, además, una gratificación proporcionada a los esfuerzos hechos y a los riesgos arrostrados para conseguir el salvamento.”.


Al iniciarse el estudio de esta iniciativa de ley, el señor asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social expuso acerca de los principales aspectos de la misma, y de los fundamentos en que se sustenta.


En primer término, indicó que este proyecto de ley tiene su origen en la errada aplicación del régimen de descanso contemplado en el artículo 23 del Código del Trabajo para los trabajadores que se desempeñan a bordo de naves pesqueras.


Conforme a dicha norma, explicó, el personal embarcado tiene derecho a un descanso que, cuando las necesidades de las faenas lo permitan, se deberá cumplir preferentemente en tierra. Esta disposición, concebida en tales términos, daba lugar a que los descansos no se realizaran en tierra sino que a bordo de las naves, lo que ocurría especialmente en la zona norte de nuestro país, donde las salidas para la pesca son más breves y que, más aún, se ejecutan en naves más pequeñas que no cuentan con las acomodaciones necesarias para llevar a cabo dicho descanso adecuadamente.


Agregó que esto tiene una serie de consecuencias, sobre todo en materia de seguridad en la navegación y en la prevención de riesgos.


Con motivo de lo anterior, expresó, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social se abocó a la revisión de este tema, y se instaló una mesa de acuerdo a la que concurrieron representantes del sector pesquero, tanto empleadores como trabajadores. El producto de ese trabajo, apuntó, se encuentra plasmado en este proyecto de ley, el cual, en lo sustancial, para el caso de la navegación de doce días o menos, resguarda un descanso mínimo en tierra de ocho horas previo al zarpe. Asimismo, permite el acuerdo entre el armador y las organizaciones sindicales para modificar el descanso legal, señalando los requisitos copulativos que deberá reunir dicho acuerdo, entre los que destaca el que no podrá convenirse un descanso previo al zarpe inferior a cinco horas.


El Honorable Senador señor Letelier consultó si existen normas de la Organización Internacional del Trabajo en esta materia.


La señora Jefa del Departamento de Relaciones Laborales de la Dirección del Trabajo respondió que la Organización Internacional del Trabajo ha enfrentado una difícil labor en orden a generar convenios de amplia ratificación en el ámbito de la pesca, fundamentalmente por las dificultades para conciliar los estándares de la pesca industrial con los de la pesca ribereña o artesanal. Añadió que, en general, es complejo abordar temas que digan relación con asegurar descansos, porque los estándares en la pesca ribereña, pesca corta o de escasa navegación, son muy dispares y, por consiguiente, es muy complejo establecer normas de carácter general en dicho ámbito. Precisó que este proyecto de ley identifica parte de ese problema.


Explicó que la problemática se presenta, fundamentalmente, en las navegaciones cortas y no en la pesca en alta mar, como podría pensarse, ya que es aquélla y no ésta la que resulta más compleja y desgastadora, lo que se verifica particularmente en nuestro país porque las embarcaciones que navegan en la zona norte y se dirigen al área donde se encuentra la mancha de peces para realizar sus lances, lo hacen en muy corto tiempo, lo que impide a la dotación comercial organizar relevos que les permitan efectivamente llevar a cabo el descanso que les corresponde al tenor del citado artículo 23, esto es, de doce horas cada veinticuatro horas.


Esto se traduce en que, en navegaciones cortas, sin posibilidad de hacer relevos y con lances continuados, el personal a bordo prácticamente no descansa. A ello se suma el estado de alerta constante en que debe permanecer la tripulación, no sólo en beneficio del resultado de la pesca, sino que también por razones de seguridad.


Agregó que las recaladas programadas, al ser habituales y diarias, ofrecen a los trabajadores del sector una valiosa oportunidad para hacer un descanso efectivo en tierra. Sin embargo, la carrera desmedida por el resultado pesquero más provechoso atenta contra ese descanso, ya que las naves tras recalar, ejecutan el desembarco de su captura en muy breve tiempo -no más de una hora-, y vuelven a zarpar. Ello deriva en un gran desgaste físico del trabajador, lo que ha motivado que, tras años de dicha experiencia, este tema se haya convertido en una sentida demanda del sector, especialmente, por parte de aquel que presta servicios en la zona norte de nuestro país. El trabajador se involucra en una ardua campaña de pesca, que lo mantiene alejado de su familia y que lo somete a un severo agotamiento físico.


Añadió que en este ámbito existen normas establecidas por la Organización Marítima Internacional (OMI), que es la entidad técnica de la Organización de Naciones Unidas (ONU), dedicada exclusivamente a la elaboración de medidas relativas a la seguridad marítima. Entre tales normas están las denominadas “directrices de la fatiga”, que establecen en beneficio del trabajador embarcado un descanso de, a lo menos, 4 horas dentro de un período de 24 horas. En estas directrices, apuntó, se inspira el proyecto en estudio.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que estos trabajadores, por lo general, cumplen jornadas laborales y de descanso en una proporción de 12 días de trabajo por cada 5 ó 7 días de descanso. Señaló que esto se da principalmente en la navegación pesquera que se realiza en la zona norte de Chile. Sin embargo, el problema que aquí se analiza dice relación con el descanso que debe verificarse, no una vez terminada la jornada total, sino que aquél que procede durante el período de navegación, tras recalar en puerto, previo al nuevo zarpe, particularmente en cuanto a dónde se debe efectuar tal descanso, y cuyo cumplimiento, además, es muy difícil de fiscalizar.


Agregó que lo que se pretende garantizar es el descanso en tierra con ocasión de una recalada programada. No obstante, si bien para estos efectos el proyecto de ley, en sus actuales términos, no distingue entre puerto base y puertos secundarios, existiría un acuerdo entre los representantes del sector en orden a diferenciar el descanso en puerto base y en puerto secundario, destinando 5 horas al descanso en tierra si se realiza en el primero y 3 horas si se ejecuta en el segundo. Lo anterior se explica en la necesidad de los trabajadores de no ver reducidas sus remuneraciones, las que se componen tanto de un estipendio fijo como de uno variable, y en virtud de este último, optan por aprovechar toda oportunidad de pesca en desmedro del propio descanso. Su Señoría consultó la opinión del Ejecutivo a este respecto.


La señora Jefa del Departamento de Relaciones Laborales de la Dirección del Trabajo señaló que toda nueva propuesta debe ser analizada con detención y revisar si es técnicamente sustentable, máxime si es para alterar los estándares definidos.


Agregó que en este ámbito es muy importante el tema de la unidad de la dotación. Explicó que esta fuerza de trabajo no siempre tiene su residencia en el puerto principal, sin embargo, es del todo relevante propender a su unidad para no desarticularla, ya que es imposible para una embarcación zarpar con una dotación comercial menor de la que necesita, no sólo por razones de seguridad, sino que también porque ello repercute directamente en la carga de trabajo de la tripulación a bordo, tema este último que tampoco ha estado exento de discusión. Recordó que por tal motivo en nuestro país la definición de la dotación comercial queda a cargo del armador y, por lo general, se vincula a la capacidad de trabajo a bordo y al sistema de descansos, entre otros factores.


Añadió que lo que se pretende es garantizar los descansos mínimos, a pesar de las dificultades que conlleva la fiscalización y sin que ello signifique mermar la remuneración del trabajador, la que en este ámbito, advirtió, no es particularmente baja.


Insistió en la importancia de legislar en esta materia para regularizar una serie de situaciones que, a la postre, sólo perjudican al trabajador, especialmente en su condición física, la que resulta muy dañada producto del excesivo desgaste que le impone esta actividad. Acotó que la mayoría de los accidentes que se registran en la pesca industrial se producen a causa de la fatiga que sufren los tripulantes de las naves, quienes, tras recalar en puerto, zarpan nuevamente sin mediar el adecuado y necesario tiempo de descanso.


El Honorable Senador señor Allamand consultó el fundamento para establecer en doce días el límite de la navegación que define el descanso en tierra.


La señora Jefa del Departamento de Relaciones Laborales de la Dirección del Trabajo respondió que ello dice relación con lo dispuesto en el decreto Nº 101, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 10 de mayo de 2005, el cual aprueba el Reglamento de Trabajo a bordo de Naves de Pesca.


En efecto, explicó, de acuerdo a dicho Reglamento, por cada seis días de trabajo deberá otorgarse un día de descanso. Sin embargo, los trabajadores que por circunstancias propias de la navegación o de las faenas pesqueras no puedan gozar en tierra de los descansos por cada seis días continuos de labor, tendrán derecho a hacer uso de ellos cuando la nave arribe al puerto de embarco o aquél que expresamente convengan las partes. En tal evento, los días de descanso acumulados se otorgarán incrementados en uno por cada período de seis días continuos de labor que exceda del primer período de seis días. 

Es decir, añadió, las navegaciones de doce días o más, generan cada cierto tiempo un remanente adicional de descanso. Estas navegaciones se vinculan a las denominadas “campañas de pesca”, que mantienen al trabajador embarcado por extensos períodos en naves que son el lugar de su residencia. Ello motivó esta autorización especial de jornada para este sector, conforme a la cual en el segundo período de seis días, el trabajador tiene derecho a un descanso adicional, por lo tanto, a contar de los doce días, cuando el trabajador recala, tiene a su favor descansos semanales, sustitutivos del descanso dominical, los que siendo de mayor calidad, son un beneficio que se optó por mantener.


Ahora bien, lo que se propicia en el proyecto en estudio es que el trabajador, en los casos de navegación superior a doce días, tenga la opción para decidir hacer este descanso en tierra o a bordo. En cambio, si la navegación se prolonga doce días o menos, el trabajador debe desembarcar para descansar en tierra. Esa es la diferencia entre los incisos tercero y cuarto que la iniciativa legal incorpora al artículo 23 del Código del Trabajo.


En definitiva, aplicando un principio de unidad legislativa, se establece en doce días el límite para determinar la procedencia del descanso, con o sin desembarco, tras recalar.


A continuación, el señor Vicepresidente de la Sociedad Nacional de Pesca se refirió a la ley en proyecto como el fruto de largos años de trabajo y preocupación en este ámbito. Enfatizó que la industria se adaptó al régimen contemplado en el artículo 23 del Código del Trabajo, con acomodaciones certificadas por la Dirección del Territorio Marítimo de la Armada de Chile, lo que ha permitido el desarrollo de esta actividad al margen de conflictos en el orden judicial.


Señaló que para analizar esta materia, es importante tener en cuenta las especiales características de esta actividad y del recurso pesquero, particularmente en la zona norte de Chile, donde se desarrolla una pesca pelágica costera, de gran desplazamiento, cubriendo una extensa área marítima que, por lo general, se extiende desde Antofagasta hacia el norte. Se trata, además, de operaciones cortas, en naves relativamente pequeñas, de no más de 400 metros cúbicos de bodega y que realizan recaladas diarias. 


Recordó que, atendido lo anterior, hace más de un año, los representantes del sector suscribieron un acuerdo en el que participó el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social de la época, y en el que se contemplaban normas que permitían una gran flexibilidad en lo que a descanso en la actividad pesquera se refiere. Sin embargo, el proyecto de ley en análisis, en su actual redacción, es un texto más rígido que no contiene las normas de flexibilidad que habían sido acordadas con las organizaciones del sector. 


Añadió que esta actividad es, en esencia, aleatoria y las estadísticas registradas en estos últimos años así lo demuestran. Además, no es menor el hecho de que estos trabajadores laboran alrededor de 180 ó 200 días al año y, por tanto, el tiempo restante destinado a descanso se cumple sin estar a disposición del empleador, esto es, de la empresa en puerto. Es decir, si bien se trata de un trabajo exigente, contempla ciertas compensaciones al trabajador que lo desempeña.


Lo más relevante, destacó, es que se trata de una pesca de oportunidad, vale decir, es preciso estar en el lugar y en el momento adecuado para realizar la captura, pues de lo contrario, la actividad deviene en pérdida. Si la zona de pesca es cercana al puerto de zarpe, es probable que el descanso pueda efectuarse en tierra, sin embargo, cuando la navegación requiere de grandes desplazamientos, ésta se prolongará por más tiempo y la captura se proyectará a todo evento, ofreciéndose un premio por el logro de dicho objetivo.  Entonces, acotó, esta característica particular, definida por la oportunidad, es la que hace necesaria la flexibilidad a la que se aspira en esta materia.


Explicó que, en ese contexto, previo a la celebración de esta sesión, se ha consensuado un nuevo acuerdo entre las partes, en orden a contemplar en la normativa la posibilidad de convenir un descanso mínimo en tierra previo al zarpe no inferior a 5 horas en el puerto base y de 3 horas en puertos secundarios. En este último caso, además, el descanso podrá realizarse donde las partes convengan. Destacó que este consenso se logró entre los representantes del sector pesquero existente en todo el país, a diferencia del acuerdo anterior -al cual ya se ha hecho referencia-, y en el que concurrieron sólo las organizaciones vinculadas a la pesca en la zona norte de Chile.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó su inquietud en cuanto a la conveniencia de una norma de aplicación general en contraposición a una reglamentación que afecte sólo a la actividad destinada a la captura de recursos pelágicos, a fin de no generar distorsiones en actividades industriales que se desarrollan en relación a otros recursos. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Longueira preguntó si en la zona sur del país se recala en puertos secundarios.


El señor Vicepresidente de la Sociedad Nacional de Pesca respondió que ello es muy poco frecuente. Explicó que en la zona centro sur no existe el problema descrito para la zona norte, dado que los barcos que navegan en el área sur son más grandes, de 1.200 ó 1.300 metros cúbicos de bodega, zarpan por tres o cuatro días, tienen equipos de frío a bordo, regresan a puerto y el período de descarga se extiende unas 12 horas, tiempo suficiente para el descanso de la tripulación. Es decir, la actividad se ejecuta en forma diferente, por cuanto en la zona norte se trabaja en base a recaladas diarias.


En consecuencia, apuntó, es importante considerar la realidad de cada zona en materia pesquera, las que presentan ostensibles diferencias entre sí. Sin embargo, es posible encuadrar a todo el sector, a nivel nacional, en la normativa en proyecto, con la enmienda propuesta.


Por su parte, el señor Presidente de la Federación de Tripulantes de Chile manifestó la conformidad de la entidad a la que representa con el proyecto de ley en análisis. Expresó que dicha normativa, sumada a las enmiendas propuestas, se ajusta a las particularidades de la actividad pesquera y ofrece la flexibilidad necesaria, tanto para su desempeño -en base a la oportunidad que la rige-, como para el adecuado descanso que se impone tras de aquél.


Entre las referidas particularidades, destacó la condición del recurso pesquero, que permite diferenciar zonas geográficas en el ejercicio de esta actividad. Así, precisó, en la zona centro sur el principal recurso es el jurel, en tanto que en la zona norte lo es la sardina anchoveta, cuya captura es de oportunidad.


Seguidamente, destacó que lo más importante en esta materia es el establecimiento del descanso mínimo en ocho horas diarias, el cual resulta imprescindible para los trabajadores del sector, quienes ven en ello cumplido un antiguo anhelo. La consagración legal de una norma en ese sentido representa para estos trabajadores una garantía en el cumplimiento del descanso al que tienen derecho. Es, entonces, una norma de protección.


Sin perjuicio de lo anterior, agregó, es necesaria la modificación que se propone en cuanto a que, junto con establecer el mínimo de ocho horas diarias de descanso, se disponga que, asimismo, podrá convenirse un descanso previo al zarpe no inferior a 5 horas en puerto base y no menor a 3 horas en puertos secundarios. Lo anterior, enfatizó, es lo que más se acerca a las aspiraciones del sector en esta materia.


Asimismo, apuntó, es de importancia que las normas sean de aplicación general, destinadas a toda la actividad pesquera a nivel nacional y no a un sector de ella en particular. Si bien las características del desarrollo de esta actividad en la zona norte de Chile dio origen a esta iniciativa legal, la realidad pesquera nacional impone la necesidad de establecer normas de carácter general. Ello, precisamente, explica el consenso logrado, el cual reúne a los representantes del sector desde Arica hasta Puerto Chacabuco, quienes concurrieron con su firma a la suscripción del respectivo acuerdo.


Reiteró el apoyo de la organización que dirige al proyecto de ley en estudio, porque responde a las necesidades de la industria que desempeña, otorgando la flexibilidad que permite ajustar la jornada laboral y el descanso que le sigue, a los requerimientos de la actividad, especialmente en lo relativo a la oportunidad y a la disponibilidad del recurso, cuestiones que son sus principios fundantes.


Finalmente, hizo entrega del documento en el cual consta el acuerdo suscrito por los Directores de las diversas Organizaciones de Trabajadores Embarcados existentes en nuestro país, y que da cuenta de las enmiendas propuestas al proyecto, ya antes reseñadas. Copia de dicho documento fue puesta a disposición de los Honorables señores Senadores integrantes de la Comisión, siendo debidamente considerada por éstos.


A continuación, el Honorable Senador señor Longueira expresó que las modificaciones propuestas al texto aprobado por la Cámara de Diputados importan un avance significativo en esta materia, por cuanto se establece un régimen legal de descanso para estos trabajadores, incorporando un grado de flexibilidad que es importante que exista, evitando rigideces innecesarias que, a la postre, terminan perjudicando a una industria que, por esencia, es incierta en sus resultados, lo cual, finalmente, repercute en el trabajador. Además, es relevante que dichas modificaciones son el producto del esfuerzo mancomunado de los distintos actores del sector en orden a conseguir un acuerdo que cede en beneficio de todos.


En otro orden de cosas, el Honorable Senador señor Allamand consultó cómo operaría, en la práctica, esta facultad que se estaría otorgando en la futura ley, para convenir sistemas diversos de descanso. En efecto, precisó, conforme a las disposiciones del proyecto, mediante un acuerdo celebrado entre el armador y las organizaciones sindicales representativas del personal embarcado, se podrá modificar el régimen legal de descanso. La pregunta es, entonces, cómo se adoptará dicho acuerdo, en forma general para toda la industria o en forma particular para cada nave cuando así se requiera.


La señora Jefa del Departamento de Relaciones Laborales de la Dirección del Trabajo señaló que, en la práctica, ello ocurrirá en la negociación colectiva y, de hecho, se contempla que dicho acuerdo tenga una duración mínima de dos años y una máxima de cuatro, a fin de que se incorpore en los respectivos convenios colectivos. Acotó que el espíritu que inspira esta norma es evitar que se haga de esto un conflicto cotidiano y que, en lugar de ello, sea objeto de planificación y negociación.

El Honorable Senador señor Navarro advirtió que lo anterior podría acontecer en futuras negociaciones colectivas. Consultó, entonces, qué sucederá con los convenios colectivos celebrados antes de la vigencia de estas nuevas disposiciones, particularmente en la medida que ellos consagren beneficios inferiores a los distintos tipos de descanso que contempla el régimen legal que aquí se establece.


El señor Vicepresidente de la Sociedad Nacional de Pesca señaló que la ley siempre estará por sobre los convenios colectivos, de modo que si éstos no contemplan los beneficios mínimos que ésta establece, deberán ajustarse a ella.


El señor asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social recordó que la ley en proyecto justamente está consagrando el tiempo mínimo a que tendrán derecho los trabajadores pesqueros en materia de descanso. Cualquier acuerdo entre partes, en consecuencia, sólo será factible en la medida que supere dicho mínimo legal.


La señora Jefa del Departamento de Relaciones Laborales de la Dirección del Trabajo añadió que, si existieran convenios colectivos que fijen beneficios inferiores a los legales, ellos deberán ser ajustados a la ley cuya primacía se impone, y el convenio colectivo, en esa parte, dejará de producir sus efectos.

El señor Presidente de la Federación de Tripulantes de Chile recalcó que si bien se delega en las organizaciones sindicales la facultad de negociar a este respecto, ello obedece a la necesidad de mejorar las condiciones de negociación de los trabajadores ante el empresario o armador, ya que, representados de esta forma, tendrán mayores opciones de obtener un acuerdo que sea favorable a ambas partes.


El señor Presidente de la Multigremial A.G. Pesquera Región del Bío-Bío manifestó que la entidad que dirige también apoya la ley en proyecto, y por la cual han esperado largo tiempo. Añadió que el sector al que representa no padece el problema del descanso porque reúne flotas navieras que normalmente operan a 40 horas de puerto, vale decir, arriban cada cuatro o cinco días y el proceso de descarga que ejecutan es más bien lento, lo que permite que el barco permanezca un día en puerto y que el respectivo descanso de la tripulación se prolongue, en verdad, por más de ocho horas. La excepción la constituye una flotilla dedicada a la captura de sardina y anchoa, la que sí queda sujeta al rigor de la oportunidad de la pesca, aunque sólo en forma temporal, en determinadas épocas del año. Respecto de ese tipo de flotilla es importante la flexibilidad que se pretende, por cuanto sin ellas le sería imposible operar.


En consecuencia, apuntó, las normas en comento recogen las tres realidades distintas que se registran en la actividad pesquera chilena, configuradas por las zonas norte, centro sur y austral. De ahí el acuerdo que concitan las modificaciones que se sugieren al proyecto.


Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro señaló que, al tenor del proyecto de ley en estudio, la norma que actualmente dispone que los descansos deberán cumplirse “preferentemente en tierra” permanecerá vigente. Consultó si, tratándose de una norma no exenta de debate, se han registrado reclamaciones con motivo de su aplicación.


La señora Jefa del Departamento de Relaciones Laborales de la Dirección del Trabajo señaló que la necesidad de legislar en esta materia parte justamente del hecho de que el sector no se puso de acuerdo para utilizar las recaladas programadas como la gran ocasión para haberse preocupado del descanso. Sin embargo, advirtió, nada impide que las partes adopten los respectivos acuerdos en dicho ámbito.


El Honorable Senador señor Navarro indicó que su preocupación apunta, precisamente, a aquellos casos en que no se alcance acuerdo alguno, evento en el cual la situación se mantendrá como la vigente.


- Puesto en votación en general, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto.


A continuación, teniendo en cuenta el debate efectuado y los consensos manifestados por los invitados, los Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Navarro y Muñoz Aburto, presentaron una indicación al artículo único del proyecto, del siguiente tenor:


- Incorporar en la letra a), contenida en su número 2), después de “cinco horas”, lo siguiente: “en puerto base”.


- Agregar, en dicho número 2), la siguiente letra b), nueva:


“b) No podrá convenirse un descanso previo al zarpe inferior a tres horas en puertos secundarios. Este descanso podrá realizarse donde las partes convengan.”.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada, con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo único

Número 2)


Introdúcense las siguientes enmiendas al inciso quinto, que por este numeral 2) se agrega al artículo 23 del Código del Trabajo:

- Intercalase, en su letra a), entre la expresión “cinco horas” y el punto y coma (;), lo siguiente “en puerto base”.

- Agrégase la siguiente letra b), nueva, pasando las letras b) y c) a ser letras c) y d), respectivamente:


“b) no podrá convenirse un descanso previo al zarpe inferior a tres horas en puertos secundarios. Este descanso podrá realizarse donde las partes convengan;”.

(Aprobadas unánimemente 4 x 0).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 23 del Código del Trabajo:


1) Créase un nuevo artículo 23 bis, con los actuales incisos cuarto, quinto y sexto.


2) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, pasando el actual inciso tercero a ser séptimo.


“Cuando la navegación se prolongare por doce días o menos, toda la dotación tendrá derecho a un descanso en tierra de ocho horas como mínimo previo al zarpe, prevaleciendo los acuerdos de las partes siempre y cuando éstos sean superiores a ese mínimo. Este descanso deberá otorgarse en forma continua a cada miembro de la dotación, en cada recalada programada de la nave de pesca.


En el caso de las navegaciones por períodos de más de doce días, así como en las campañas de pesca de la zona sur austral, en las que la dotación ocupa las dependencias de la nave de pesca habilitadas para ello como su hogar, el descanso previo al zarpe podrá ser otorgado efectivamente en tierra o en dichas instalaciones, a elección del trabajador.


Sólo con acuerdo celebrado entre el armador y las organizaciones sindicales representativas del personal embarcado, se podrá modificar el descanso a que se refieren los incisos anteriores. El acuerdo deberá reunir, copulativamente, los siguientes requisitos:


a) no podrá convenirse un descanso previo al zarpe inferior a cinco horas en puerto base;



b) no podrá convenirse un descanso previo al zarpe inferior a tres horas en puertos secundarios. Este descanso podrá realizarse donde las partes convengan;


c) deberá tener una duración no menor a dos años ni superior a cuatro años;


d) deberá remitirse copia del acuerdo a la Inspección del Trabajo, dentro de los cinco días siguientes a su celebración.


Para los efectos del cómputo del descanso previo al zarpe que se establece en este artículo, se entenderá que el zarpe se inicia con las labores de alistamiento que le preceden.”.


3) Reemplázase en su inciso tercero, que pasó a ser séptimo, el vocablo “quince” por “doce”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 16 de enero de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Pablo Longueira Montes y Pedro Muñoz Aburto (Alejandro Navarro Brain).

Sala de la Comisión, a 17 de enero de 2007.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ÁVILA, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA EL SOBRECONSUMO DE AGUA POTABLE DE USO DOMICILIARIO

(4837-09)

Honorable Senado:

Antecedentes.-

El agua dulce es un recurso natural renovable (ciclo hidrológico), pero finito, en relación a los niveles de consumo. Es así como en muchas comunidades del mundo, es de difícil acceso, ya sea para uso doméstico o para la agricultura. De acuerdo a la actual información, disponible constatamos que en África (Senegal, Mauritania, Malí) y otras latitudes el agua es un recurso cada vez más escaso y de regular calidad. Se habla de la virtual desaparición del río Senegal (África), del posible agotamiento del lago Peñuelas en la V Región; y en Beijing (China), un tercio de los pozos de captación de agua, que alimentan la población se han secado y la mesa del agua se reduce a dos metros por año.

Entre algunas causas que han contribuido a la escasez de agua pueden citarse las siguientes:

- Crecimiento de la población humana y expansión de los centros urbanos.
- Aumento de la industrialización.
- Su desperdicio y/o mal uso.
- Su contaminación.
- Disminución y/o agotamiento de algunos cuerpos de aguas dulces.
- Alteración del ciclo hidrológico.

Algunos de los mayores problemas que ha provocado esta dramática situación dicen relación con:
- El perjuicio que significa para el desenvolvimiento de las actividades económicas, el equilibrio de los ecosistemas, la sobrevivencia de los seres vivos y el bienestar de las poblaciones. 
- Limitación de la biodiversidad.
- La falta de agua potable, dificulta la limpieza corporal y saneamiento del ambiente, lo que favorece el aumento de enfermedades asociadas a la deficiencia de higiene. Por ejemplo, enfermedades diarreicas, cutáneas e infecciones por ectoparásitos (como los "piojos"), pueden atenuarse o evitarse, donde se conjuguen los buenos hábitos de aseo y cantidad suficiente de agua potable. 

Casi dieciséis años han transcurrido desde que la Cumbre de la Tierra de Río de Janeiro alertó al mundo en 1992 de la importancia del agua en el programa de desarrollo internacional. Las evaluaciones de los recursos hídricos mundiales realizadas desde entonces ponen de manifiesto que la escasez de este recurso fundamental va a agravarse extraordinariamente en los próximos decenios, con efectos devastadores en los países en desarrollo. La demanda no cesa de aumentar, al mismo tiempo que la competencia entre los distintos usuarios. Si no racionalizamos la gestión de los recursos hídricos, tanto el planeta como su población, sufrirán daños irreparables. En la actualidad, la vida y el bienestar de millones de personas corren peligro a causa del agua.
De acuerdo a la UNESCO
, muchos países se encontrarán en 2025 en una situación de “penuria física”: sus recursos hídricos serán insuficientes, con independencia de las mejoras que se introduzcan en su utilización. La “penuria económica” implica que las necesidades sólo podrán cubrirse a costa de fuertes inversiones, por lo general muy problemáticas en muchos países. 

Desde 1900, la población mundial se ha duplicado, pero la cantidad de agua dulce utilizada se ha sextuplicado. La agricultura es la primera consumidora, a gran distancia, debido sobre todo a la expansión del regadío. Actualmente representa cerca de dos tercios del consumo total, proporción que se reducirá muy poco de aquí a 2025. 

Si no se modifica la tendencia, la cantidad de agua dulce disponible por habitante y año será de 4.800 m3 en 2025. En la actualidad es de 6.800 m3. Este cálculo se basa en un volumen teórico mundial de agua disponible, constituido por la totalidad del agua de los ríos, menos  la evaporación y las infiltraciones. No toma en cuenta las cantidades mínimas de agua necesarias para mantener vivos los sistemas acuáticos, el agua con demasiadas dificultades de acceso ni, sobre todo, las consecuencias de la distribución extremadamente desigual de este recurso en el planeta. 

El nivel de 1.700 m3 de agua disponible por habitante y año es el de “presión hídrica”, por debajo del cual pueden producirse penurias frecuentes. Por debajo del umbral de penuria, fijado en 1.000 m3 por habitante y año, se plantean problemas graves de producción, agrícola y demás. Si no se hace nada por remediarlo, el número de personas sometidas a presión hídrica pasará de 2.300 a 3.500 millones en 2025. Para entonces sufrirán penuria 2.400 millones, frente a 1.700 millones en la actualidad.
El ser humano utiliza este recurso para diversas actividades: obtención de agua potable, procesos industriales, generación de energía eléctrica, actividad minera, agricultura y ganadería.

En Chile, el mayor consumo de agua corresponde a las actividades agrícolas (riego), con un 89,2 por ciento del total. Para obtener sólo una tonelada de trigo, se requieren un millón y medio de litros de agua. En otras palabras, cada vez que comemos un kilo de pan hemos utilizado en forma indirecta alrededor de 1.500 litros de agua. 

CONSUMO ESTIMADO DEL AGUA EN CHILE

	Consumo
	Demanda (m3/seg)
	Porcentaje del total

	Agrícola
	620
	89,2

	Doméstico
	38
	5,5

	Minero-industrial
	37
	5,3 

	TOTAL 
	695
	100


A mayor abundamiento, en la siguiente tabla se da una visión de las cantidades totales del consumo de agua potable con fines domésticos en Chile:
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Es importante señalar que en las ciudades normalmente se combinan los usos domésticos con los industriales, servicios públicos u otros, de modo que la tasa de consumo por habitante, índice normalmente utilizado para la estimación de esta demanda, no puede relacionarse solamente con el consumo individual.

De esta manera, las diferentes formas en que utilizamos el agua en nuestros hogares, ha ido contribuyendo paulatinamente a la contaminación de los cursos de agua. Aún cuando no todas las formas de consumo domiciliario contribuyen de la misma forma a la contaminación, es interesante conocer el consumo promedio, de cada uno de nosotros, en las actividades que requieren utilizar agua, las que en total suman un promedio de 20 a 30 m3 al mes, desglozados de la siguiente forma:

	En la ducha (cinco minutos)
	100 litros

	En la descarga del baño
	50 litros 

	En lavado de ropa 
	30 litros

	En lavado de loza
	27 litros

	En el jardín
	18 litros

	En lavar y cocinar alimentos
	15 litros

	Otros usos (como beber o lavarse las manos)
	10 litros


JUSTIFICACIÓN.-

Considerando que el consumo de agua potable ha subido a través del tiempo, se hace indispensable,  aparte de racionalizar su uso, establecer sanciones a quienes no tengan un cuidado consciente del preciado recurso.
Cabe recordar que la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS) es el órgano encargado de garantizar a los consumidores de agua potable que el servicio corresponden en cantidad y calidad al ofrecido; que su precio es justo y sostenible en el largo plazo; y, asegurar a la comunidad, que el agua una vez utilizada será tratada para ser devuelta a la naturaleza de forma compatible con un desarrollo sustentable. Esta responsabilidad debe ser cumplida buscando promover la transparencia en el mercado, el autocontrol por parte de las empresas, y desarrollando una actuación eficiente.

El sobreconsumo  es un asunto regulado en la ley y fiscalizado por el SISS. La norma opera de la siguiente forma: 

· La “tarifa de sobreconsumo” representa el costo de operación, mantención y reposición de las instalaciones necesarias para satisfacer exclusivamente la sobredemanda del período punta, generalmente en época estival. Por lo que corresponde que sus costos los financien quienes generan esta necesidad. No se debe afectar a los clientes que mantienen un consumo constante durante todo el año. 
Existen determinadas zonas geográficas donde se producen diferencias notorias de consumo en los meses de verano versus el resto del año. En estos casos, la normativa establece que deberán existir dos períodos con tarifas diferenciadas, uno "punta" y otro "no punta" o normal.

En ese sentido, durante el "período punta" regirá la tarifa de sobreconsumo. Eso significa que si el consumo de agua sobrepasa un límite predeterminado (el que está fijado por la normativa) o bien se excede el consumo promedio registrado en el último tiempo, el exceso se cobrará con tarifa de sobreconsumo, la cual es más cara que el m3 "normal".

El período punta no es igual en todas las compañías. Por ejemplo, Aguas Andinas - la principal sanitaria del país- aplica la tarifa de sobreconsumo entre el 1 de diciembre y el 31 de marzo, Aguas Cordillera entre el 1 de noviembre y 30 de abril. 

· El cobro de sobreconsumo afecta a los metros cúbicos que exceden el límite definido para este efecto. Dicho límite, se entiende como el mayor valor resultante de comparar el límite definido en el Decreto tarifario con el promedio de consumos realizados por el cliente en el período no punta, 

Ejemplo 1: 

si el decreto tarifario establece un límite de 40 m3, y el promedio del período no punta del cliente es de 20 m3, el límite que rige para este cliente es 40 m3. En este caso, solo se aplicará la tarifa de sobreconsumo a aquellos m3 que excedan el límite de 40. 

Ejemplo 2: 

si el decreto tarifario establece un límite de 40 m3, y el promedio del período no punta del cliente es de 76 m3, el límite que rige para este cliente es 76 m3. En consecuencia, el exceso por sobre 76 m3 estará afecto a la tarifa de sobreconsumo.

· El período punta y el límite de sobreconsumo de cada empresa sanitaria se encuentra definido en el respectivo decreto tarifario, y es obligación de la empresa comunicar a sus clientes tanto el inicio de éste, en el cual se aplica la tarifa de sobreconsumo, como también los m3 correspondientes al límite de sobreconsumo de cada cliente. Dicho límite debe consignarse en cada boleta durante la vigencia del período punta
.

Las compañías que tienen diferencias importantes en la estructura global de consumo entre verano e invierno, deben tener tarifas para los dos períodos. Así, habrá una "normal" del m3 para el período punta y no punta, y estará la tarifa de sobreconsumo (que sólo se aplica en el período punta).
La tarifa de sobreconsumo es mucho más cara que la normal, de allí que no es menor el uso que usted haga del agua. Por ejemplo, para el caso de Aguas Andinas, la tarifa "normal" en el período punta es de $207,74 (todos los valores con IVA) por m3, mientras que la tarifa de sobreconsumo llega a $529,98. Para Esval (V Región), en tanto, el sobreconsumo llega a $843,96 por m3, mientras que en Essbío (VIII Región) el sobreconsumo cuesta $493,55.

Sin embargo, si el usuario es disciplinado, puede que en el período punta puede incluso que pague menos por la cuenta del agua o no incremente significativamente la cuenta, pese al mayor consumo. Ello porque durante el período punta el m3 "normal" en general es un poco más barato que en el período no punta (eso está establecido por ley). Por tanto, si consume los mismos m3, incluso ahorrará dinero.

Por ejemplo, en Esval el m3 normal no punta vale $448,60, mientras que en período punta cuesta $435,27. En Essbío, en tanto, en no punta vale $239,97, y en punta cuesta $234,08.
En síntesis, la tarifa de sobreconsumo implica el pago de un servicio, escaso, y que por escaso es más caro. 

El actual escenario de escasez de agua, justifica un castigo, y no el mero pago en virtud del sobreconsumo. El derecho comparado avala esta propuesta.

Derecho comparado

1.-
Principado de Asturias en España: 

En mayo de este año, el Principado de Asturias presentó su propuesta a los Ayuntamientos para multar hasta con 3.000 euros el despilfarro en el consumo de agua. En concreto, propone limitaciones en la superficie de césped que deben tener los jardines de más de cinco mil metros, prohibición del vaciado de las piscinas en determinadas épocas del año, recogida de lluvia y medidas para la reutilización del agua de las duchas en los inodoros. El consejero de Medio Ambiente, Francisco González Buendía, destacó que el año pasado Asturias registró un récord de consumo de agua. El consorcio de Cadasa abasteció 55,5 millones de metros cúbicos.
Según los estudios que maneja el Gobierno del Principado, «la mayor parte del consumo, más del 75 por ciento, se debe al uso doméstico». El Gobierno regional quiere dar ejemplo y por eso, además de la ordenanza, pondrá en marcha un plan de mejora de la eficiencia del uso del agua en los edificios públicos que dependen del Principado.

2.-
Murcia y las Cuencas del Tajo, Segura y Júcar:  
En septiembre de este año se han puesto en vigor duras multas para el consumidor: en regiones como Murcia habrá que pagar hasta 60.000 euros por vaciar completamente una piscina. Las multas, en caso de los delitos más graves, llegan incluso a los 600.000 euros. 
La novedad de esta norma reside principalmente en que esta vez no es un ayuntamiento el que emprende la batalla contra los despilfarradores, pues se trata de una ley autonómica. 
La misma multa, de 600.000 euros, llegó a fijar el Consejo de Ministros por derrochar agua en las cuencas del Júcar, el Segura y el Tajo, importe acompañado con la posibilidad de exigir a los usuarios la instalación de dispositivos de control y medición del consumo.
En Murcia, el Gobierno regional estima que se puede disminuir el gasto hídrico hasta en un 8% en una de las regiones que donde más aumenta el consumo. Lo hace a un ritmo del 8,10%, lo que le sitúa, pese a la sequía, en el grupo de regiones con mayor aumento del gasto, donde también se encuentran Valencia, Baleares, Extremadura o Canarias, que no descartan seguir la iniciativa murciana
.
3.-
Gobierno de España: 

El Ministerio de Medio Ambiente propuso el 2006 al Consejo Nacional del Agua que en la reforma de la Ley de Aguas se establezcan unas recomendaciones de consumo de agua en torno a un máximo de 60 litros por persona y día, y que a partir de esa cantidad se pueda penalizar el consumo excesivo.
La ministra de Medio Ambiente, Cristina Narbona, explicó que en la reforma de la Ley de Aguas se prevé introducir "una propuesta de modificación con la cual se reconoce el derecho de todos los ciudadanos a unos mínimos de abastecimiento de agua potable, que en principio, de acuerdo con una sugerencia de Ecologistas en Acción, se plantea que sea de un mínimo de 60 litros por habitante y día”
Asimismo, en la reforma de la Ley de Aguas prevista por el Gobierno se incorporará también el principio de recuperación de costes que obliga la Directiva Marco de Aguas. En 2001 el decreto que reformó la Ley de Aguas de 1985 incluyó este principio, pero no se estableció una fecha para garantizarlo, que de acuerdo con la directiva debe ser "a más tardar en 2010". 

En la Ley de Aguas ya se recoge desde 2005 que para aplicar el principio de recuperación de costes "establecerá las estructuras tarifarias por tramos de consumo, con la finalidad de atender las necesidades básicas a un precio asequible y desincentivar los consumos excesivos". 

En las obras destinadas a regadío se deben analizar "cuenca a cuenca y cultivo a cultivo", según Narbona, para determinar "en qué medida es factible reducir la subvención que en este momento se realiza de manera implícita en el coste del agua"
.

PROPUESTA.-

De acuerdo al marco regulatorio vigente, las Concesionarias de Servicios Sanitarios deben operar según el régimen de concesiones que la ley establece, bajo la forma de sociedades anónimas y someterse a la regulación que ejerce y fiscaliza la Superintendencia de Servicios Sanitarios.
El sobreconsumo está regulado por los decretos tarifarlos, pero no tiene un tratamiento propiamente sancionatorio, solo se cobra por las instalaciones ociosas que en los periodos punta son utilizadas por los sobreconsumidores. 

Lo que vengo en proponer aquí es la respuesta a una realidad que ya nadie ignora: el agua es un bien cada vez más escaso. Su futuro es incierto. Las personas no han tomado plena conciencia de esto, a pesar de las múltiples campañas para reducir el consumo de agua potable.

La salida sancionatoria, al nivel de multas a beneficio fiscal (recordemos que el agua es un bien nacional de uso público – estatal - , que se concede a los particulares), parece ser una salida adecuada ante el uso irresponsable del recurso. No se proponen penas privativas de libertad, sino multas, que sean altas para desincentivar el descuido y la irresponsabilidad de los usuarios
Por todos los antecedentes anteriormente esgrimidos, vengo en proponer al Congreso Nacional el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Agrégase al Decreto con Fuerza de Ley Nº 382 de 1988 del Ministerio de Obras Públicas, Ley general de Servicios Sanitarios, el siguiente nuevo artículo 57 bis: 

“Se sancionará el sobreconsumo de agua potable de uso domiciliario con la multa a beneficio fiscal de 1 a 10 UTM al usuario particular que exceda las tasas de consumo promedio, calculadas en base a la suma de los habitantes de cada hogar, y según los criterios y periodos determinados por Reglamento.  

En caso de reincidencia dentro del lapso de un año, se le sancionará en el doble de la multa ya aplicada, y así sucesivamente, sin tope dentro del año.”.

(Fdo.):NELSON AVILA,
Senador de la República
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES FREI Y NARANJO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA SANCIÓN POR NO PAGO DE TARIFA O PEAJE EN OBRAS CONCESIONADAS

(4838-09)

Honorable Senado:

Antecedentes:

El sistema de concesiones de obra pública, ha significado para Chile un importante avance en materia de desarrollo, especialmente en cuanto a la posibilidad de incorporar infraestructura vial urbana e interurbana bajo esta modalidad, las cuales se han podido financiar, a través del cobro de una tarifa o peaje de beneficio de la empresa concesionaria de la obra.

Este sistema representa un esfuerzo del país a través del acuerdo público – privado que permitió dar origen a un sistema en que el Estado se desprende de determinados bienes para entregarlos, bajo es sistema de concesión, al sector privado el cual tiene la obligación de realizar inversiones cuantiosas y explotar los referidos bienes públicos para obtener su legítima utilidad.

Uno de los pilares fundamentales en que se sustenta el sistema de concesiones de obra pública está radicado en el estricto cumplimiento de las obligaciones que emanan del contrato de concesión de obra pública por parte de las empresas, especialmente en las obligaciones de inversión, explotación y mantención de las mismas y como también por la garantía que Estado debe otorgar a través del establecimiento de  un marco regulatorio adecuado que permita que el sistema se desarrolle y se mantenga con estabilidad en el tiempo. 
El sistema de concesiones de obra pública, cuenta con un sistema de financiamiento, basado principalmente en el cobro que las empresas realizanl por el uso de las vías concesionadas, denominado peajes, el cual se realiza por un monto determinado  y por un plazo señalado en el contrato de concesión. En el caso de las autopistas urbanas, se implementó hace algunos años un sistema de registro electrónico del uso de las vías denominado TAG, el cual permite que la empresa concesionaria, con posterioridad al referido uso o tránsito de un vehículo, pueda enviar el respectivo cobro para ser cancelado por el usuario.

En algunas ocasiones usuarios de las vías concesionadas incumplen el pago de la tarifa o peaje por el  uso de las vías, provocado un evidente perjuicio a la empresa concesionaria y en especial a la credibilidad del sistema que como se ha señalado se sustenta en un sistema de financiamiento principalmente basado en cobro de tarifa por uso.

La legislación vigente que regula el sistema de concesiones establece un sistema para enfrentar la falta de pago por el uso en que el concesionario puede solicitar su cobro judicialmente, siendo competente  para esto el juez de policía local del territorio donde se produjo el hecho, debiendo el Tribunal imponer al condenado una indemnización compensatoria a favor del concesionario de un valor equivalente a cuarenta veces el pago incumplido  más intereses reajustes y costas.

Este sistema, consagrado en el artículo 42 de la ley de concesiones de obra pública ha sido objeto de múltiples cuestionamientos, ya sea a través de iniciativas legales que pretenden su modificación, como también de la presentación de recursos ante el Tribunal Constitucional, cuestionando la norma por considerar que atenta contra los principios de jurisdicción consagrados en nuestro ordenamiento jurídico. Especialmente, se reclama que la actual normativa presupone la existencia de un perjuicio y el monto del mismo al imponerle al condenado una indemnización compensatoria a favor del concesionario de 40 veces el monto del pago incumplido. Por tanto, la labor del juez  competente (el de Policía Local) se limita sólo a la constatación del hecho que constituye la falta. 
Respecto a lo anterior, el sistema de indemnizaciones que consagra la legislación chilena tiene como propósito que  se retribuya o compense a aquél que ha sufrido un menoscabo, de carácter patrimonial o moral, como consecuencia de una acción u omisión realizada por un tercero, y que constituye la causa del daño. Para ello, le entrega al juez la facultad de determinar si efectivamente existió algún perjuicio y la determinación del monto compensatorio o reparatorio del mismo, siempre a petición de parte, cuestión que como se ha señalado no ocurre en el sistema que impone la ley de concesiones.
Se propone, por tanto, que la sanción que se deba aplicar a quienes incumplan el pago de la tarifa de por el uso de la vía concesionada tenga un doble componente. Por una parte, que se sancione al infractor por el Juez de Policía Local, con el reintegro de lo no pagado más los intereses y reajustes correspondientes con lo que se cumple con el objetivo de que la empresa concesionaria perciba algo que legítimamente le corresponde por uso de la vía, y por otro que se sancione al infractor con una multa equivalente a una infracción de carácter gravísima, de acuerdo a lo que dispone la Ley de Tránsito, es decir, la sanción más grave que se establece para faltas de tránsito. El monto de la multa va de 1,5 a 3 UTM, según sea la determinación del juez.

Con este sistema de sanciones se logran varios objetivos:

· Existe una recuperación por parte de la empresa concesionaria del monto no pagado por el uso de la vía que legítimamente le corresponde de acuerdo al marco regulatorio.

· La multa que se establece tiene como propósito general que el Estado cuente con los recursos para sostener adecuadamente este sistema sancionatorio y con ello se contribuya de manera efectiva a que el modelo de concesiones, que tanto ha significado para el desarrollo del país, pueda seguir operando y entregando satisfacción a los usuarios. 

· Se mantiene la competencia en el Juzgado de Policía Local del lugar en que se cometió la infracción, entregando la posibilidad de que el infractor o supuesto infractor pueda oponerse, de acuerdo a las normas que reglan el procedimiento ante estos tribunales y de que el juez tenga las herramientas procesales para sopesar y resolver el asunto que está conociendo, con lo cual se cumple plenamente con el principio de juridicidad.

En consecuencia, vengo en someter a consideración del H. Senado el siguiente:
PROYECTO DE LEY

Artículo 1º:
Sustitúyase el art. 41 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 164 del año  1991 por el siguiente:

“Cuando un usuario de una obra dada en concesión no cumpla con el pago de su tarifa o peaje, el concesionario podrá cobrarla judicialmente, siendo competente para conocer de ella, de acuerdo al procedimiento establecido en la ley 18.287 el juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho. Comprobada la infracción, el autor de ésta deberá pagar a la concesionaria el valor de la tarifa incumplida más intereses y reajustes. El juez, en la misma sentencia, impondrá al infractor una multa equivalente a una falta gravísima, de acuerdo al rango de montos establecido en el artículo 201 de la ley Nº 18.290, Ley de Tránsito.”.

En el juzgamiento de estas infracciones constituirán medios de prueba fotografías, videos y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.”.

Artículo 2º:

Sustitúyase la letra a) del artículo 197 de la ley 18.290, Ley de Tránsito por la siguiente:

“a)
No cumplir con el pago del peaje o tarifa por el uso de vías concesionadas.

(Fdo.):EDUARDO FREI RUIZ – TAGLE


JAIME NARANJO ORTIZ
Senador






Senador

6

MOCIÓN DE LA HONORABLE SENADORA ALVEAR, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE COBRO DE INDEMNIZACIONES COMPENSATORIAS A INFRACTORES DE TARIFAS O PEAJES DE OBRAS CONCESIONADAS

(4840-09)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS

Sin duda el explosivo desarrollo de nuestra infraestructura vial representa un importante avance en nuestro desarrollo. Esto, en parte importante, ha sido posible gracias al sistema de concesiones instituido desde 1991. 

El caso de la concesión de autopistas urbanas, a través del sistema de telepeaje, sin duda representa un gran desafío. Su desarrollo, dado lo inédito de la figura, ha debido pasar sistemas que no han sido probados, los que han sido exitosos en muchos sentidos, pero otros ha sido objeto de cuestionamientos.

Es el caso del sistema de cobros de las tarifas que se aplica a los usuarios. Actualmente se generan por el cobro separado que hacen las cuatro concesionarias. Muchos usuarios tienen cuentas del orden de 500 u 800 pesos que dejan de pagar por el bajo monto. En algunos casos no reciben la boleta y no cumplen la obligación, quedando en mora. 

La ley de concesiones, en su artículo 42, faculta a las empresas consecionarias a recibir como indemnización compensatoria por el no pago de la tarifa, un monto que asciende a 40 veces lo adeudado. Este monto, a la luz de la práctica, sobrepasa criterios de equidad y se establece sin gradualidad alguna. Existen casos de microempresarios que adeudan 600 mil pesos, quedando la empresa concesionaria en condiciones de cobrar $24 millones.
El artículo 42 de la ley de concesiones debe ser modificado con el fin de moderar la indemnización establecida y dotar de gradualidad al sistema.
En virtud de estos fundamentos, vengo en presentar el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo Único:

Reemplácese el inciso primero del Art. 41 del Decreto Nº 900 de 1996 del Ministerio de Obras Públicas que fija el fija texto refundido, coordinado y sistematizado del DFL MOP Nº 164 de 1991 Ley de Concesiones de Obras Públicas, por el siguiente:

“Artículo 41º.- Cuando un usuario de una obra dada en concesión incumpla el pago de su tarifa o peaje, el concesionario tendrá derecho a cobrarla judicialmente. Será competente para conocer de ella, de acuerdo al procedimiento establecido en la Ley Nº 18.287, el Juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho. El juez deberá, al ordenar dicho pago, imponer al condenado una indemnización compensatoria de un valor equivalente a dos veces el pago incumplido, si se trata de la primera oportunidad en que ordena el pago de la tarifa, cuatro veces si se trata de la segunda oportunidad y ocho veces si se trata de la tercera o más oportunidades, todo más el reajuste según el índice de Precios al Consumidor entre la fecha del incumplimiento y la del pago efectivo. En la misma sentencia, se regularán las costas procesales y personales, calculándolas con el valor total reajustado de la tarifa e indemnización indicadas. De estas resoluciones se dejará constancia en un sistema informatizado disponible a los distintos juzgados de policía local.”
 (Fdo.):Soledad Alvear Valenzuela
Senadora
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR FREI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE CONTRATO DE APRENDIZAJE

(4839-13)

Honorable Senado:

I. Fundamentos de la Iniciativa

La labor legislativa de la última década ha sido particularmente activa en aquellas materias relativas a las regulaciones del mercado de trabajo,  orientando la protección de los derechos individuales y colectivos de  los trabajadores hacia los criterios sobre trabajo decente impulsados desde 1988 por la Organización Internacional del Trabajo, y que se consideran en el catálogo de derechos laborales fundamentales acordados por esta organización.

De esta forma, se han dictado normas relativas a la protección de los trabajadores en los procesos de constitución de sindicatos y de negociación colectiva, protección de las cotizaciones previsionales con ocasión del despido,  establecimiento de un seguro de desempleo para el apoyo de los trabajadores en períodos de movilidad laboral,  y la regulación del trabajo en régimen de subcontrato y servicios transitorios,  sólo por nombrar algunas de las transformaciones que se han implementado en el mundo del trabajo.

Sin embargo, entendemos que las políticas públicas en materia laboral se enfrentan a una gran complejidad a la hora de situar incentivos eficientes para la contratación de trabajadores,  especialmente en el segmento de entre 18 a 25 años y, de esta forma, aminorar el flagelo del desempleo de trabajadores jóvenes.

En este sentido, cabe señalar que actualmente el Código del Trabajo en su artículo 8°,  establece que no dan origen a la celebración de un contrato de trabajo aquellos servicios prestados por un alumno o egresado de una institución de educación superior o de la enseñanza media técnico profesional en forma de práctica profesional. La única obligación que asiste a la empresa en este caso, es pagar una asignación de movilización y colación, la que no constituye remuneración para efecto legal alguno.

Por su parte, el Contrato de Aprendizaje contemplado en el artículo 78 del Código del Trabajo establece un mecanismo por el cual una empresa puede contratar a un trabajador a jornada completa en calidad de aprendiz bajo las siguientes condiciones:

.- Estableciendo un programa de aprendizaje en la empresa, a cargo de un tutor;

.- Cancelando una remuneración libremente convenida por las partes no sujeta a las normas sobre ingreso mínimo;

.- Sólo para trabajadores menores de 21 años, quienes están excluidos de la negociación colectiva dadas las especiales características de su contrato en comparación con un trabajador regular.

.- El número de trabajadores contratados como aprendices no puede exceder del 10% de los trabajadores permanentes de la empresa.

Ahora bien, existe un grupo de trabajadores que se ubica en una línea intermedia entre este tipo de empleo y los servicios regulares considerados en el Código del Trabajo.  Se trata de estudiantes de instituciones de educación superior (CFT y Universidades) que son contratados, en la actualidad,  a través de la propia institución educacional para prestar servicios remunerados en algunas empresas, en ciertas épocas del año,  y de esta manera ayudar a financiar el costo de sus estudios.  

Es una figura concebida en forma similar a una bolsa de empleo y otorga la posibilidad de trabajar en un régimen de jornada de trabajo compatible con la carga académica, de tal forma que sus servicios se utilizan principalmente en épocas u horarios no hábiles y de vacaciones en un régimen part time.  

Uno de los mayores valores agregados adicionales de este tipo de contratación es la formación para el trabajo que adquiere el futuro profesional en un régimen que respetando las necesidades horarias para su currículum académico, permite insertarse en un esquema de subordinación y dependencia que le permitirá adquirir ventajas comparativas en el momento de insertarse definitivamente en el mercado del trabajo.

Con todo, a la luz de las nuevas regulaciones sobre subcontratación y suministro de trabajo transitorio, esta figura en la que actúan triangularmente la Institución de Educación Superior, la Empresa y el Trabajador,  aún cuando se trate de una figura de un trasfondo social innegable, queda legalmente desajustada por no responder a los parámetros de temporalidad y causalidad que impera en la determinación del suministro legal de trabajadores;  por otra parte, también quedan fuera de las regulaciones de contrato de aprendizaje, ya que se trata de trabajadores estudiantes,  en general,  mayores de 21 años y, como se señaló, esta figura comprende sólo a trabajadores menores de esa edad.

Asimismo, las empresas que colaboran con las instituciones de educación en estos proyectos, no están en condiciones de contratar  a dichos trabajadores conforme a las reglas generales, puesto que se trata de labores esencialmente part time y estacionales, lo que unido al hecho de que los procesos de inducción de personal sin experiencia lleva entre 2 y  5 meses de tiempo con una cantidad importante de recursos asociados encuadran en esta figura a un perfil exactamente coincidente con un estudiante que puede laborar sólo en ciertos horarios y en ciertas épocas del año.  

Por otra parte, la ventaja innegable para los trabajadores permanentes de estas empresas es que no se recarga excesivamente su jornada de trabajo a fin de cubrir turnos de mayor demanda y actividad.

De esta forma se hace evidente la necesidad de reformar  la regulación del contrato de aprendizaje, de tal forma que se cree una nueva figura para trabajadores de educación superior, mayores de 21 años, que tengan la calidad de alumnos regulares y que puedan prestar servicios en forma parcial.

II. Contenidos del Proyecto.

En concordancia con lo anterior,  la presente iniciativa propone la creación de una figura contractual intermedia entre el contrato de aprendizaje y la contratación regular que permita a las empresas cubrir labores ocasionales o periódicas de tiempo parcial, con trabajadores cuya característica sea la de alumnos regulares de una institución de educación superior, presten servicios a tiempo parcial y en épocas previamente pactadas, pero con el conjunto de protecciones propias de todo trabajador.

Resulta conveniente señalar que no es posible que se produzca un cierto efecto reemplazo de trabajadores permanentes de la empresa por efecto de la extensión de este contrato, ya que se trata de labores a tiempo parcial y con una condicionante de tratarse de alumnos regulares de educación superior contactados a través de una bolsa de trabajo de dicha institución.

De esta forma, las características principales del contrato propuesto:

1. Se asimila al contrato de aprendizaje,  modificando para ello el artículo 78 del Código del Trabajo;

2. Se amplía el límite de 21 años de edad establecido para el contrato de aprendizaje;

3. Se debe acreditar la condición de alumno con matrícula vigente;

4. El contrato lo celebra el alumno con la empresa, a través de un convenio formal con la bolsa de trabajo de la institución de educación superior. Esta, debe acreditar la calidad de alumno regular del trabajador.

5. Se amplía el período de dos años del contrato de aprendizaje para este tipo de contratación.

En consideración a los fundamentos expuestos, vengo a someter a consideración del H. Senado el siguiente:

PROYECTO DE LEY
Artículo Único: Para intercalar los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 78 del Código del Trabajo:

“También será considerado como contrato de aprendizaje aquél celebrado por un alumno regular de una institución de educación superior, como parte de su formación curricular y para prestar servicios en una empresa, en tanto su jornada sea compatible con el régimen de estudios que se encuentra cursando y se le entregue un proceso de inducción o capacitación para el desempeño de las funciones contratadas.

A estos contratos no les será aplicable lo dispuesto en los artículos 79, 83 N°2 y 3, 84 y 85 de este Código.”.

(Fdo.):EDUARDO FREI RUIZ–TAGLE,
Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ÁVILA, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.947 PARA SUPRIMIR LOS EFECTOS CIVILES DE LOS MATRIMONIOS RELIGIOSOS QUE INDICA

(4841-07)

Honorable Senado:

Conforme al principio de igualdad de derechos y respeto a los distintos credos, debe existir un solo tipo de matrimonio para todos los habitantes del país. El de las Iglesias, si bien es muy respetable, no puede prevalecer sobre el civil. Lo contrario corresponde a una sociedad teocrática que no es nuestro caso. En virtud de lo anterior, y considerando especialmente las irregulares situaciones que se han producido en vigencia de la nueva normativa de matrimonio civil, es que vengo en proponer al Honorable Senado el siguiente Proyecto de Ley
Artículo Único: Suprímase el párrafo 4° del capítulo II de la Ley 19.947 que establece nueva ley de matrimonio civil.
NELSON ÁVILA C.

Senador de la República
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PROYECTO DE ACUERDO DEL HONORABLE SENADOR GAZMURI SOBRE MEDIDAS PARA RESGUARDAR OBRAS Y DOCUMENTOS DE LA INSIGNE POETISA DOÑA GABRIELA MISTRAL

(S 934-12)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO QUE:

1.- A 50 años de la muerte de la poetisa Gabriela Mistral y 60 de haber recibido el Premio Nobel de Literatura, el pueblo de Chile no posee una institución que reuna la totalidad de su obra y documentos que dan testimonio de su vida que prestigió al país en el mundo entero

2.- Que la albacea y administradora de ese patrimonio cultural fue una estadounidense – Doris Dana -  que acaba de fallecer, sin haber dejado resuelto que el legado cultural de Gabriela vuelva algún día a Chile

3.- Que en el marco del Bicentenario hay una serie de iniciativas dirigidas a exaltar la vida y obra de la Mistral y reivindicar  a la poetisa en aquellos actos que en vida la agraviaron o impidieron su pleno reconocimiento.

4.- Que los representantes de Doris Dana para Latinoamérica han expresado su voluntad de facilitar la repatriación  del legado lo que permitiría a los chilenos asumir en plenitud un patrimonio que – según propia declaración de la poetisa – les fue dedicado completamente

Se propone el siguiente Proyecto de Acuerdo

SOLICITAR   A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPUBLICA LA IMPLEMENTACION DE ACCIONES QUE PERMITAN LA REPATRIACION DE TODOS LOS DOCUMENTOS, MANUSCRITOS, DISCURSOS, FOTOS Y OTROS QUE COMPONEN EL LEGADO CULTURAL DE GABRIELA MISTRAL Y SE COMPROMETE A RESPALDAR LAS MEDIDAS LEGISLATIVAS QUE SEAN NECESARIAS PARA CONCRETAR DICHAS ACCIONES

(Fdo.):Jaime Gazmuri Mujica,

Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO Y ÁVILA RELATIVO A ACTIVIDADES DE CAPACITACIÓN DE CONSCRIPTOS DE LAS FUERZAS ARMADAS

(S 935-12)

Honorable Senado:

1. Que los desastres naturales son eventos imprevistos, que propiciados por factores fortuitos, naturales o humanos provoca grandes perjuicios materiales, ecológicos y, muchas veces con un alto costo en vidas humanas. 

2. Que en estos días 12 incendios forestales han arrasado más de 14 mil 400 hectáreas en la VIII Región. Los últimos focos activos eran Coelemu, donde el fuego ha afectado unas 5 mil 500 ha; y Talcamávida, en Hualqui, con 3 mil 800 ha. Ya han sido controlados los focos de Veguillas (Tomé), donde el fuego arrasó con 2 mil 800 ha; Tanahullín (Santa Juana) con 600 ha; Copiulemu (Florida) con 500 ha; Los Maquis (Tirúa) con 1,4 ha; Laja con 2,5 ha; Cabrero 0,4 ha; Los Quilles (Cabrero), sin información. Por su parte ya fueron apagados los incendios de Campanario (Yungay) con 500 ha; Nacimiento, con 400 ha; y Monte Aguila, el que consumió 300 ha. En todos estos sectores las llamas arrasaron con matorrales, pastizales y plantaciones de eucalipto y pino, principalmente.
3. Que las lenguas de fuego borraron del mapa años de esfuerzos de campesinos. Debido al rápido avance de las llamas, muchos arrancaron con lo puesto. La intendente María Soledad Tohá aseguró que habrá apoyo, a través de subsidios rurales, para los damnificados. La Seremi de Vivienda inició un catastro en las zonas afectadas.
4. Que de las tres provincias bajo alerta roja, la más afectada fue la de Concepción con 7 mil 700 ha afectadas. Le sigue Ñuble con 6 mil ha y Biobío con 700 ha. En cuanto a heridos, se confirmó que cinco bomberos presentan quemaduras leves en manos y rostro. Respecto del agro, la Seremi del ramo, dijo que sólo cuando se liquiden los focos se evaluará el impacto en esta área. Adelantó, que hay daños en invernaderos y en siembras, principalmente trigo. El MOP, por su parte se evalúa el estado del puente Tubul, de Coelemu, el que resultó con daños en su estructura; y analiza una pronta solución para la ruta que une Hualqui con Quilacoya, intransitable desde el invierno.

5. Que Chillancito, Quilacoya, La Palma, Chanco, Gomero, Ateuco y Vegas de Diucas fueron los sectores más complicados por el fuego y por los rebrotes continuos en Hualqui. En esta última comuna once casas resultaron quemadas y 48 personas damnificadas, las que fueron trasladadas hasta los albergues de Hualqui, La Palma, Chanco y Talcamávida. En los lugares afectados, que no tienen luz ni agua, se les entregó ropa de cama y recibieron atención médica.

6. Que la labor terrestre la efectuaron 31 brigadas: 22 de la Conaf (280 integrantes) y 9 del Ejército (171 integrantes). De éstas últimas, tres son del Regimiento Chacabuco y trabajaron en la zona de Tomé-Dichato y en Santa Juana, en la segunda línea de combate. Esto, porque si bien los conscriptos fueron capacitados, no son profesionales.
7. Que el SENCE ha capacitado más de 50 mil conscriptos del Ejército en los últimos 10 años. Estos soldados, que realizan su Servicio Militar se suman a otros miles de las restantes ramas de las Fuerzas Armadas que, durante la conscripción, reciben una formación integral, que incluye directrices valóricas y herramientas técnicas para que puedan insertarse en el mundo del trabajo.

8. Que el 40% de los conscriptos que ingresan al Ejército forman parte del Programa de Apoyo al Contingente, a través del cual los jóvenes reciben capacitación en alguna de las 12 áreas existentes y en los más de 60 cursos que hay a disposición para ellos. Además, alrededor del 60% del total de soldados que ingresan a la institución participa del Programa de Nivelación de Estudios.

9. Que una vez concluido el curso, los conscriptos participan de una ceremonia de certificación y reciben un diploma que da cuenta de sus competencias para ingresar al mundo del trabajo remunerado, documento que acredita su conocimiento en una de las áreas de especialización, que van desde el sector gastronómico, pasando por la mecánica automotriz, construcción, carpintería, explotación en madera hasta la gasfitería y motores diesel, entre muchos otros.

10. Que el SENCE tiene la misión de promover, orientar, asesorar y supervigilar las acciones de capacitación que benefician a los jóvenes que efectúan el Servicio Militar Obligatorio. Estas acciones de capacitación, más allá de lo técnico, tienen el valor de fortalecer las capacidades, el aprendizaje y la formación valórica de sus destinatarios. En aquellas ciudades donde hay mayor contingente en conscripción, el SENCE y las FFAA han establecido una alianza estratégica basada en el convencimiento de que la noble misión de otorgarles la posibilidad de aprender un oficio a los jóvenes, es parte fundamental de la preparación integral del capital humano de la Defensa Nacional.

11. Que anualmente, el SENCE y las Direcciones de Educación del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea suscriben convenios para desarrollar un programa especial de capacitación en directo beneficio de los conscriptos, para que, una vez cumplido su Servicio Militar Obligatorio, puedan insertarse en el mundo del trabajo con mejores expectativas. 

12. Que para 2006, el Sence destinó un total de 390 millones de pesos para capacitar a soldados conscriptos. Con esos recursos, cerca de 10.500 soldados del Ejército; 900 de la Armada y 700 de la Fuerza Aérea recibieron capacitación para el empleo en el marco de su proceso de conscripción.
13. Que parece necesario que el Sence y las FFAA, emprendan actividades conjuntas de capacitación para todos los conscriptos, que les den conocimientos teóricos y prácticos para enfrentar catástrofes naturales, tales como terremotos o tsunamis en el norte del país o los incendios forestales, inundaciones y maremotos en el sur de Chile, siendo la idea principal la de contar con la opción de capacitarlos a un nivel profesional, y no meramente auxiliar. 

Por tanto, el Senado acuerda: 

Solicitar a la Ministra de Defensa y al Director Nacional del SENCE: 

1. Que emprendan actividades conjuntas de capacitación para todos los conscriptos de las cuatro ramas de las FFAA, que les otorguen conocimientos teóricos y prácticos para enfrentar catástrofes naturales. 

2. Que este tipo de formación y capacitación se incorpore, de manera permanente, en los planes de instrucción de las distintas ramas de las FF.AA. 

3. Que estos programas de capacitación sean adecuados a la realidad regional del lugar en que se imparta, contando con la opción de capacitar a los conscriptos a un nivel profesional, y no meramente auxiliar. 

(Fdo.):Alejandro Navarro Brain,

Nelson Ávila contreras,
Senador





Senador
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� 	� HYPERLINK "http://es.news.yahoo.com/30102006/4/gobierno-propone-establecer-ley-consumo-maximo-agua-60-litros-persona.html" ��http://es.news.yahoo.com/30102006/4/gobierno-propone-establecer-ley-consumo-maximo-agua-60-litros-persona.html�	
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